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Tania Reneaum 
Secretaria Ejecutiva 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
 
 

Ref.: Petición inicial 
Acceso a la información sobre tecnologías de vigilancia estatal 

Vs. Paraguay  
 

 
I. ASPECTOS GENERALES  

  
A. Introducción y objeto de la petición   

 
 
Tecnología, Educación, Desarrollo y Comunicación (TEDIC), Electronic Frontier 
Foundation (EFF) y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) y 
el Abogado Federico Legal Aguilar (en adelante, las “representantes” o 
“peticionarias”), nos dirigimos a usted y, por su intermedio, a la Ilustre Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “Comisión” o “CIDH”), a fin 
de presentar una petición inicial en contra del Estado de Paraguay (en adelante, 
“Estado”, “Estado paraguayo” o “Estado de Paraguay”), por la violación de los 
derechos de la señora Maricarmen Sequera Buzarquis, derivada de la negativa 
arbitraria de proporcionar información de interés público acerca del proceso de 
adquisición, uso e implementación de tecnología de reconocimiento facial por 
parte del Estado paraguayo, así como sobre las medidas de protección de los 
datos personales de la población. Asimismo, se plantea  la vulneración de sus 
garantías judiciales y su derecho de acceso a la justicia frente a las decisiones 
estatales que impidieron el acceso efectivo a dicha información .  
 
Los peticionarios sostenemos que, en consecuencia, el Estado paraguayo es 
responsable por la violación de sus derechos protegidos por los artículos 8, 11, 
13 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, 
“CADH”), en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. 
 
A continuación, nos referiremos en primer lugar a algunos aspectos generales 
relacionados con el litigio del caso. Seguidamente presentaremos los 
fundamentos de hecho de este, para luego argumentar cómo estos violaron los 
derechos de las víctimas. Finalmente, realizaremos consideraciones acerca de 
las recomendaciones que esta Ilustre Comisión debería realizar a Estado de 
Paraguay para reparar el daño causado y adoptar medidas de no repetición.   
 

B. Identificación de las víctimas 
 
Las representantes sostenemos que la víctima es Maricarmen Sequera 
Buzarquis1, quien al momento de los hechos y hasta la actualidad se 

 
1 Co-fundadora y directora ejecutiva de TEDIC. Abogada, Máster en Propiedad Intelectual por 
FLACSO Argentina. Especialista en Ciberseguridad por la Universidad de León y en 
Tecnopolítica por la Universidad de Barcelona. Reconocida como una de las 50 líderes 
influyentes en Tecnología a nivel mundial en el 2026 por el Tech Diplomacy Global. tdgi.org/tech-

https://tdgi.org/tech-diplomacy-global-50-2026/
https://tdgi.org/tech-diplomacy-global-50-2026/
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desempeña como Directora Ejecutiva de la organización de la sociedad civil 
TEDIC2 y quien, en ejercicio de su derecho humano fundamental de acceso a la 
información pública,  solicitó al Estado paraguayo información de relevancia 
pública relativa a la adquisición e implementación de un sistema de 
reconocimiento facial, y las medidas adoptadas o planificadas para la protección 
de datos personales de la población.  
 

C. Legitimación y notificaciones   
 
Mediante poder de representación otorgados en 18 de junio de 2026, la víctima 
designó como sus representantes ante esta Ilustre Comisión a Federico Legal, 
TEDIC, EFF y CEJIL3. Esta representación solicita respetuosamente que las 
notificaciones relacionadas con el presente caso sean enviadas a 
las siguientes direcciones, donde se tendrán por recibidas oficialmente todas las 
comunicaciones:  
  
Doctoras Viviana Krsticevic / Mariángeles Misuraca  
Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL)  
Rodríguez Peña 694, Piso 6, Departamento “A”.   
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Argentina  
Correo electrónico: sur.notificaciones@cejil.org    
  
Abogada Maricarmen Sequera 
Tecnología, Educación, Desarrollo, investigación y comunicación (TEDIC) 
15 de agosto 823 casi Humaita. 
Asunción – Paraguay 
Correo electrónico: hola@tedic.org y maricarmen@tedic.org 
 
Abogada Veridiana Alimonti 
Electronic Frontier Foundation (EFF) 
815 Eddy Street 
San Francisco, Estados Unidos 
Correo electrónico: veridiana.alimonti@eff.org  
 
Abogado Federico Andrés Legal Aguilar  
Alberdi 1856 

 
diplomacy-global-50-2026/ Fellow 2023 en el programa Global Competitiveness Leadership 
(GCL) Latin America and Caribbean Studies de la Universidad de Georgetown. Finalista de los 
Premios EQUALS in Tech en el 2021 de la ITU www.equalsintech.org/post/2021-equals-in-tech-
awards-finalists , nombrada Heroína en los Premios RightsCon 2015 de Access Now. 
https://www.accessnow.org/announcing-the-2015-heroes-villains-of-human-rights-and-
communications-surveillance/  Miembro del Comité Regional de Subvenciones para América 
Latina y el Caribe de la Fundación Wikimedia – 2023-2025. Miembro de la red Global Future 
Councils del Foro Económico Mundial – 2025-2026. https://initiatives.weforum.org/global-future-
council-on-information-integrity/members (Accedido el 19 de mayo de 2026).  
2 TEDIC es una organización de derechos digitales que tiene como misión la defensa y promoción 
de los derechos humanos en entornos digitales con foco en desigualdades de género y sus 
intersecciones. Es una asociación con capacidad restringida y sin fines de lucros con personería 
Jurídica N°: 246, al folio 3059 en fecha 03/04/2012. creada el 26 de marzo de 2012 en la ciudad 
de Asunción de la República del Paraguay. https://www.tedic.org/quienes-somos/ (Accedido el 
19 de mayo de 2026).  
3 Anexo 13. Poder de Representación 

mailto:sur.notificaciones@cejil.org
mailto:hola@tedic.org
mailto:veridiana.alimonti@eff.org
https://www.equalsintech.org/post/2021-equals-in-tech-awards-finalists
https://www.equalsintech.org/post/2021-equals-in-tech-awards-finalists
http://www.equalsintech.org/post/2021-equals-in-tech-awards-finalists
http://www.equalsintech.org/post/2021-equals-in-tech-awards-finalists
https://www.accessnow.org/announcing-the-2015-heroes-villains-of-human-rights-and-communications-surveillance/
https://www.accessnow.org/announcing-the-2015-heroes-villains-of-human-rights-and-communications-surveillance/
https://www.accessnow.org/announcing-the-2015-heroes-villains-of-human-rights-and-communications-surveillance/
https://initiatives.weforum.org/global-future-council-on-information-integrity/members
https://initiatives.weforum.org/global-future-council-on-information-integrity/members
https://initiatives.weforum.org/global-future-council-on-information-integrity/members
https://initiatives.weforum.org/global-future-council-on-information-integrity/members
https://www.tedic.org/quienes-somos/
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Asunción, Paraguay  
Correo electrónico fede.legal@gmail.com 
  

D. Esta Ilustre Comisión es competente para conocer el caso  
 
La Ilustre Comisión Interamericana tiene competencia rationae personae, 
rationae loci, y rationae temporis y rationar materia  para conocer el caso.   
 

1. Competencia ratione personae   
 
La víctima de la presente petición es una persona natural que reside en territorio 
paraguayo y que solicitó acceso a información relacionada con la compra y 
utilización de tecnología de reconocimiento facial cuyo uso pudiera haber 
afectado sus derechos, la cual le fue denegada. Además, los recursos judiciales 
a los que tuvo acceso resultaron inefectivos.  
 
Por otra parte, Paraguay ratificó la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos el 24 de agosto de 19894.   
 

2. Competencia ratione loci  
 
Los hechos narrados en esta petición ocurrieron dentro del territorio y bajo la 
jurisdicción de la República de Paraguay, lo que otorga competencia territorial a 
esta Ilustre Comisión para conocer de la presente denuncia.  
 

3. Competencia ratione temporis  
 
Los hechos de este caso ocurrieron entre abril de 2019 y diciembre de 2025. El 
Estado de Paraguay ratificó la Convención Americana el 22 de noviembre de 
1989, la ratificó el 18 de agosto de 1989 y depositó su instrumento de ratificación 
el 24 de agosto de 19895.  
 
Dado que todos los hechos que abarca esta petición son posteriores a esa fecha, 
la Ilustre Comisión tiene competencia ratione temporis para pronunciarse sobre 
cómo estos generaron violaciones a la Convención Americana. 
 

4. Competencia ratione materiae 
 
En el presente caso se caracterizan una serie de violaciones a derechos 
humanos protegidos por la CADH de la cual el Estado paraguayo es parte, por 
lo que la Ilustre Comisión tiene competencia ratione materiae para conocer del 
mismo.   
  

 
4 BACN. S,f.  Ley 1/89 – Aprueba y ratifica la Convención Americana sobre los Derechos 
humanos. Link https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/2619/ley-n-1-aprueba-y-ratifica-la-
convencion-americana-sobre-derechos-humanos-o-pacto-de-san-jose-de-costa-rica (Accedido 
el 19 de mayo de 2026) 
5 Organización de Estados Americanos. Departamento de Derecho Internacional. Tratados 
Multilaterales. Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. Adoptada en San José, Costa Rica. 22 
de noviembre de 1969. Entrada en vigor el 18 de julio de 1978. 

https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/2619/ley-n-1-aprueba-y-ratifica-la-convencion-americana-sobre-derechos-humanos-o-pacto-de-san-jose-de-costa-rica
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/2619/ley-n-1-aprueba-y-ratifica-la-convencion-americana-sobre-derechos-humanos-o-pacto-de-san-jose-de-costa-rica
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E. Agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna 
 

1. La regla del previo agotamiento y su alcance en el derecho interamericano 
 
El artículo 46(1)(a) de la CADH exige, como condición de admisibilidad, que se 
hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna conforme a los 
principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  
 
El artículo 46(1) de la CADH establece que:   
 

1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 
44 o 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá:   
 
a. que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, 
conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente 
reconocidos;   
 
b. que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha 
en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la 
decisión definitiva;   
 
c. que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro 
procedimiento de arreglo internacional, y   
 
d. que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la 
nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas o 
del representante legal de la entidad que somete la petición.  
 
2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se 
aplicarán cuando: 
  
a. no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el 
debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega 
han sido violados; 

 
b. no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el 
acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de 
agotarlos, y 

 
c.  haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

  
Así, según el artículo 46.1.a) de la CADH, para que la Ilustre Comisión determine 
la admisibilidad de una petición presentada ante ella, es necesario que se hayan 
interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios 
del derecho internacional generalmente reconocidos. La Corte IDH ha 
establecido en reiterada jurisprudencia que esto significa que “no sólo deben 
existir formalmente esos recursos, sino también deben ser adecuados y 
efectivos”6. En este sentido, el Tribunal ha concluido que un recurso es adecuado 

 
6 Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in Vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C 
No. 257, párr. 22; Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246, párr. 23; 
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cuando es el idóneo para proteger la situación jurídica infringida7 y es eficaz 
cuando es capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido8. 
 
Las peticionarias hemos cumplido con todos los requisitos antes mencionados, 
así como con lo establecido por los artículos 279 y 2810 del Reglamento vigente 
de la Ilustre Comisión, tal como desarrollaremos a continuación.. 
 

2.  Agotamiento de recursos internos 
 

a. Los recursos internos transitados 
 
En el presente caso, la víctima agotó exhaustivamente los recursos disponibles 
en el ordenamiento jurídico paraguayo. Estos recursos, aunque formalmente 
existen, fueron ilusorios en el marco de este caso concreto.  
 
Como desarrollaremos a continuación, la señora Maricarmen Sequera solicitó 
acceso a la información pública al Ministerio del Interior sobre la implementación 
de sistemas de vigilancia biométrica y reconocimiento facial por parte de la 
Policía Nacional, incluyendo el tipo de tecnología utilizada y su funcionamiento. 
Asimismo, solicitó información sobre los protocolos de funcionamiento, 
tratamiento y almacenamiento de datos personales, ubicación y expansión de 
las cámaras, bases de datos utilizadas para la identificación biométrica, acceso 
de otras instituciones o empresas a la información recolectada, condiciones de 
licenciamiento del software, evaluación de impactos en derechos humanos y 

 
Corte IDH. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Excepción Preliminar. Sentencia de 30 de noviembre 
de 2005. Serie C No. 139, párr. 4 y Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. 
Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 63. 
7 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. 
Serie C No. 4, párr. 64. 
8 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. 
Serie C No. 4, párr. 66. 
9 Artículo 27 establece: “Condición para considerar la petición. La Comisión tomará en 
consideración las peticiones sobre presuntas violaciones de los derechos humanos consagrados 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos aplicables, con 
relación a los Estados miembros de la OEA, solamente cuando llenen los requisitos establecidos 
en tales instrumentos, en el Estatuto y en el presente Reglamento”. 
10 Artículo 28 establece: “Requisitos para la consideración de peticiones. Las peticiones dirigidas 
a la Comisión deberán contener la siguiente información: 1. El nombre de la persona o personas 
denunciantes o, en el caso de que el peticionario sea una entidad no gubernamental, su 
representante o representantes legales y el Estado miembro en el que esté legalmente 
reconocida; 2. Si el peticionario desea que su identidad sea mantenida en reserva frente al 
Estado, y las razones respectivas; 3. La dirección de correo electrónico para recibir 
correspondencia de la Comisión y, en su caso, número de teléfono, facsímil y dirección postal; 
4. Una relación del hecho o situación denunciada, con especificación del lugar y fecha de las 
violaciones alegadas; 5. De ser posible, el nombre de la víctima, así como de cualquier autoridad 
pública que haya tomado conocimiento del hecho o situación denunciada; 6. La indicación del 
Estado que el peticionario considera responsable, por acción o por omisión, de la violación de 
alguno de los derechos humanos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y otros instrumentos aplicables, aunque no se haga una referencia específica al/os 
artículo(s) presuntamente violado(s); 7. El cumplimiento con el plazo previsto en el artículo 32 
del presente Reglamento; 8. Las gestiones emprendidas para agotar los recursos de la 
jurisdicción interna o la imposibilidad de hacerlo conforme al artículo 31 del presente Reglamento; 
y 9. La indicación de si la denuncia ha sido sometida a otro procedimiento de arreglo internacional 
conforme al artículo 33 del presente Reglamento. 



 

10 

protección de datos, tasas de error del sistema, así como mecanismos de 
supervisión y rendición de cuentas11. 
 
Sin embargo, el Ministerio del Interior denegó el acceso a parte de la información 
solicitada por considerarla de carácter reservado12. Posteriormente, la 
Comandancia de la Policía Nacional también rechazó la entrega de la 
información requerida, invocando razones vinculadas a la seguridad nacional13. 
 
Frente a la denegación de información, la víctima promovió la acción judicial 
específicamente prevista en el artículo 23 de la Ley N.º 5282/14 “De libre acceso 
ciudadano a la información pública y transparencia gubernamental”14. 
  
Dicha disposición establece que: 
  

“En caso de denegación expresa o tácita de una solicitud de acceso 
a la información pública o de cualquier otro incumplimiento de una 
repartición pública con relación a las obligaciones previstas en la 
presente ley, el solicitante, haya o no interpuesto el recurso de 
reconsideración, podrá, a su elección, acudir ante cualquier Juez 
de Primera Instancia con jurisdicción en el lugar de su domicilio o 
en donde tenga su asiento la fuente pública”15. 

  
Si bien la Ley N.º 5282/14 reconoció expresamente esta acción judicial, no reguló 
el procedimiento para su tramitación. Ante esa omisión, la Corte Suprema de 
Justicia dictó la Acordada N.º 1005/2015 “Por la cual se establecen los 
procedimientos para las acciones judiciales derivadas de la Ley N.º 5282/14”16, 
mediante la cual resolvió “establecer que, para el caso de denegación expresa o 
tácita de una solicitud de acceso a la información, la acción judicial se tramite 
según las reglas previstas en el artículo 134 de la Constitución y en el Código 
Procesal Civil para el juicio de amparo”17. 
  
No obstante, la remisión a las reglas procesales del amparo no alteró la 
naturaleza de la acción creada por la Ley N.º 5282/14, que en su artículo 4 
establece que “Cualquier persona, sin discriminación de ningún tipo, podrá 
acceder a la información pública, en forma gratuita y sin necesidad alguna de 
justificar las razones por las que formulan su pedido, conforme al procedimiento 
establecido en la presente ley”18. 

 
11 Anexo 2.  2019 04 09. Solicitud de acceso a la información. Soporte papel.; Anexo 1.  2019 04 
08. Solicitud de acceso a la información. 
12 Anexo 4. 2019 04 26. Resolución N° 238-19 MDI Portal Unificado.  
13 Anexo 5. 2019 04 30. Resolución N°398 Policía Nacional 
14 Ley N.º 5282/14, “De libre acceso ciudadano a la información pública y transparencia 
gubernamental”, sancionada el 21 de agosto de 2014, disponible en: 
https://www.senado.gov.py/images/archivos/archivos-leyes-5282-5189/LEY-5282.pdf  
15 Ibid. 
16 Acordada N.º 1005/2015 de la Corte Suprema de Justicia, “Por la cual se establecen los 
procedimientos para las acciones judiciales derivadas de la Ley N.º 5282/14”, sancionada y 
promulgada el 21 de septiembre de 2015, disponible en: 
https://digestolegislativo.gov.py/detalles&id=10853  
17 Ibid. 
18 Acordada N.º 1005/2015 de la Corte Suprema de Justicia, “Por la cual se establecen los 
procedimientos para las acciones judiciales derivadas de la Ley N.º 5282/14”, sancionada y 

https://www.senado.gov.py/images/archivos/archivos-leyes-5282-5189/LEY-5282.pdf
https://digestolegislativo.gov.py/detalles&id=10853
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En consecuencia, la señora Maricarmen Sequera promovió la referida acción 
judicial ante el Juzgado Penal de Garantías N.º 9 de la Capital (causa N.º 609-
2019). 
 
Mediante Sentencia Definitiva Nº 40 de 1 de agosto de 2019, el Juzgado rechazó 
la acción. Para ello, aplicó erróneamente los requisitos propios del amparo 
constitucional ordinario, prescindiendo del régimen especial de acceso a la 
información pública establecido por la Ley N.º 5282/14. En particular, sostuvo 
que: 
  

“(…) las informaciones solicitadas son custodiadas por las 
instituciones del Estado encargadas de la seguridad interna de la 
sociedad, la cual tiene como finalidad determinar las políticas de 
seguridad a fin de garantizar la seguridad de la sociedad y la 
protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos, por 
lo que dicha información requerida podría ocasionar un daño al 
Estado al difundirla”19. 

  
Sobre esa base, concluyó que “(...) no existe acto lesivo contra un derecho o 
garantía constitucional, pues la amparista no fue privada del derecho al acceso 
de la información pública que debe ser velada por el Estado, por lo que 
corresponde rechazar el presente amparo por su notoria improcedencia”20. 
 
Contra esta decisión se interpuso recurso de apelación. El 28 de agosto de 2019, 
el Tribunal de Apelación en lo Penal, Cuarta Sala de la Capital, dictó el A. y S. 
N° 70, que confirmó la sentencia de primera instancia21. El tribunal reiteró el 
encuadre jurídico incorrecto, exigiendo los presupuestos del amparo 
constitucional previsto en el artículo 134 de la Constitución  —como la urgencia 
y la lesión grave individualizada— en lugar de aplicar el régimen específico de la 
Ley N° 5282/14, que no exige tales requisitos para la procedencia de la acción 
de acceso a la información22. 
 
La víctima interpuso acción de inconstitucionalidad ante la Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. Admitida mediante A.I. N° 1620 de fecha 28 de 
octubre de 202023.  
 
La Corte tardó cuatro años en resolver la cuestión. El Acuerdo y Sentencia N° 
843 de fecha 7 de agosto de 2024 declaró la nulidad del A. y S. N° 70, 
reconociendo que el Tribunal de Apelación había incurrido en arbitrariedad 
normativa al aplicar el estándar del amparo constitucional a una acción de 
acceso a la información pública24. Sin embargo, la Sala Constitucional no 

 
promulgada el 21 de septiembre de 2015, disponible en: 
https://digestolegislativo.gov.py/detalles&id=10853  
19 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Páginas 39 a 41.  
20 Ibid. 
21 Anexo 8. 2019 08 28. Acuerdo y Sentencia. Tribunal de Apelación.  
22 Anexo 8. 2019 08 28. Acuerdo y Sentencia. Tribunal de Apelación. Página 6, 7 y 8.  
23 Anexo 10. AI admisión inconstitucionalidad CSJ  
24 Anexo 11. 2024 08 07. Acuerdo y Sentencia Corte Suprema de Justicia.  

https://digestolegislativo.gov.py/detalles&id=10853
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resolvió el fondo de la cuestión y ordenó el reenvío al tribunal de apelación 
siguiente en orden de turno. 
 
En cumplimiento del reenvío ordenado, el Tribunal de Apelación en lo Penal, 
Primera Sala de la Capital, luego de varios meses de notificado el reenvío, dictó 
el A. y S. N° 88 de fecha 17 de diciembre de 2025, confirmando nuevamente la 
sentencia de primera instancia25. Esta decisión fue notificada el 19 de diciembre 
de 202526. 
 
A pesar de la decisión de la Corte Suprema que avaló la vía utilizada y dispuso 
el reenvío, el Tribunal de Apelación atribuyó nuevamente a la recurrente una 
supuesta utilización incorrecta de la vía procesal, argumentando que había 
planteado la acción bajo elementos propios del amparo constitucional ordinario, 
pese a tratarse de una acción específica de acceso a la información pública 
regulada expresamente por la Ley N° 5282/1427. 
 
Al ingresar al análisis de fondo, el Tribunal construyó una supuesta “pugna” entre 
dos “corrientes doctrinarias” y consideró que la demandante, utilizando una 
garantía constitucional, pretendía acceder a información vinculada con la 
“eficiencia” de un sistema de seguridad28.  
 
El Tribunal sostuvo que la posibilidad de reconocer personas mediante cámaras 
de vigilancia “escapa” al Ministerio del Interior y correspondería, en cambio, a la 
Comandancia de la Policía Nacional o a la policía subordinada al agente fiscal 
interviniente en una causa penal concreta29. 
 
Asimismo, afirmó que el interés general debía prevalecer sobre el interés 
particular, debido a que: “Ante la oleada de hechos punibles que ocurren en las 
calles, es un resguardo de la eficiencia, de la Policía Nacional y de los Agentes 
Fiscales, el que las ubicaciones de las cámaras de vigilancia urbanas no sea 
conocida, porque su conocimiento facilitaría una mejor organización de grupos 
criminales o de delincuentes que no actúan en base a la ocasión, para perpetrar 
sus hechos punibles en contra de las personas”30. A partir de ello, el Tribunal 
entendió que existía una colisión entre derechos constitucionales de igual 
jerarquía y concluyó que el derecho de acceso a la información debía ceder 
frente a los derechos a la vida, reunión y libre tránsito31. Consideró además que 
estos últimos involucraban a una mayor cantidad de personas, mientras que el 
derecho a la información correspondería únicamente a la demandante32. 
 
El Tribunal cuestionó también que la solicitante no hubiera explicitado el 
propósito o uso que pretendía dar a la información requerida33. Asimismo, indicó 
que el derecho de acceso a la información pública había sido regulado 

 
25 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación.   
26 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. . 
27 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 3 
28 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 3 
29 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 5 
30 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 5 
31 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Páginas 5 y 6 
32 Ibid. 
33 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación.. Página 6 
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“colocando la creación de un concepto de información reservada, que es la que 
debe ser protegida o restringida a una porción de personas porque el que todos 
puedan conocerla implicaría graves peligros o daños a la Nación”34. Agregó que 
el Código Procesal Penal y el Código Penal contemplarían nociones vinculadas 
a “secretos de Estado”, aunque sin identificar normas específicas ni desarrollar 
un análisis concreto de tales regulaciones35. A partir de ello, sostuvo que la 
cuestión consistía en definir si determinada información “puede o no ser 
subsumida específicamente en secreto de Estado o en resguardo de eficiencia 
de bienes jurídicos más importantes pertenecientes a mayor cantidad de 
personas, entendiendo este Magistrado que la primera es reconocida en el 
artículo 22 de la ley 5.282/14 y estamos ante la segunda posibilidad 
mencionada”36. 
 
Además, el Tribunal también sostuvo que era erróneo afirmar que el Ministerio 
del Interior no brindó respuesta o que esta fue incompleta o parcial37. También 
afirmó que los derechos de la demandante no se verían afectados por la 
instalación de sistemas de reconocimiento facial, debido a que las cámaras se 
encuentran ubicadas en vías o espacios públicos38. 
 
Adicionalmente, consideró que la ubicación y el mapeo de cámaras con 
reconocimiento facial “necesariamente” debían mantenerse en reserva debido a 
la propia finalidad del sistema y sostuvo que para determinar qué información 
puede considerarse reservada “necesariamente debe acudirse al criterio judicial, 
porque la ley solo crea la información reservada, pero no la crea taxativamente, 
ni da indicadores para ello, sino que las deja en un campo enunciativo, ni tan 
siquiera, porque al crear el concepto, pero no definirlo, significa que deja esta 
tarea al órgano juzgador”39. 
 
Finalmente, el Tribunal realizó una referencia confusa y parcial a la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para justificar 
su posición. En particular, mencionó el Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile 
indicando únicamente que en su párrafo 88 se afirma que “El derecho de acceso 
a la información bajo control del Estado admite restricciones”40. Asimismo, hizo 
referencia a los casos Caso López Álvarez y “Palmerola” vs. Honduras “donde 
se determinan que la restricción a la libertad de expresión depende de la 
satisfacción de un interés público imperativo”41.  
 
En definitiva, el Acuerdo y Sentencia N.° 88 de fecha 17 de diciembre de 2025, 
dictado por el Tribunal de Apelación, confirmó la negativa estatal de proporcionar 
información de evidente interés público vinculada con la adquisición, 
implementación y uso de sistemas de vigilancia basados en tecnologías de 
reconocimiento facial, validando restricciones incompatibles con la Convención 
Americana. La decisión aceptó la reserva de la información solicitada sin 

 
34 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 7 
35 Ibid. 
36 Ibid. 
37 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 7 
38 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
39 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
40 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
41 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
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identificar una base legal expresa y precisa que la sustentara. Tampoco realizó 
un examen adecuado de necesidad y proporcionalidad conforme al artículo 13.2 
de la Convención. En particular, si bien aludió a la protección de la seguridad, el 
Tribunal no acreditó de manera concreta, individualizada y verificable la manera 
en que la divulgación de cada información solicitada pudiera generarle un daño 
cierto e identificable.  
 
Asimismo, el Tribunal no distinguió ni analizó de forma separada los distintos 
tipos de información requerida, sino que sostuvo su denegatoria de manera 
global, sin evaluar en cada caso la aplicación de los criterios de legalidad, fin 
legítimo, necesidad y proporcionalidad.   
 
La decisión del Tribunal careció de una motivación suficiente para justificar la 
limitación del derecho de acceso a la información pública, no realizó un adecuado 
control de convencionalidad y omitió someter la restricción al escrutinio estricto 
exigido por los estándares interamericanos. Además, fue dictada luego de un 
trámite judicial que se prolongó por seis años, privando a la víctima de una 
respuesta oportuna y de una tutela judicial efectiva. 
 
En consecuencia, el caso recorrió la totalidad de las instancias disponibles en el 
ordenamiento jurídico paraguayo sin que las autoridades estatales garantizaran 
los derechos de la víctima ni repararan las violaciones denunciadas. La señora 
Maricarmen Sequera promovió la acción judicial específicamente prevista por la 
Ley N.° 5282/14, obtuvo una decisión de primera instancia, una sentencia de 
segunda instancia, interpuso una acción de inconstitucionalidad ante la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y, tras el reenvío ordenado por 
dicho tribunal, obtuvo una nueva decisión definitiva del Tribunal de Apelación. 
De este modo, el Estado tuvo distintas oportunidades para examinar y remediar 
las vulneraciones alegadas, sin hacerlo. Por tanto, los recursos internos han sido 
debidamente agotados de conformidad con el artículo 46.1.a de la Convención 
Americana. 
 

b. Cumplimiento del plazo de 6 meses 
 
La segunda sentencia del Tribunal de Apelación en lo Penal, que resolvió el 
reenvío de la Corte Suprema, -con la cual se agotaron los recursos internos-fue 
notificada el 19 de diciembre de 2025, cumpliéndose así el plazo de seis meses 
para la presentación de la presente petición42. 
 

c. Análisis de posible litispendencia / duplicidad de procedimiento 
internacional 

 
Este requisito no configura ningún obstáculo para la admisibilidad de este caso 
ya que no se ha adelantado ningún otro procedimiento en el ámbito internacional 
que genere duplicidad. 
 

II. CONTEXTO  
 

 
42 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación.  
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Los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos (en adelante, 
“SIDH”) han establecido en diversas oportunidades la importancia de analizar el 
contexto en que se producen los hechos de un caso, ya que esto permite 
entender los motivos por los cuales ocurrieron las violaciones a los derechos 
humanos que se denuncian y establecer mejor el alcance de las violaciones a 
los derechos de las víctimas y de las obligaciones del Estado43. Por esto, las 
peticionarias consideramos que la Comisión debe tener en cuenta algunos 
elementos fundamentales del contexto que enmarcan los hechos de este caso a 
la hora de estudiar la presente petición. 
 
En particular, los hechos del presente caso no pueden analizarse de forma 
aislada del contexto de expansión de tecnologías de vigilancia y monitoreo en 
espacios públicos en Paraguay, ni de las dificultades para acceder a información 
pública vinculada con su adquisición, implementación y funcionamiento.  
 
Como desarrollaremos, en los últimos años distintas instituciones estatales han 
avanzado en la incorporación de sistemas de videovigilancia, incluyendo 
tecnologías de reconocimiento facial, en ausencia de niveles adecuados de 
transparencia, control público,  rendición de cuentas y evaluación de impacto 
sobre su uso. Del mismo modo, resulta relevante considerar que, pese a la 
existencia de un marco normativo que reconoce el derecho de acceso a la 
información pública, en la práctica persisten obstáculos para su ejercicio efectivo. 
 
A continuación, nos referiremos en primer lugar cómo funciona esta tecnología 
de reconocimiento facial, la biometría y en una segundo bloque se expone s el 
régimen de acceso a la información pública que existe en Paraguay y los 
obstáculos para su implementación. 
 

A. Tecnologías de reconocimiento facial y vigilancia biométrica: 
funcionamiento, expansión y riesgos para los derechos humanos 

 
Para comprender los desafíos éticos, jurídicos y políticos que plantea la 
tecnología analizada en esta petición, resulta indispensable partir de una 
aproximación a sus fundamentos y alcances técnicos. Lejos de constituir 
sistemas neutrales o meramente instrumentales4445, las tecnologías biométricas 

 
43 Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. Serie C No. 339, párr. 124; 
Corte IDH. Caso Yarce y otras Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2016. Serie C No. 325, párr. 75; Corte IDH. Caso 
Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 43; Corte IDH. Caso del 
Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268. párr. 210. 
44 O’Neil, C. (2017). Weapons of math destruction: How big data increases inequality and 
threatens democracy (First paperback edition). B/D/W/Y Broadway Books.  Zuboff, S. (2019). The 
age of surveillance capitalism: The fight for a human future at the new frontier of power (First 
trade paperback edition). PublicAffairs. https://dl.acm.org/doi/10.5555/3002861 (Accedido el 19 
de mayo de 2026) 
45 Zuboff, S. (2019). The age of surveillance capitalism: The fight for a human future at the new 
frontier of power (First trade paperback edition). PublicAffairs. https://www.amazon.com/Age-
Surveillance-Capitalism-Future-Frontier/dp/1610395697 (Accedido el 19 de mayo de 2026) 

https://dl.acm.org/doi/10.5555/3002861
https://www.amazon.com/Age-Surveillance-Capitalism-Future-Frontier/dp/1610395697
https://www.amazon.com/Age-Surveillance-Capitalism-Future-Frontier/dp/1610395697
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incorporan decisiones de diseño, selección de datos y contextos de uso que 
condicionan de manera significativa su funcionamiento e impactos. 
 
Las distintas aplicaciones de esta tecnología se adaptan de manera diferenciada 
a usos específicos. Por ello, comprender sus componentes, modalidades y 
límites resulta fundamental para evaluar tanto su alcance funcional como los 
riesgos y daños que puede generar, especialmente cuando se despliega en 
espacios públicos y de acceso colectivo. 
 
Puntualmente, la RELE ha señalado que el uso indiscriminado de herramientas 
de reconocimiento facial o biometría en espacios públicos “constituye una forma 
de vigilancia masiva, lo que plantea dudas sobre la necesidad y la 
proporcionalidad de tales medidas, la falta de evaluaciones y salvaguardas 
adecuadas en materia de derechos humanos y el riesgo de falsos positivos 
cuando se utilizan con fines policiales”46. 
 
A continuación, se examinarán, en primer lugar, los aspectos generales 
vinculados a la biometría y a las tecnologías de reconocimiento facial y, en 
segundo lugar, los elementos técnicos que permiten comprender su 
funcionamiento. En tercer lugar, se analizarán las principales aplicaciones de 
estas herramientas para, posteriormente, nos referiremos a su utilización como 
mecanismos de vigilancia. Finalmente, se expondrán, por un lado, los aspectos 
que definen a los datos biométricos como una categoría especialmente protegida 
y, por el otro, los marcos normativos que regulan su protección y los desafíos 
que su tratamiento plantea. 
 

1. La biometría y la tecnología de reconocimiento facial. Aspectos generales. 
 
La biometría puede definirse como el conjunto de técnicas automatizadas que 
permiten identificar o verificar la identidad de una persona a partir de 
características humanas4748, tales como el rostro, las huellas dactilares, el iris, la 
voz o determinados patrones de comportamiento49. A diferencia de otros 
mecanismos de identificación, estos sistemas se apoyan en rasgos íntimamente 
vinculados al cuerpo y a la identidad de las personas50, lo que explica su 
creciente relevancia y, al mismo tiempo, su especial sensibilidad desde una 
perspectiva de derechos humanos51. 

 
46 CIDH. El impacto de la vigilancia digital en la libertad de expresión en las Américas. 
OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 2025. Párrafo 28. 
47 Pietrasanta, F., Macías, G., & Narvéez, S. (2025). No Nos Vean la Cara: Vigilancia en el 
espacio público con Tecnologias de Reconocimiento Facial en Mexico. https://r3d.mx/wp-
content/uploads/NNVLC_-_digital.pdf (Accedido el 19 de mayo de 2026). 
48 Smith, M., & Miller, S. (2022). The ethical application of biometric facial recognition technology. 
AI & SOCIETY, 37(1), 167–175. https://doi.org/10.1007/s00146-021-01199-9 
49 Bourcha, C., Louiza Deftou, M., & No, A. (2017). Data mining of biometric data: Revisiting the 
concept of private life? IUS ET SCIENTIA, 3(2), 37–62. 
https://doi.org/10.12795/IETSCIENTIA.2017.i02.04  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
50 Díaz, M. (2018). El cuerpo como dato. https://www.derechosdigitales.org/wp-
content/uploads/cuerpo_DATO.pdf (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
51 Galeano, G., Paciello, G., & Gómez Berniga, L. (2024). Con Mi Cara No: Implementación de 
las cámaras de reconocimiento facial por el Estado paraguayo. TEDIC. https://www.tedic.org/wp-
content/uploads/2025/03/Reconocimiento-Facial-Estado-Paraguayo.pdf (Accedido el 19 de 
mayo de 2026) 

https://r3d.mx/wp-content/uploads/NNVLC_-_digital.pdf
https://r3d.mx/wp-content/uploads/NNVLC_-_digital.pdf
https://doi.org/10.12795/IETSCIENTIA.2017.i02.04
https://www.derechosdigitales.org/wp-content/uploads/cuerpo_DATO.pdf
https://www.derechosdigitales.org/wp-content/uploads/cuerpo_DATO.pdf
https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2025/03/Reconocimiento-Facial-Estado-Paraguayo.pdf
https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2025/03/Reconocimiento-Facial-Estado-Paraguayo.pdf
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Dentro de este universo, el reconocimiento facial constituye una tecnología 
biométrica específica que analiza rasgos faciales a partir de imágenes o 
secuencias de video, con el objetivo de identificar o verificar a una persona 
mediante procesos automatizados52. Estas tecnologías implican la extracción, 
digitalización y comparación de las características geométricas del rostro, 
transformando imágenes en datos procesables por sistemas algorítmicos53. 
 
El uso de tecnologías de reconocimiento facial ha adquirido un protagonismo 
creciente en los últimos años y en múltiples ámbitos de la vida cotidiana, desde 
aplicaciones aparentemente inocuas, como el desbloqueo de dispositivos 
móviles o el acceso a servicios digitales, hasta áreas críticas como la seguridad, 
la justicia y el control estatal54. No obstante, el traslado de estas tecnologías a 
estas áreas plantea importantes interrogantes que exceden su definición técnica 
y exigen recaudos que obligan a examinar su funcionamiento con mayor detalle. 
 

2. El funcionamiento técnico de los sistemas de reconocimiento facial 
 
Desde el punto de vista técnico, los sistemas de reconocimiento facial operan a 
través de una serie de etapas sucesivas. En primer lugar, el sistema detecta la 
presencia de un rostro dentro de una imagen o secuencia de video, lo que 
permite aislarlo del resto del entorno visual y delimitar el área sobre la cual se 
realizará el análisis posterior55. 
 
Una vez detectado el rostro, el sistema procede a la extracción de rasgos 
faciales, tales como la distancia entre los ojos, la forma de la nariz, la estructura 
de la mandíbula u otros puntos de referencia. Estos rasgos son cuantificados y 
convertidos en una plantilla digital56, es decir, una representación matemática del 

 
52 Smith, M., & Miller, S. (2021). Facial Recognition and Privacy Rights. In M. Smith & S. Miller, 
Biometric Identification, Law and Ethics (pp. 21–38). Springer International Publishing. 
https://doi.org/10.1007/978-3-030-90256-8₂  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
53 Lyon, D. (2018). The culture of surveillance: Watching as a way of life. Polity. 
https://www.politybooks.com/bookdetail?book_slug=the-culture-of-surveillance-watching-as-a-
way-of-life--9780745671727 (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
54 Pérez Trench, S. N. (2021). Los sistemas de reconocimiento facial: Una mirada a la luz del 
examen de proporcionalidad. Revista Internacional de Derecho Humanos, 12(01), 55–88. 
https://doi.org/10.26422/RIDH.2022.1201.per  (Accedido el 19 de mayo de 2026); Silva, M. R., & 
Varon, J. (2021). Reconhecimento Facial No Sector Público E Identidades Trans. Coding Rights. 
https://codingrights.org/docs/rec-facial-id-trans.pdf (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
55 Pietrasanta, F., Macías, G., & Narvéez, S. (2025). No Nos Vean la Cara: Vigilancia en el 
espacio público con Tecnologias de Reconocimiento Facial en Mexico. Zalnieriute, M. (2021). 
https://r3d.mx/wp-content/uploads/NNVLC_-_digital.pdf (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
Burning Bridges: The Automated Facial Recognition Technology and Public Space Surveillance 
in the Modern State. Science and Technology Law Review, 22(2), 284–307. 
https://doi.org/10.52214/stlr.v22i2.8666 (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
56 Ricanek, K., & Boehnen, C. (2012). Facial Analytics: From Big Data to Law Enforcement. 
Computer, 45(9), 95–97. https://doi.org/10.1109/MC.2012.308 (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
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rostro que permite su comparación con otras plantillas almacenadas en bases 
de datos57 58. 
 
Posteriormente, el sistema compara la plantilla generada con una o varias 
plantillas preexistentes, calculando un puntaje de similitud que expresa la 
probabilidad de correspondencia entre los rostros analizados59. Este proceso no 
produce resultados binarios absolutos, sino estimaciones probabilísticas, cuyo 
grado de precisión depende de múltiples factores técnicos y contextuales60 61. 
 
Este mecanismo técnico constituye la base sobre la cual se desarrollan las 
aplicaciones prácticas del reconocimiento facial. Sin embargo, su funcionamiento 
efectivo depende de variables adicionales, como la calidad de las imágenes, la 
iluminación, el ángulo de captura y las condiciones ambientales62 63, aspectos 
que adquieren especial relevancia en contextos dinámicos y de alta concurrencia 
de personas, como los eventos deportivos. 
 

3. Usos de la tecnología de reconocimiento facial 
 
A partir de estas capacidades técnicas, es posible distinguir entre dos usos 
principales del reconocimiento facial: la verificación y la identificación, distinción 
que resulta importante para comprender los distintos niveles de riesgo asociados 
a su implementación64.  
 
La verificación consiste en un proceso de comparación uno a uno, mediante el 
cual el sistema evalúa si el rostro captado corresponde a una identidad 
previamente declarada o registrada. Este uso suele aplicarse en contextos 

 
57 Pietrasanta, F., Macías, G., & Narvéez, S. (2025). No Nos Vean la Cara: Vigilancia en el 
espacio público con Tecnologías de Reconocimiento Facial en Mexico. https://r3d.mx/wp-
content/uploads/NNVLC_-_digital.pdf (Accedido el 19 de mayo de 2026). 
58 Ricanek, K., & Boehnen, C. (2012). Facial Analytics: From Big Data to Law Enforcement. 
Computer, 45(9), 95–97. https://doi.org/10.1109/MC.2012.308 (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
59 Ricanek, K., & Boehnen, C. (2012). Facial Analytics: From Big Data to Law Enforcement. 
Computer, 45(9), 95–97. https://doi.org/10.1109/MC.2012.308 (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
60  Lyon, D. (2018). The culture of surveillance: Watching as a way of life. Polity. 
https://www.politybooks.com/bookdetail?book_slug=the-culture-of-surveillance-watching-as-a-
way-of-life--9780745671727 (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
61  Smith, M., & Miller, S. (2021). Facial Recognition and Privacy Rights. In M. Smith & S. Miller, 
Biometric Identification, Law and Ethics (pp. 21–38). Springer International Publishing. 
https://doi.org/10.1007/978-3-030-90256-8₂  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
62 Fundación Via Libre. (2024). Reconocimiento facial: Presentamos lineamientos técnicos 
mínimos para una auditoria [Letter]. https://www.vialibre.org.ar/reconocimiento-facial-
presentamos-lineamientos-tecnicos-minimos-para-una-auditoria/  (Accedido el 19 de mayo de 
2026) 
63 Smith, M., Mann, M., & Urbas, G. (2018). Biometrics, crime and security. Routledge. 
https://doi.org/10.4324/9781315182056 (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
64 Brey, P. (2004). Ethical aspects of facial recognition systems in public places. Journal of 
Information, Communication and Ethics in Society, 2(2), 97–109. 
https://doi.org/10.1108/14779960480000246  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
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relativamente controlados, como el acceso a dispositivos o sistemas cerrados, 
donde la persona se presenta voluntariamente para confirmar su identidad 65 66. 
 
Un ejemplo común de este tipo de uso es el desbloqueo de dispositivos móviles 
mediante reconocimiento facial. En estos casos, la persona configura 
previamente el sistema registrando su rostro, que queda almacenado como 
plantilla de referencia. Cada vez que se intenta acceder al dispositivo, el sistema 
captura una nueva imagen del rostro y la compara con esa plantilla previamente 
registrada. Si ambas coinciden dentro de un margen determinado, el acceso es 
autorizado. 
 
La identificación, en cambio, implica un proceso de comparación uno a muchos, 
en el cual el rostro captado es cotejado con múltiples registros contenidos en una 
base de datos, con el objetivo de determinar si existe alguna coincidencia67 68. 
Este uso es sustancialmente más intrusivo, ya que permite identificar a personas 
sin que necesariamente estas hayan declarado su identidad o sean conscientes 
del proceso69. Este tipo de aplicación constituye precisamente el objeto de 
análisis de esta petición. 
 

4. Reconocimiento facial como tecnología de vigilancia 
 
Resulta necesario profundizar en las implicaciones que tiene el despliegue de 
sistemas de reconocimiento facial en espacios públicos y de acceso colectivo. Si 
bien estas tecnologías suelen presentarse como herramientas neutrales 
orientadas a fines legítimos de seguridad pública, su implementación práctica 
revela dimensiones problemáticas que pueden exceder la mera funcionalidad 
técnica y comprometer garantías fundamentales70 71. 
 
El reconocimiento facial, a diferencia de otros métodos biométricos, no requiere 
contacto físico ni participación activa de las personas “objetivos” para operar.72. 
Esta característica permite su despliegue silencioso y generalizado en el espacio 
público, sometiendo a vigilancia biométrica a personas que no se encuentran 

 
65 Brey, P. (2004). Ethical aspects of facial recognition systems in public places. Journal of 
Information, Communication and Ethics in Society, 2(2), 97–109. 
https://doi.org/10.1108/14779960480000246  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
66 Ricanek, K., & Boehnen, C. (2012). Facial Analytics: From Big Data to Law Enforcement. 
Computer, 45(9), 95–97. https://doi.org/10.1109/MC.2012.308 (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
67 Brey, P. (2004). Ethical aspects of facial recognition systems in public places. Journal of 
Information, Communication and Ethics in Society, 2(2), 97–109. 
https://doi.org/10.1108/14779960480000246  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
68 Ricanek, K., & Boehnen, C. (2012). Facial Analytics: From Big Data to Law Enforcement. 
Computer, 45(9), 95–97. https://doi.org/10.1109/MC.2012.308 (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
69 Pietrasanta, F., Macías, G., & Narvéez, S. (2025). No Nos Vean la Cara: Vigilancia en el 
espacio público con Tecnologias de Reconocimiento Facial en Mexico. https://r3d.mx/wp-
content/uploads/NNVLC_-_digital.pdf  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
70 Lyon, D. (2018). The culture of surveillance: Watching as a way of life. Polity.  
71 Zuboff, S. (2019). The age of surveillance capitalism: The fight for a human future at the new 
frontier of power (First trade paperback edition). PublicAffairs. https://www.amazon.com/Age-
Surveillance-Capitalism-Future-Frontier/dp/1610395697  (Accedido el 19 de mayo de 2026).  
72   Venturini, J., & Garay, V. (2021). Reconocimiento facial en América Latina: Tendencias 
en la implementación de una tecnología perversa. AlSur. 
https://www.alsur.lat/sites/default/files/2021-
11/ALSUR_Reconocimiento_facial_en_Latam_ES.pdf  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
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bajo sospecha individualizada de acciones ilícitas y que, en muchos casos, 
desconocen que están siendo sometidas a este tipo de procesamiento. De 
hecho, esta característica es lo que convierte al reconocimiento facial en una 
tecnología particularmente intrusiva desde una perspectiva de derechos 
humanos. 
 
La asociación entre reconocimiento facial y vigilancia masiva no es arbitraria. 
Cuando estos sistemas se implementan en espacios de alta concurrencia, como 
espacios públicos o espacios privados masivos como los estadios de fútbol, 
plazas públicas o terminales de transporte, operan bajo lógicas de captación 
indiscriminada. En palabras más simples, procesan biométricamente a todas las 
personas presentes, independientemente de su consentimiento, conducta o 
vinculación con hechos que justifiquen tal intrusión. Esta forma de vigilancia 
amplifica significativamente el poder de control del Estado y, frecuentemente, 
también de empresas privadas que explotan estas tecnologías mediante 
contratos de provisión de servicios de seguridad y que, con cada vez más 
regularidad, conectan sus sistemas de cámaras a los sistemas estatales. 
 
Si bien la justificación que suele invocarse para la adopción de estas tecnologías 
se asocia con fines legítimos como el orden público o la seguridad73, no es 
suficiente para considerar que su despliegue sea acorde con los estándares.  La 
potencial afectación a los derechos humanos exige, en estos casos, someter el 
uso de estas tecnologías a un examen estricto de legalidad, necesidad y 
proporcionalidad. De lo contrario, implementar estas tecnologías sin las 
correspondientes salvaguardas puede implicar afectaciones a los derechos 
humanos. En este contexto, el aforismo frecuentemente invocado en defensa de 
la vigilancia masiva, según el cual “quien nada debe, nada teme”, resulta 
inadecuado cuando se lo pretende emplear como justificación frente a un 
derecho fundamental como la privacidad y frente a una práctica particularmente 
sensible como la digitalización y el procesamiento masivo de datos biométricos 
derivados del rostro humano74.  
 
A este respecto, resaltamos el fenómeno de la normalización de la vigilancia 
digital invasiva señalado por el Relator Especial para la Libertad de Expresión de 
la CIDH. Estas técnicas “—consideradas excepcionales en los marcos del 
derecho internacional de los derechos humanos debido a su impacto en los 
derechos a la libertad de expresión, la privacidad y varios otros derechos— se 
están normalizando75 cada vez más en la práctica y en la percepción pública” 

 
73  Arthur Dela Peña, Mitzi Gutierrez, & Mercy Guinto. (2024). Balancing Security and 
Privacy: A Study on Biometric Authentication Implementation in Airports and Airlines. International 
Journal of Advanced Research in Science, Communication and Technology, 410–424. 
https://doi.org/10.48175/IJARSCT-22659 (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
74 Zuboff, S. (2019). The age of surveillance capitalism: The fight for a human future at the new 
frontier of power (First trade paperback edition). PublicAffairs. https://www.amazon.com/Age-
Surveillance-Capitalism-Future-Frontier/dp/1610395697 (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
75  OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF.33/25, Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la 
CIDH (RELE-CIDH) (2024). El impacto de la vigilancia digital en la libertad de expresión en las 
Américas. https://www.oas.org/es/cidh/expresion/informes/vigilanciaRELE.pdf (Accedido el 11 
de junio de 2026). Dicho informe señala que: “(…) 69. Las prácticas de vigilancia masiva y 
selectiva documentadas en este informe no solo violan los derechos individuales, sino que 
erosionan los pilares esenciales de la democracia: la separación de poderes, la 
independencia judicial, la libertad de expresión y el espacio cívico. Cuando los Estados pueden 
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con graves repercusiones a la garantía de derechos en las Américas76. En el 
mismo sentido, una declaración conjunta de relatores especiales de las Naciones 
Unidas ha recalcado que dicha normalización da lugar a injerencias innecesarias 
y desproporcionadas en los derechos humanos. De acuerdo a los relatores, 
“cada vez son más las personas que son sometidas a vigilancia de forma 
indiscriminada y sin sospecha razonable, lo que afecta a poblaciones y grupos 
que van mucho más allá de los objetivos legítimos de la vigilancia”77. 
 

 
vigilar de forma generalizada a periodistas, defensores de los derechos humanos, opositores 
políticos y la sociedad civil, se socavan los mecanismos democráticos de rendición de 
cuentas, creando sistemas que mantienen una fachada electoral mientras restringen las 
actividades de la oposición. (…) 74. Según la información recibida por esta Oficina, los Estados 
han utilizado la vigilancia digital como medio de control de las organizaciones de la sociedad civil, 
los defensores de los derechos humanos, los periodistas, los abogados, la oposición política y 
otros críticos del régimen o activistas sociales. Las organizaciones de la sociedad civil han 
destacado que el uso de la tecnología de vigilancia es a menudo un indicador de la represión del 
espacio cívico, lo que repercute en la libertad de expresión, la libertad de asociación y otros 
derechos. Cuando aumenta el descontento entre la población, las personas se vuelven más 
críticas hacia el poder, mientras que, al mismo tiempo, los que ostentan el poder toleran menos 
las críticas. Las herramientas de vigilancia se utilizan para mantener el control y preservar el 
poder. (…) 76. El uso de tecnologías de vigilancia digital supone una amenaza existencial para 
el derecho a la privacidad, amenaza que se agudiza por el clima de digitalización estatal y 
normalización de la vigilancia. El derecho a la privacidad, consagrado en el artículo 11 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el artículo 17 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, es un derecho fundamental que permite el ejercicio de muchos otros 
derechos humanos. Tal y como ha establecido la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
la privacidad abarca no solo la protección de los datos personales y las comunicaciones, 
sino también el concepto más amplio de «autodeterminación informativa», es decir, el 
derecho de las personas a controlar cómo se recopila, procesa y utiliza su información 
personal. 77. En el contexto de la vigilancia digital, las violaciones de la privacidad son 
especialmente graves porque las tecnologías modernas permiten recopilar y analizar grandes 
cantidades de información íntima sobre la vida cotidiana, las relaciones, las creencias y las 
actividades de las personas. La vigilancia digital puede ser continua, exhaustiva y retrospectiva, 
creando perfiles detallados de las personas que revelan los aspectos más íntimos de sus vidas. 
El reconocimiento por parte del sistema interamericano de que la privacidad abarca tanto 
obligaciones negativas (el deber de abstenerse de interferir arbitrariamente) como obligaciones 
positivas (el deber de proteger la privacidad frente a violaciones por parte de terceros) es 
especialmente relevante en el contexto de las tecnologías de vigilancia comercial. 78. La 
Relatoría Especial señala que las violaciones de la privacidad por la vigilancia digital son 
particularmente insidiosas porque a menudo pasan desapercibidas por la persona 
afectada, lo que crea una situación en la que la violación de los derechos se produce en forma 
sistemática, pero permanece oculta tanto para la víctima como para el público en general. 
La vulneración de ese derecho fundamental da lugar a numerosas manifestaciones de daño. 
(…)” 
76 OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF.33/25, Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la 
CIDH (RELE-CIDH) (2024). El impacto de la vigilancia digital en la libertad de expresión en las 
Américas. párr. 1. https://www.oas.org/es/cidh/expresion/informes/vigilanciaRELE.pdf (Accedido 
el 31 de mayo de 2026) 
77 “Globally, arbitrary and pervasive digital surveillance has become increasingly normalised. This 
results in unnecessary and disproportionate interferences with human rights. An ever-greater 
number of people are indiscriminately brought under surveillance without reasonable suspicion, 
affecting populations and groups far beyond any justified targets of surveillance.” Declaración 
conjunta de las y los Relatores Especiales de las Naciones Unidas sobre la libertad de reunión 
pacífica y de asociación, sobre la lucha contra el terrorismo y los derechos humanos, sobre los 
defensores de los derechos humanos, sobre el derecho a la privacidad y sobre los derehos 
humanos de los migrantes. 27 de abril de 2026. https://www.ohchr.org/en/press-
releases/2026/04/un-experts-safeguard-human-freedoms-systematic-digital-interference 
(Accedido el 1 de junio de 2026)   
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Asimismo, la RELE ha recibido información que indica que  Estados de la región 
han utilizado supuestamente la vigilancia mediante el reconocimiento facial o la 
biometría. Al respecto, alertó que “El uso indiscriminado de estas herramientas 
en espacios públicos constituye una forma de vigilancia masiva, lo que plantea 
dudas sobre la necesidad y la proporcionalidad de tales medidas, la falta de 
evaluaciones y salvaguardas adecuadas en materia de derechos humanos y el 
riesgo de falsos positivos cuando se utilizan con fines policiales, especialmente 
teniendo en cuenta el sesgo racial de estas herramientas”78  
 
Adicionalmente, es importante señalar que el reconocimiento facial enfrenta 
limitaciones técnicas significativas que afectan su confiabilidad. La calidad de la 
imagen incide de manera determinante en la capacidad del algoritmo para 
procesarla y evaluarla correctamente79. Factores como la baja resolución, las 
condiciones deficientes de iluminación, los movimientos bruscos o la obstrucción 
parcial del rostro reducen significativamente la probabilidad de que el sistema 
detecte un rostro o lo asocie correctamente con una identidad específica.80 En el 
contexto paraguayo, estas limitaciones podrían incluso intensificarse; por el 
movimiento constante de las personas, la iluminación variable, situaciones que 
incrementan el riesgo de errores en los procesos de identificación, con 
consecuencias potencialmente graves en términos de falsos positivos81 o falsos 
negativos82. Ambos tipos de error son indicadores de la precisión del modelo, ya 
que, mientras los falsos positivos vulneran derechos fundamentales de personas 
que no deberían ser objeto de restricción, los falsos negativos comprometen la 
efectividad preventiva que se invoca como justificación principal para el 
despliegue de este tipo de tecnologías. 
 
Estas fallas de la tecnología afectan de modo desproporcionado a los grupos 
más vulnerabilizados. Los sistemas de reconocimiento facial son especialmente 
ineficientes a la hora de identificar a personas afrodescendientes, morenas, 
asiáticas y no conformes con el género. Los programas de reconocimiento facial 
también identifican erróneamente a otras minorías étnicas, jóvenes y mujeres en 
mayor proporción. Las bases de datos de delincuentes incluyen un número 
desproporcionado de personas afrodescendientes y migrantes debido en parte 
a las prácticas policiales con sesgo racial. Es así que el uso de la tecnología de 

 
78OEA/Ser.L/V/II CIDH/RELE/INF.33/25, Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la 
CIDH (RELE-CIDH) (2024). El impacto de la vigilancia digital en la libertad de expresión en las 
Américas. párr. 28. https://www.oas.org/es/cidh/expresion/informes/vigilanciaRELE.pdf 
(Accedido el 31 de mayo de 2026) 
79 Leslie, D. (2020). Understanding bias in facial recognition technologies. Zenodo. 
https://doi.org/10.5281/ZENODO.4050457 (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
80 Smith, M., Mann, M., & Urbas, G. (2018). Biometrics, crime and security. Routledge. 
https://doi.org/10.4324/9781315182056 (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
81 Un falso positivo se produce cuando el sistema identifica erróneamente como coincidente a 
una persona que no figura en la base de datos, afectando a individuos inocentes. (Dionis Baeza, 
J. (2024). Falso positivo (False positive). IDP UCM. https://www.idpucm.com/falso-positivo-false-
positive/ ) (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
82 Un falso negativo ocurre cuando el sistema de reconocimiento facial no detecta una 
coincidencia que realmente existe en la base de datos de referencia. En el contexto de seguridad 
en estadios, esto significaría que una persona con prohibición de ingreso documentada no es 
identificada por el sistema y accede al evento. (Dionis Baeza, J. (2024). Falso negativo (False 
negative). IDP UCM. https://www.idpucm.com/falso-negativo-false-negative/ ) (Accedido el 19 de 
mayo de 2026) 
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reconocimiento facial tiene un impacto dispar en las personas no blancas83. 
Incluso si una empresa u otro proveedor de un algoritmo de reconocimiento facial 
actualiza su sistema para que sea más preciso, esto no siempre significa que los 
organismos encargados de hacer cumplir la ley que utilizan ese sistema concreto 
dejen de utilizar el sistema original defectuoso84. 
 
Desde una perspectiva crítica, desarrollada tanto en la literatura académica 
como en la producción de organizaciones de sociedad civil, la normalización de 
la biometría en esquemas de vigilancia masiva contribuye a la consolidación de 
modelos de control permanente sobre la población, con efectos inhibidores85 
sobre el ejercicio de derechos y la participación en espacios públicos86 87. La 
mera conciencia de estar siendo sometido a vigilancia biométrica puede generar 
autocensura y modificar el comportamiento de las personas, afectando su 
libertad de expresión, su derecho a la intimidad y su capacidad de participar 
libremente en actividades culturales y recreativas, incluido el acceso a eventos 
deportivos. 
 
Por ello, los sistemas y prácticas de vigilancia estatal, incluyendo los sistemas 
de reconocimiento facial, deben ser evaluados bajo un parámetro reforzado de 
justificación que no se limite a la legalidad formal, sino que incorpore de manera 

 
83  Turner Lee, N., & Chin-Rothman, C. (2022). Police surveillance and facial recognition: 
Why data privacy is imperative for communities of color. 
https://www.brookings.edu/articles/police-surveillance-and-facial-recognition-why-data-privacy-
is-an-imperative-for-communities-of-color/ (Accedido el 31 de mayo de 2026).  
84 La Relatoría Especial sobre las formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, 
xenofobía y formas conexas de intolerancia de las Naciones Unidas subrayó que la tecnología 
refleja los valores e intereses de quienes influyen en su diseño y uso, y está fundamentalmente 
conformada por las mismas estructuras de desigualdad que operan en la sociedad. En este 
marco, citó una investigación realizada en 2019 de 189 algoritmos de reconocimiento facial 
realizados por 99 desarrolladores de todo el mundo. De acuerdo a la investigación, “las 
probabilidades de que muchos de estos algoritmos identificasen incorrectamente una fotografía 
de un rostro negro o con rasgos de Asia Oriental eran entre 10 y 100 mayores que si se tratase 
de la fotografía de una persona blanca”. Al buscar en una base de datos para encontrar un 
determinado rostro, las tasas de error al seleccionar las imágenes entre las mujeres negras eran 
considerablemente mayores que en el caso de otros grupos demográficos. En consecuencia, 
afirmó: “[y]a no cabe  duda de que las tecnologías digitales emergentes tienen una capacidad 
sorprendente para reproducir, reforzar e incluso agudizar la desigualdad racial en el seno de las 
distintas sociedades y entre ellas. Naciones Unidas. Consejo de Derechos Humanos. La 
discriminación racial y las tecnologías digitales emergentes: un análisis de los derechos 
humanos. A/HRC/44/57. Junio de 2020, párr. 12. 
https://digitallibrary.un.org/record/3879751?ln=en&v=pdf (Accedido el 31 de mayo de 2026)   
85El efecto inhibidor (chilling effect en inglés) se refiere al fenómeno por el cual la mera conciencia 
de estar siendo vigilado genera autocensura y modifica el comportamiento de las personas, aun 
cuando no hayan cometido ninguna conducta ilícita (Penney, 2016a). En el contexto del 
reconocimiento facial, las personas pueden abstenerse de participar en manifestaciones, eventos 
públicos o actividades legítimas por temor a ser identificadas, registradas o potencialmente 
objeto de acciones adversas, afectando así el ejercicio de derechos fundamentales como la 
libertad de expresión, asociación y participación política.  
86 Flóres Ruiz, J. F., & Díaz Benito, C. O. (2021). Videovigilancia con reconocimiento facial, 
inteligencia artificial y derechos humanos: Ni apocalipsis ni utopía. CETyS & LATAM DIGITAL. 
https://proyectoguia.lat/wp-content/uploads/2022/08/reconocimiento-facial-V5.pdf (Accedido el 
19 de mayo de 2026) 
87 Richards, N. M. (2013). The Dangers of Surveillance. 126(7). 
https://harvardlawreview.org/print/vol-126/the-dangers-of-surveillance/ (Accedido el 19 de mayo 
de 2026) 

https://www.brookings.edu/articles/police-surveillance-and-facial-recognition-why-data-privacy-is-an-imperative-for-communities-of-color/
https://www.brookings.edu/articles/police-surveillance-and-facial-recognition-why-data-privacy-is-an-imperative-for-communities-of-color/
https://digitallibrary.un.org/record/3879751?ln=en&v=pdf
https://proyectoguia.lat/wp-content/uploads/2022/08/reconocimiento-facial-V5.pdf
https://harvardlawreview.org/print/vol-126/the-dangers-of-surveillance/
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estricta un enfoque de derechos humanos88. Esto implica evaluar no solo si 
existe una base legal que autorice su uso, sino también si dicho uso es 
estrictamente necesario, proporcionado y compatible con las garantías 
fundamentales reconocidas tanto en el ordenamiento jurídico nacional como en 
los instrumentos internacionales de derechos humanos89.  
  

5. Datos biométricos como categoría especialmente protegida: fundamentos 
normativos y desafíos regulatorios 

 
Desde una perspectiva jurídica y de derechos humanos, los datos biométricos 
presentan una naturaleza distinta respecto de otros datos personales. 
Entendidos como aquellos que surgen del registro o codificación de rasgos 
físicos o conductuales únicos del cuerpo humano: como el rostro, las huellas 
dactilares, el iris o el patrón de voz, poseen la capacidad de identificar de forma 
unívoca a una persona90. Esta singularidad no es meramente técnica, su 
vinculación directa con el cuerpo y la identidad personal los convierte en datos 
particularmente intrusivos cuando son recolectados, almacenados o procesados 
sin salvaguardas adecuadas91. 
 
Por ello, los marcos normativos los clasifican consistentemente como datos 
personales sensibles, categoría que reconoce su potencial para afectar la 
intimidad, la dignidad y la integridad de las personas, y cuya utilización indebida 
puede conllevar riesgos graves para los titulares. Esta clasificación responde al 
reconocimiento de que ciertos datos, incluyendo aquellos relativos a salud, 
orientación sexual, creencias religiosas o políticas, y características biométricas 
requieren un régimen reforzado de protección con garantías legales adicionales 
para su recolección, almacenamiento, tratamiento y conservación92. 
 
A nivel internacional, se han desarrollado estándares aplicables al tratamiento 
de datos biométricos. El derecho a la vida privada, consagrado en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos93 y en el Pacto Internacional de Derechos 

 
88 Venturini, J., & Garay, V. (2021). Reconocimiento facial en América Latina: Tendencias en la 
implementación de una tecnología perversa. AlSur. https://www.alsur.lat/sites/default/files/2021-
11/ALSUR_Reconocimiento_facial_en_Latam_ES.pdf  (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
89 Electronic Frontier Foundation. (2014). International Principles on the Application of Human 
Rights to Communications Surveillance [International Human Rights Principles]. Necessary & 
Proportionate Coalition. https://necessaryandproportionate.org/principles/  (Accedido el 19 de 
mayo de 2026) 
90  Díaz, M. (2018). El cuerpo como dato. https://www.derechosdigitales.org/wp-
content/uploads/cuerpo_DATO.pdf (Original work published Derechos Digitales)  (Accedido el 19 
de mayo de 2026)  
91  Bygrave, L. A. (2014). Data privacy law: An international perspective. Oxford university 
press; Doneda, D. (2022). Directrices para los actores judiciales sobre privacidad y protección de 
datos. UNESCO. https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000381298_spa  (Accedido el 19 de 
mayo de 2026)  
92  Smith, M., & Miller, S. (2021). Facial Recognition and Privacy Rights. In M. Smith & S. 
Miller, Biometric Identification, Law and Ethics (pp. 21–38). Springer International Publishing. 
https://doi.org/10.1007/978-3-030-90256-8  (Accedido el 20 de mayo de 2026) 
93  ONU. (1948). Declaración Universal de los Derechos Humanos [International 
Declaration]. Organización de las Naciones Unidas. 
http://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Translations/spn.pdf (Accedido el 20 de 
mayo de 2026) 

https://www.alsur.lat/sites/default/files/2021-11/ALSUR_Reconocimiento_facial_en_Latam_ES.pdf
https://www.alsur.lat/sites/default/files/2021-11/ALSUR_Reconocimiento_facial_en_Latam_ES.pdf
https://necessaryandproportionate.org/principles/
https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000381298_spa
https://doi.org/10.1007/978-3-030-90256-8
http://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Translations/spn.pdf
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Civiles y Políticos94, prohíbe injerencias arbitrarias o abusivas en la esfera 
personal, lo que incluye el tratamiento intensivo de datos biométricos sin base 
legal clara, finalidad legítima y garantías adecuadas. A nivel regional, los 
Principios Actualizados sobre Privacidad y Protección de Datos Personales95 
reconocen expresamente a los datos biométricos como datos sensibles y 
establecen que su tratamiento debe estar estrictamente limitado a supuestos 
excepcionales, definidos por ley y sometidos a controles efectivos. La Corte IDH 
ha integrado la definición de datos sensibles de los Principios Actualizados, que 
incluye a los datos biométricos, para remarcar la necesidad de protección 
especial a esta categoría de datos en su sentencia en el caso Miembros de la 
Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” vs. Colombia96. 
 
En el ámbito nacional paraguayo, esta categorización se refleja en múltiples 
instrumentos normativos. En primer lugar, la Constitución de la República del 
Paraguay (1992)97 , reconoce la protección del derecho a la vida privada y a la 
“protección de la intimidad, de la dignidad y de la imagen privada de las 
personas” (artículo 33), así como el habeas data (artículo 135) como mecanismo 
de tutela de la autodeterminación informativa. A nivel legal, la Ley N.º 6534/2020 
de protección de datos crediticios, normativa sectorial vigente, considera 
expresamente a los datos biométricos como datos personales sensibles (art. 
3.b), subrayando que su utilización indebida puede generar discriminación o 
poner en grave riesgo a sus titulares. Esta definición se encuentra derogada por 
la Ley N.º 7593/2025 de Protección de Datos Personales en la República del 
Paraguay (art. 59), cuya entrada en pleno vigor está prevista para 2027 conforme 
a su artículo 57. Asimismo, su implementación concreta se encuentra supeditada 
a la reglamentación correspondiente por parte del Poder Ejecutivo. No obstante, 
a la fecha de esta petición, no se tiene conocimiento de avances ni de la 
conformación de un grupo de trabajo integrado por los ministerios competentes 
para la elaboración de dicha normativa reglamentaria. 
 
La reciente ley de protección de datos representa un avance significativo en la 
materia98. Incluye a los datos biométricos dentro de la categoría de datos 

 
94  ONU. (1966). Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos [International Treaty]. 
Organización de las Naciones Unidas. 
http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx (Accedido el 20 de mayo de 
2026) 
95 OEA. (2021). Principios actualizados sobre la privacidad y la protección de datos personales. 
Organización de los Estados Américanos. Departamento de Derecho Internacional. Secretaría 
de Asuntos Jurídicos. 
https://www.oas.org/es/sla/cji/docs/Publicacion_Proteccion_Datos_Personales_Principios_Actu
alizados_2021.pdf (Accedido el 20 de mayo de 2026) 
96 En este sentido, la Corte IDH destacó acerca de los datos sensibles: “En definitiva, se trata de 
datos que merecen una protección porque permiten calificar al individuo y ofrecen sustento para 
la elaboración de perfiles personales”. Corte IDH. Miembros de la Corporación Colectivo de 
Abogados “José Alvear Restrepo” vs. Colombia (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), Sentencia de 18 de octubre de 2023, párr. 554. 
97 MEF, s,f. Constitución Nacional de Paraguay, 1992. Disponible en 
https://www.mef.gov.py/sites/default/files/2025-08/1.-Constituci%C3%B3n-Nacional-del-
Paraguay.pdf   (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
98 TEDIC. (2025, November 28). La Ley sobre la protección de datos personales en Paraguay: 
Un logro colectivo basado en evidencia y participación plural. Datos Personales. 
https://www.tedic.org/la-ley-sobre-la-proteccion-de-datos-personales-en-paraguay-un-logro-
colectivo-basado-en-evidencia-y-participacion-plural/ (Accedido el 19 de mayo de 2026)  

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx
https://www.oas.org/es/sla/cji/docs/Publicacion_Proteccion_Datos_Personales_Principios_Actualizados_2021.pdf
https://www.oas.org/es/sla/cji/docs/Publicacion_Proteccion_Datos_Personales_Principios_Actualizados_2021.pdf
https://www.mef.gov.py/sites/default/files/2025-08/1.-Constituci%C3%B3n-Nacional-del-Paraguay.pdf
https://www.mef.gov.py/sites/default/files/2025-08/1.-Constituci%C3%B3n-Nacional-del-Paraguay.pdf
https://www.tedic.org/la-ley-sobre-la-proteccion-de-datos-personales-en-paraguay-un-logro-colectivo-basado-en-evidencia-y-participacion-plural/
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personales sensibles (art. 2.7) y los define expresamente en su artículo 2.4 
como: 
 

“Datos personales obtenidos a partir de un tratamiento técnico específico, 
relativos a las características físicas y/o fisiológicas de una persona, que 
permitan o confirmen la identificación única de dicha persona, tales como 
imágenes faciales, reconocimiento de iris o datos dactiloscópicos”. 
 

Esta definición resulta particularmente relevante para el análisis de tecnologías 
de reconocimiento facial, pues delimita con claridad el objeto de protección 
reforzada y establece que las “imágenes faciales” utilizadas para identificación 
única constituyen datos biométricos sujetos al régimen de datos sensibles.  
 

B. El régimen de acceso a la información pública que existe en Paraguay y 
los obstáculos para su implementación 

 
1. La Ley N° 5282/14 de Libre Acceso Ciudadano a la Información Pública y 

Transparencia Gubernamental 
 
El derecho de acceso a la información pública en el Paraguay no es producto de 
una decisión legislativa planificada, sino el resultado de un prolongado proceso 
de presión social, periodismo de investigación y litigio estratégico99. Tras 
décadas de cultura del secreto heredadas de la dictadura de Alfredo Stroessner 
(1954-1989), la Constitución de 1992 reconoció en su artículo 28 el derecho de 
toda persona a recibir información veraz, responsable y ecuánime, y declaró que 
“las fuentes públicas de información son libres para todos”100. Sin embargo, 
durante más de dos décadas ese mandato careció de desarrollo legal y de 
mecanismos de exigibilidad.  
 
Hasta 2014, el Paraguay carecía de una ley específica de acceso a la 
información pública. El único antecedente legislativo directo fue regresivo: la Ley 
N.º 1728/2001 “De Transparencia Administrativa”, sancionada en julio de 2001, 
que bajo la apariencia de garantizar el acceso introdujo amplias restricciones y 
excesiva discrecionalidad para los funcionarios; ante el rechazo de la prensa y 
de la sociedad civil, fue derogada pocas semanas después por la Ley N.º 
1779/2001. El episodio dejó un vacío normativo prolongado y consolidó una 
práctica administrativa de opacidad. 
 
En ausencia de ley, la construcción del derecho recayó en la jurisprudencia. El 
hito decisivo fue el Acuerdo y Sentencia N.º 1306 del Pleno de la Corte Suprema 
de Justicia, del 15 de octubre de 2013. Siguiendo la doctrina de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso Claude Reyes y otros vs. Chile 
(2006) , el tribunal catalogó el acceso a la información como un derecho humano 
fundamental, derivado del artículo 28 de la Constitución y del artículo 13 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. El caso —relativo a las 

 
99 Santagada, Ezequiel F. Acceso a la información pública. Historia de un juego de poder (prólogo 
de N. Patricia Abed). Asunción: Instituto de Derecho y Economía Ambiental (IDEA), 2015; 2.ª 
edición revisada y ampliada, 2019.  
100 Constitución Nacional de Paraguay. 
https://www.senado.gov.py/images/archivos/constitucion-nacional-2023/Libro%202023%20-
2028%20para%20la%20Web.pdf (Accedido el 19 de mayo de 2026)  

https://www.senado.gov.py/images/archivos/constitucion-nacional-2023/Libro%202023%20-2028%20para%20la%20Web.pdf
https://www.senado.gov.py/images/archivos/constitucion-nacional-2023/Libro%202023%20-2028%20para%20la%20Web.pdf
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remuneraciones de funcionarios municipales— fue el más relevante resuelto 
hasta entonces y abrió el camino a la regulación legal. 
 
El Acuerdo y Sentencia N.º 1306 operó como catalizador del proceso legislativo. 
En 2014 se promulgaron dos leyes complementarias: la Ley N.º 5189/14, que 
obligó a publicar información sobre las remuneraciones de los servidores 
públicos, y la Ley N.º 5282/14, “De libre acceso ciudadano a la información 
pública y transparencia gubernamental”, que reglamenta el artículo 28 
constitucional. 
 
La Ley N.º 5282 entró en vigencia en 2015 y fue reglamentada por el Decreto N.º 
4064/15, que creó el Portal Unificado de Información Pública para centralizar las 
solicitudes y las obligaciones de transparencia activa101. La Corte Suprema 
completó el marco con la Acordada N.º 1005, del 21 de septiembre de 2015, que 
fijó el procedimiento de las acciones judiciales previstas en la ley, dado que la 
ley no estableció reglas procesales específicas.   
 
La ley tiene por objeto reglamentar el artículo 28 de la Constitución Nacional, a 
fin de “garantizar a todas las personas, el efectivo ejercicio del derecho al acceso 
a la información pública, a través de la implementación de las modalidades, 
plazos, excepciones y sanciones correspondientes, que promuevan la 
transparencia del Estado”. 
  
A los efectos de la ley, se entiende por información pública aquella “producida, 
obtenida, bajo control o en poder de las fuentes públicas, independientemente 
de su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, 
salvo que se encuentre establecida como secreta o de carácter reservado por 
las leyes”. Asimismo, dispone que la información pública está sometida al 
principio de publicidad y que las fuentes públicas deben asegurar su adecuada 
organización, sistematización, informatización y disponibilidad para que sea 
difundida de forma permanente, con el fin de garantizar el acceso más amplio y 
sencillo posible a las personas interesadas. 
  
Entre las fuentes públicas, la ley menciona expresamente al Poder Ejecutivo, sus 
ministerios, secretarías y demás órganos administrativos, así como a la 
Procuraduría General de la República y a la Policía Nacional. Además, establece 
en el artículo 4 que “cualquier persona, sin discriminación de ningún tipo, podrá 
acceder a la información pública, en forma gratuita y sin necesidad alguna de 
justificar las razones por las que formulan su pedido, conforme al procedimiento 
establecido en la presente ley”102. 
  

 
101 Decreto N° 4064/2015: Por el cual se reglamenta la Ley N°5282/2014 “De Libre Acceso 
Ciudadano a la Información Pública y Transparencia Gubernamental”. Artículo 35. Disponible en: 
https://migraciones.gov.py/wp-content/uploads/2024/10/DECRETO_4064_2015_-
_Reglamentacion_Ley_5282_2014.pdf 
102  Ley N.º 5282/14 de Libre Acceso Ciudadano a la Información Pública y Transparencia 
Gubernamental, sancionada el 21 de agosto de 2014 https://www.bacn.gov.py/leyes-
paraguayas/3013/ley-n-5282-2014-libre-acceso-ciudadano-a-la-informaci-n-p-blica-y-
transparencia-gubernamental (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
 

https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/3013/ley-n-5282-2014-libre-acceso-ciudadano-a-la-informaci-n-p-blica-y-transparencia-gubernamental
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/3013/ley-n-5282-2014-libre-acceso-ciudadano-a-la-informaci-n-p-blica-y-transparencia-gubernamental
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/3013/ley-n-5282-2014-libre-acceso-ciudadano-a-la-informaci-n-p-blica-y-transparencia-gubernamental
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Los artículos 12 a 15 regulan el procedimiento de solicitud de información 
pública. Estas disposiciones establecen los requisitos mínimos de las solicitudes 
y disponen que, cuando la autoridad receptora no sea competente o no posea la 
información requerida, deberá remitir la solicitud a la entidad correspondiente. 
Asimismo, prevén que las solicitudes no podrán ser rechazadas ni archivadas 
por defectuosas o por haber sido presentadas ante una autoridad incompetente. 
  
Por su parte, el artículo 16 dispone que las solicitudes deben ser respondidas 
dentro del plazo de quince días hábiles contados desde el día siguiente a su 
presentación. La información debe ser entregada en la modalidad o formato 
elegido por la persona solicitante. 
  
En materia de denegación de información, el artículo 19 establece que toda 
negativa debe hacerse mediante resolución fundada dictada por la máxima 
autoridad de la fuente pública requerida, expresando los motivos de hecho y de 
derecho que justifican la decisión. La misma disposición exige que se informe al 
solicitante sobre los recursos disponibles para cuestionar la decisión y los 
órganos competentes para conocerlos. El artículo 20 contempla, además, la 
denegación tácita por silencio administrativo cuando la autoridad no responde 
dentro del plazo legal. A su vez, el artículo 21 prevé un recurso administrativo de 
reconsideración para que la misma autoridad revise su decisión.  
 
Como se mencionó más arriba, la ley 5282 fue reglamentada por Decreto 4064, 
que creó el Portal Unificado de Información Pública -plataforma mediante la cual 
se ingresó y gestionó el pedido de información 
(https://informacionpublica.paraguay.gov.py/)-, y estableció en su art. 35 una 
serie de requisitos para fundar cualquier negativa al derecho de acceso a la 
información: 
 

“Art. 35.- Criterios para el rechazo. En caso de que se presente la 
situación descripta en el artículo anterior,103 la fuente pública deberá 
dictar resolución debidamente fundamentada y la carga de la prueba 
recaerá en ella a fin demostrar que la información solicitada se ajusta al 
caso concreto de excepción contenida en una norma jurídica con una 
jerarquía no inferior a la de ley. En particular, la fundamentación tendrá 
en consideración: 
a) que la excepción es legítima y estrictamente necesaria en una 
sociedad democrática sobre la base de los estándares y jurisprudencia 
del sistema interamericano de protección de los derechos humanos; · 
b) que la divulgación de la información podría causar un daño sustancial 
a un interés protegido por la ley; y 

 
103 “Art. 34.- Trámite de Rechazo. Solo podrá rechazarse una solicitud de acceso a la información 
pública cuando la información solicitada se encuentre excluida del conocimiento público en forma 
expresa por una norma jurídica con una jerarquía no inferior a la de ley. 
Cuando la Oficina de Acceso a la Información de la fuente pública considere pertinente el rechazo 
de la solicitud recibida, remitirá a la Máxima Autoridad de la Institución su parecer, dicte 
resolución respecto al pedido. 
Toda resolución por la cual se rechace una solicitud de acceso a la información deberá ser 
ingresada y publicada en el Portal Unificado de Información Pública”.  
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c) que la probabilidad y el grado de dicho daño es superior al interés 
público en la divulgación de la información”104. 

 
Por su parte, el artículo 22 de la ley determina que “[l]a información pública 
reservada es aquella que ha sido o sea calificada o determinada como tal en 
forma expresa por la ley”. 
  
Finalmente, el Título VI regula la tutela judicial del derecho de acceso a la 
información pública. El artículo 23 dispone que, en caso de denegación expresa 
o tácita, el solicitante podrá acudir ante cualquier Juez de Primera Instancia con 
jurisdicción en el lugar de su domicilio o donde tenga asiento la fuente pública 
requerida. Sin embargo, la ley no estableció el procedimiento aplicable a dicha 
acción judicial. 
  
Como explicamos supra, ante esta omisión, la Corte Suprema de Justicia dictó 
la Acordada N.º 1005 de 21 de septiembre de 2015, por la cual estableció que 
las acciones judiciales derivadas de la Ley N.º 5282/14 deben tramitarse 
conforme a las reglas procesales del juicio de amparo previstas en el artículo 
134 de la Constitución Nacional y en el Código Procesal Civil.  
  
No obstante, la remisión a las reglas procesales del amparo constitucional no 
alteró la naturaleza de la acción creada por la Ley N.º 5282/14 ni los estándares 
sustantivos que rigen el derecho de acceso a la información pública. Por el 
contrario, el propio artículo 4 de la ley reafirma que toda persona puede acceder 
a la información pública de manera gratuita y sin necesidad de justificar las 
razones de su solicitud, criterio que debe aplicarse en los procesos de amparo 
por acceso a la información pública. 
 

2. Debilidades normativas e institucionales en la implementación del 
régimen de acceso a la información pública 

 
La adopción de la Ley N.º 5282/14 constituyó un avance significativo para la 
garantía del derecho de acceso a la información pública en Paraguay. La norma 
receptó varios de los principales estándares desarrollados en el Sistema 
Interamericano y tomó como referencia, en buena medida, la Ley Modelo 
Interamericana sobre Acceso a la Información Pública promovida por la 
Organización de los Estados Americanos105. 
 
No obstante, la ley no receptó plenamente ciertos aspectos fundamentales de 
los estándares desarrollados en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. Asimismo, en el marco de su aplicación, se han presentado 

 
104 Decreto N° 4064/2015: Por el cual se reglamenta la Ley N°5282/2014 “De Libre Acceso 
Ciudadano a la Información Pública y Transparencia Gubernamental”. Artículo 35. Disponible en: 
https://migraciones.gov.py/wp-content/uploads/2024/10/DECRETO_4064_2015_-
_Reglamentacion_Ley_5282_2014.pdf 
105 Ley modelo interamericana sobre acceso a la información pública y su guía de implementación 
/ [Preparado por el Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos 
Jurídicos]. v. ; cm. (OEA documentos oficiales; OEA/Ser.D/XIX.12) ; (OEA/Ser.P AG/ RES.2607 
(XL-O/10) ISBN 978-0-8270-5890-3 
https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/acceso_ley_modelo_libro_espanol.pdf (Accedido el 11 de 
junio). 

https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/acceso_ley_modelo_libro_espanol.pdf
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obstáculos prácticos susceptibles de afectar el ejercicio de este derecho, a lo 
que se suma la adopción posterior de otras normas que han incidido 
negativamente en las condiciones de acceso a la información pública. 
 
En primer lugar, la ley no incorporó algunos mecanismos considerados 
fundamentales en los estándares interamericanos. Entre ellos destaca la 
ausencia de un órgano garante independiente encargado de supervisar el 
cumplimiento de la normativa, promover su implementación y resolver 
controversias derivadas de las negativas de acceso a la información. En su 
Informe Anual de 2014, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión 
destacó la promulgación de la Ley N.º 5282/14, pero observó expresamente que 
la norma “no prevé la creación de una autoridad que se encargue de aplicar la 
norma y de controlar su cumplimiento”106. 
 
En segundo lugar, la técnica legislativa empleada no contempló la derogación 
expresa de normas preexistentes incompatibles con el nuevo régimen de acceso 
a la información pública. Como consecuencia, continúan vigentes diversas 
disposiciones que establecen restricciones directas o indirectas al acceso a 
información en poder del Estado, generando tensiones normativas y espacios de 
incertidumbre respecto del alcance efectivo del derecho107. En la práctica, ello 
ha trasladado al Poder Judicial la tarea de determinar, caso por caso, la 
compatibilidad de dichas disposiciones con la Constitución Nacional, la Ley N.º 
5282/14 y los estándares derivados de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 
 
En tercer lugar, la regulación de las excepciones al acceso a la información 
pública presenta importantes vacíos. El artículo 22 de la Ley N.º 5282/14 
establece únicamente que la información pública reservada es aquella que haya 
sido calificada o determinada como tal de manera expresa por una ley. Sin 
embargo, la norma no desarrolla de forma detallada los criterios sustantivos que 
deben regir la aplicación de las excepciones ni incorpora expresamente los 
estándares interamericanos relativos a su interpretación restrictiva. 
 
Por último, como un tema de altísima relevancia para este caso, la Acordada N.º 
1005/15 encauzó a la acción judicial según las reglas del amparo (denegación 
expresa o tácita) y del juicio sumario (otros incumplimientos), en lugar de dotarla 
de un trámite autónomo y expedito. La remisión al procedimiento del amparo 
sigue teniendo consecuencias prácticas negativas decisivas. Numerosos jueces 
en varios casos han interpretado la acción de acceso a la información como un 
amparo constitucional ordinario, exigiendo al recurrente demostrar la urgencia y 
la lesión grave derivadas de la negativa, conforme a los requisitos específicos 
del artículo 134 de la Constitución. Esta lectura contradice la lógica del derecho: 
el acceso no requiere acreditar urgencia ni un perjuicio especial, pues la sola 

 
106 CIDH. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Informe Anual 2014. Página 269. 
Disponible en: 
https://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/informe%20anual%202014.pdf 
(Accedido el 11 de junio). 
107Legal, F (2018) Acceso a la información Pública en Paraguay. 
https://www.academia.edu/40108233/Acceso_a_la_Informaci%C3%B3n_P%C3%BAblica_en_
Paraguay (Accedido el 11 de junio). 

https://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/informe%20anual%202014.pdf
https://www.academia.edu/40108233/Acceso_a_la_Informaci%C3%B3n_P%C3%BAblica_en_Paraguay
https://www.academia.edu/40108233/Acceso_a_la_Informaci%C3%B3n_P%C3%BAblica_en_Paraguay
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denegación de información pública debería bastar para habilitar la tutela. El 
resultado ha sido el rechazo de acciones por falta de “ilegitimidad manifiesta” o 
por no probarse un daño irreparable, con un efecto disuasorio sobre quienes 
ejercen el derecho108.  
 
A estos problemas de origen que presenta la normativa, se le suman, 
actualmente, prácticas institucionales implementadas durante su 
implementación. 
 
Una de ellas es la exigencia de identidad electrónica para presentar solicitudes 
a través del portal oficial de acceso a la información pública. Si bien la Ley N° 
5282/14 permite que cualquier persona ejerza este derecho sin necesidad de 
acreditar interés legítimo o identificarse con algún documento de identidad oficial 
Actualmente, el portal habilitado para la presentación de solicitudes requiere el 
uso de identidad electrónica para acceder; lo cual, de facto, excluye a 
extranjeros, personas jurídicas y menores que no tienen cédula de identidad, de 
presentar solicitudes de información pública. Según documenta TEDIC, esta 
condición genera un efecto disuasorio sobre potenciales solicitantes, 
particularmente en contextos sensibles como el de la vigilancia estatal, donde 
quien solicita información sobre el propio sistema de vigilancia queda a su vez 
identificado ante las instituciones que administran dicho sistema109. De esta 
manera, el Estado conoce la identidad de quien ejerce el control de la ciudadanía 
sobre sus actividades. 
 
Otro factor que ha incidido negativamente en la efectividad del sistema es la 
calidad y oportunidad de las respuestas institucionales. Durante años, 
instituciones fundamentales del Estado paraguayo no se encontraban siquiera 
adheridas al Portal Unificado de Acceso a la Información Pública. Recién en 
2023, tras numerosas denuncias por falta de respuesta, la Corte Suprema de 
Justicia, el Tribunal Superior de Justicia Electoral y la Fiscalía General del Estado 
se incorporaron formalmente al portal, según reportó la prensa110, lo que 
evidencia que durante un período prolongado el Poder Judicial y el Ministerio 
Público operaron al margen de las obligaciones de transparencia pasiva 
establecidas por ley. 
 
A esto se suma un fenómeno más reciente y de mayor gravedad institucional: 
según datos publicados entre 2024 y 2025, el Ministerio de Economía y Finanzas 
(MEF) registró 27 acciones de amparo promovidas por empresas con el objeto 
de impedir que se divulguen datos sobre beneficiarios finales, socios o 
accionistas solicitados vía acceso a la información pública. De esas 27 acciones, 
19 fueron concedidas por el Poder Judicial, lo que implica que en la mayoría de 

 
108 LEGAL AGUILAR, Federico A., “El acceso a la información pública en Paraguay”, Revista 
Científica de la Juventud (Secretaría Nacional de la Juventud), n.º 1, 2019, pp. 99-110; del mismo 
autor, “En amparo del acceso a la información pública”, La Ley, 2022. 
109  Castillo, M, 2026. Vigilancia y desinformación. TEDIC Disponible en 
https://www.tedic.org/lanzamiento-vigilancia-y-desinformacion-en-paraguay-una-investigacion-
exploratoria/  (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
110 ABC, 2023. El Poder Judicial da señales de transparencia sobre el acceso a la 
información pública. Disponible en: https://www.abc.com.py/nacionales/2023/03/21/poder-
judicial-da-senales-de-transparencia-sobre-acceso-a-informacion-publica/  (Accedido el 8 de 
mayo de 2026). 

https://www.tedic.org/lanzamiento-vigilancia-y-desinformacion-en-paraguay-una-investigacion-exploratoria/
https://www.tedic.org/lanzamiento-vigilancia-y-desinformacion-en-paraguay-una-investigacion-exploratoria/
https://www.abc.com.py/nacionales/2023/03/21/poder-judicial-da-senales-de-transparencia-sobre-acceso-a-informacion-publica/
https://www.abc.com.py/nacionales/2023/03/21/poder-judicial-da-senales-de-transparencia-sobre-acceso-a-informacion-publica/
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los casos el propio sistema judicial actuó como obstáculo al ejercicio del derecho 
que la Constitución y la Ley N° 5282/14 garantizan111. Este dato revelaría un 
patrón sistémico en el que el mecanismo jurisdiccional de amparo, diseñado para 
proteger derechos fundamentales, está siendo utilizado de manera invertida para 
blindar información de interés público frente al escrutinio de la ciudadanía. 
 
Finalmente, el marco de protección del derecho ha experimentado retrocesos 
recientes. El 27 de noviembre de 2025 fue promulgada la Ley N.º 7935 de 
Protección de Datos Personales112. Si bien la protección de los datos personales 
constituye una finalidad legítima y necesaria, según el análisis jurídico elaborado 
por la Coalición de Datos Personales de Paraguay113, el artículo 24 de la versión 
sancionada introduce limitaciones directas al acceso a la información pública, 
contraviniendo el espíritu de la Ley N° 5282/14 e incorporando excepciones que 
podrían ser invocadas por las instituciones para denegar solicitudes que 
involucren datos personales, aun cuando dichos datos sean de interés público. 
Este hallazgo es especialmente relevante, dado que la información sobre 
adquisiciones de tecnología de reconocimiento facial, ubicación de cámaras y 
protocolos de manejo de datos biométricos involucra necesariamente datos de 
esta naturaleza. 
 
Las deficiencias señaladas anteriormente también han sido constatadas por 
organismos internacionales especializados. De acuerdo con la base de datos de 
Indicadores de Integridad Pública de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE), con información actualizada al 7 de marzo de 
2026, Paraguay ocupa el puesto 58 de 60 países evaluados en materia de 
acceso a la información pública y datos abiertos. Según dicha medición, el país 
cumple únicamente con el 33 % de los criterios relativos al marco regulatorio y 
con el 54 % de los criterios vinculados a la implementación práctica del sistema114 

 
En lo que respecta al marco normativo sobre acceso a la información y datos 
abiertos, la OCDE identificó importantes falencias. Entre ellas, observó que la 
normativa paraguaya no garantiza plenamente que todas las instituciones 
públicas y las personas privadas que ejercen funciones públicas sean 
consideradas sujetos obligados en materia de acceso a la información; tampoco 
que todas las personas, incluidas las personas extranjeras y las personas 
jurídicas, tengan asegurado el acceso a la información pública en todas las 
modalidades disponibles. Asimismo, la evaluación señala que Paraguay no 
cuenta con un régimen de excepciones limitado y taxativo alineado con el 

 
111 ABC, 2025. Con acciones judiciales frenan información pública  
https://www.abc.com.py/politica/2025/12/03/con-acciones-judiciales-frenan-informacion-publica/  
(Accedido el 8 de mayo de 2026). 
112  Biblioteca y Archivo Central del Congreso de la Nación. BACNCN. Ley Nº 7593/2025 de 
Protección de Datos Personales en la República del Paraguay. Fecha de promulgación: 27 de 
noviembre de 2025. Disponible en: https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/12924/ley-n-
7593-2025-de-protecci-n-de-datos-personales-en-la-rep-blica-del-paraguay  
113  Coalición de datos Personales, 2025. Parecer legal sobre la propuesta legislativa 
expediente D2162170. Disponible en https://www.tedic.org/wp-
content/uploads/2025/07/Desafios-de-la-version-sancionada-en-
Diputados_COALICIONDATOSPERSONALES_julio2025.pdf  (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
114 OECD Public Integrity Indicators. Paraguay. Página 7. Disponible en: 
https://www.oecd.org/content/dam/oecd/es/publications/reports/2026/03/anti-corruption-and-
integrity-outlook-2026-country-notes_b1df9263/paraguay_06dbf582/a3c97867-es.pdf 

https://www.abc.com.py/politica/2025/12/03/con-acciones-judiciales-frenan-informacion-publica/
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/12924/ley-n-7593-2025-de-protecci-n-de-datos-personales-en-la-rep-blica-del-paraguay
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/12924/ley-n-7593-2025-de-protecci-n-de-datos-personales-en-la-rep-blica-del-paraguay
https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2025/07/Desafios-de-la-version-sancionada-en-Diputados_COALICIONDATOSPERSONALES_julio2025.pdf
https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2025/07/Desafios-de-la-version-sancionada-en-Diputados_COALICIONDATOSPERSONALES_julio2025.pdf
https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2025/07/Desafios-de-la-version-sancionada-en-Diputados_COALICIONDATOSPERSONALES_julio2025.pdf
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Convenio del Consejo de Europa sobre el Acceso a los Documentos Públicos; 
no incorpora el principio de que los datos públicos sean abiertos por defecto; y 
tampoco prevé mecanismos institucionales que garanticen la independencia de 
las decisiones adoptadas en materia de acceso a la información115. 
 
Ahora bien, aunque la referida ley facilita la disponibilidad y acceso a la 
información pública, no necesariamente cumple con los estándares completos 
de un marco integral de gestión de datos como los definidos por Data 
Management Association (DAMA)1, que abarca una gestión más técnica y 
exhaustiva de estos. La ley nacional se enfoca en modalidades, plazos, 
sanciones y acceso a la información pública, pero no incluye detalles específicos 
sobre procesos estructurados de gestión de datos tales como la calidad, 
seguridad, interoperabilidad, almacenamiento o gobernanza de datos, que son 
pilares clave en los estándares de DAMA116. 

Las deficiencias también se presentan en el plano institucional. Respecto de los 
indicadores relativos a las funciones básicas necesarias para la implementación 
efectiva del derecho de acceso a la información pública, la OCDE constató que 
Paraguay carece de un órgano de supervisión especializado e independiente 
encargado de velar por el cumplimiento de la normativa. Del mismo modo, 
verificó la inexistencia de garantías institucionales relativas a la independencia y 
estabilidad de las autoridades encargadas de supervisar el sistema117. 

Según el Global Right to Information Rating, Paraguay obtiene una puntuación 
de 60 de 150 debido a deficiencias significativas en su ley de acceso a la 
información pública. La principal debilidad radica en la falta de un sistema de 
apelaciones, ya que solo se puede recurrir al Poder Judicial, sin instancias 
administrativas previas ni supervisión administrativa independiente. Aunque la 
ley cubre los tres poderes del gobierno, la ausencia de un régimen de 
excepciones dentro de la legislación genera ambigüedad sobre qué información 
está realmente sujeta a la ley118. 

La Ley de Acceso a la Información Pública en su artículo 8 obliga a que las 
Instituciones mantengan actualizados sus fuentes públicas119. En ese marco 

 
115 OECD. Paraguay. List of indicators for Accountability of Public Policy Making. Disponible en: 
https://oecd-public-integrity-
indicators.org/countries/pry/indicators/1000097?subindicator=1000403) (Accedido el 11 de junio 
de 2026). 
116  DAMA  International. En https://www.dama.org/cpages/home  (Accedido el 11 de 
junio de 2026). 
117 OECD. Paraguay. List of indicators for Accountability of Public Policy Making. Disponible en: 
https://oecd-public-integrity-
indicators.org/countries/pry/indicators/1000097?subindicator=1000403 (Accedido el 11 de junio 
de 2026). 
118  Global Right to information Rating (s,f). En  https://www.rti-rating.org/country-
detail/?country=Paraguay    (Accedido el 11 de junio de 2026). 
119 A su vez, la Ley N.° 5282/2014, que regula el acceso de la ciudadanía a la información pública 
y la transparencia gubernamental, también proporciona un marco legal para la apertura de datos 
en la administración pública. Además de esta ley, el Decreto Reglamentario N.° 4064/2015 define 
las características de los datos abiertos públicos (art. 5, literal c) y dispone que la información 
pública, en la medida de lo posible, debe presentarse en formato de datos abiertos (art. 7 y art. 
36). Asimismo, establece una licencia para el uso de datos públicos abiertos, asegurando así 

https://oecd-public-integrity-indicators.org/countries/pry/indicators/1000097?subindicator=1000403
https://oecd-public-integrity-indicators.org/countries/pry/indicators/1000097?subindicator=1000403
https://www.dama.org/cpages/home
https://www.dama.org/cpages/home
https://oecd-public-integrity-indicators.org/countries/pry/indicators/1000097?subindicator=1000403
https://oecd-public-integrity-indicators.org/countries/pry/indicators/1000097?subindicator=1000403
https://www.rti-rating.org/country-detail/?country=Paraguay
https://www.rti-rating.org/country-detail/?country=Paraguay
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Paraguay cuenta con políticas de datos abiertos, sin embargo la información 
disponible aún no cumple con los estándares internacionales que analizan a los 
Estados el nivel de cumplimiento, como se ve a continuación, los puntajes en 
rankings internacionales siguen siendo baja.  

En el Open Data Inventory (ODIN) Paraguay ocupa el puesto 61 de 198 países, 
con una puntuación de 57. El ODIN evalúa la cobertura y la apertura de las 
estadísticas oficiales para identificar brechas, promover políticas de datos 
abiertos, mejorar el acceso y fomentar el diálogo entre las oficinas estadísticas 
nacionales (NSO, por sus siglas en inglés) y las personas usuarias de datos. En 
los últimos años, el país ha avanzado significativamente, escalando 46 
posiciones en el ranking mundial. Sin embargo, aún enfrenta desafíos en la 
actualización y puntualidad de los datos, la calidad y desagregación de la 
información, y el fortalecimiento de la infraestructura de datos e información 
pública en general.120 

Paraguay muestra un desempeño moderado en términos de gobernanza de 
datos, disponibilidad y datos abiertos como parte de las fuentes públicas, según 
el Global Data Barometer, con una puntuación general de 51,94. posicionándose 
por encima del promedio regional. Eso ubica al país en la posición 10 de 26 
países de la región, lo que lo coloca en la parte alta del ranking regional de 
América Latina (top 40%). El ranking está liderado por Brasil, y Paraguay se 
ubica por debajo de Perú y Panamá de los 26 países. Esto indica que el país ha 
hecho avances considerables en aspectos como políticas de datos, capacidades 
institucionales y publicación de datos relevantes, mejorar la interoperabilidad de 
sistemas de datos y ampliar las capacidades técnicas del sector público, aunque 
todavía tiene margen de mejora para alcanzar a los líderes regionales121 122. 
 
La evaluación de la OCDE también constató que no se realizan inspecciones 
periódicas por parte de una autoridad supervisora especializada para verificar el 
cumplimiento de las obligaciones de transparencia y acceso a la información, ni 
existen registros de imposición de sanciones por incumplimientos a la normativa 
durante el período evaluado. Estos hallazgos confirman la persistencia de 
debilidades estructurales en el diseño institucional paraguayo y refuerzan las 
preocupaciones previamente señaladas respecto de la ausencia de mecanismos 

 
que los datos publicados cumplan con los estándares mínimos de accesibilidad y reutilización 
requeridos para ser considerados datos abiertos. 
120  Open Data Inventoriy (2024). Paraguay. Summary of results. En 
 https://odin.opendatawatch.com/country-profiles/PRY?year=2024 (Accedido el 11 de 
junio de 2026).   
121  Global Data Barometer (2025) Segunda edición del Barómetro mundial  de datos. En 
 https://globaldatabarometer.org/2025/05/barometro-mundial-de-datos-2-a-edicion-una-
brujula-compartida-para-navegar-por-el-panorama-de-los-datos/   Ver datos sobre 
Paraguay:  https://globaldatabarometer.org/explore-the-results/?country=Paraguay (Accedido el 
11 de junio de 2026). 
122 Sequera, M y Galli, G (2025)  El índice de datos abiertos ubica a Paraguay en la posición 10 
en América Latina https://www.tedic.org/el-indice-de-datos-abiertos-ubica-a-paraguay-en-la-
posicion-10-en-america-latina/  (Accedido el 11 de junio de 2026). 
 

https://odin.opendatawatch.com/country-profiles/PRY?year=2024
https://globaldatabarometer.org/2025/05/barometro-mundial-de-datos-2-a-edicion-una-brujula-compartida-para-navegar-por-el-panorama-de-los-datos/
https://globaldatabarometer.org/2025/05/barometro-mundial-de-datos-2-a-edicion-una-brujula-compartida-para-navegar-por-el-panorama-de-los-datos/
https://globaldatabarometer.org/explore-the-results/?country=Paraguay
https://www.tedic.org/el-indice-de-datos-abiertos-ubica-a-paraguay-en-la-posicion-10-en-america-latina/
https://www.tedic.org/el-indice-de-datos-abiertos-ubica-a-paraguay-en-la-posicion-10-en-america-latina/
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adecuados de supervisión, rendición de cuentas y garantía efectiva del derecho 
de acceso a la información pública123. 

 

Al respecto, corresponde agregar que, según el Índice de Percepción de la 
Corrupción (CPI) 2025 de Transparency International, Paraguay obtuvo 24 
puntos sobre 100 y se ubicó en el puesto 150 de 182 países evaluados, 
reflejando una persistente percepción de altos niveles de corrupción en el sector 
público. Este resultado sitúa al país entre los de peor desempeño en América 
Latina y evidencia los desafíos pendientes en materia de transparencia, 
rendición de cuentas y fortalecimiento institucional. La percepción de corrupción 
continúa siendo un factor que afecta la confianza ciudadana y la credibilidad de 
las instituciones públicas124 125. 
 
III. HECHOS 

 

A. Antecedentes  
 

1. Expansión de tecnologías de reconocimiento facial para la vigilancia 
sistemas de vigilancia  en Paraguay 

 
La implementación de tecnología de reconocimiento facial en Paraguay se 
desarrolló en un contexto de profundo vacío normativo. Si bien la Constitución 
Nacional reconoce en su artículo 33 el derecho a la intimidad estableciendo que 
“la intimidad personal y familiar, así como el respeto a la vida privada, son 
inviolables” y consagra la figura del Habeas Data como mecanismo de protección 
de datos personales, el ordenamiento jurídico paraguayo careció, hasta 2025, de 
una ley integral de protección de datos126 que estableciese parámetros de 
razonabilidad, proporcionalidad y responsabilidad institucional para la captación, 
procesamiento y almacenamiento de imágenes biométricas. La única norma que 
definía datos biométricos en ese entonces se encontraba en la Ley N° 6534/20 
de protección de datos crediticios127, aunque dicha ley se circunscribe 
exclusivamente al ámbito crediticio, sin ofrecer garantías aplicables al 
tratamiento biométrico en materia de seguridad pública.  
 

 
123 OECD. Paraguay. List of indicators for Accountability of Public Policy Making. Disponible en: 
https://oecd-public-integrity-
indicators.org/countries/pry/indicators/1000097?subindicator=1000403 (Accedido el 11 de junio 
de 2026). 
124 Transparency International (2025) Corruption Perceptions Index 
https://www.transparency.org/en/cpi/2025/index/pry (Accedido el 11 de junio de 2026). 
125  Abc, 2026. Paraguay sigue entre los países más corruptos, según el rankiing internacional. 
En https://www.abc.com.py/politica/2026/02/10/paraguay-sigue-entre-los-paises-mas-corruptos-
segun-ranking-internacional/ (Accedido el 11 de junio de 2026). 
126 En el 2025, el Congreso Nacional sancionó la  Ley N° 7593/2025 integral de protección 
de datos personales en Paraguay. En https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/12924/ley-n-
7593-2025-de-protecci-n-de-datos-personales-en-la-rep-blica-del-paraguay (Accedido el 8 de 
mayo de 2026).  
127 Ley nº 6534 / de Protección de datos personales crediticios. En  
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/9417/ley-n-6534-de-proteccion-de-datos-
personales-crediticios (Accedido el 8 de mayo de 2026). 

https://oecd-public-integrity-indicators.org/countries/pry/indicators/1000097?subindicator=1000403
https://oecd-public-integrity-indicators.org/countries/pry/indicators/1000097?subindicator=1000403
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Este vacío normativo128, resultaba ser especialmente crítico dado que ninguna 
norma vigente determinaba con claridad quién era el responsable del 
funcionamiento, operación, mantenimiento y seguridad de los datos captados por 
equipos de reconocimiento facial, en particular cuando dichos equipos eran 
adquiridos por entidades diversas, tales como: municipalidades, gobernaciones 
y organismos ajenos a la Policía Nacional, generando interrogantes sobre la 
titularidad de los equipos, la cadena de custodia de los datos recolectados y la 
legalidad de los fondos utilizados para su adquisición129. 
 
La aprobación de la Ley 7539/25 de la protección de datos personales130 131, en 
el 2025, adquiere especial relevancia en el contexto paraguayo sobre el 
tratamiento de datos personales y vigilancia, dado que durante años el Estado 
paraguayo adquirió, operó y expandió sistemas de reconocimiento facial y 
videovigilancia sin contar con ninguna normativa que regulara el tratamiento de 
los datos biométricos captados, la responsabilidad institucional sobre su 
custodia, ni los mecanismos de reparación ante su uso indebido o filtración. 
 

2. El Sistema 911 como principal administrador 
 
La institución que concentra la gestión operativa de las cámaras públicas de 
reconocimiento facial en Paraguay es el Sistema 911, creado por la Ley N° 
4739/12132 durante el gobierno del expresidente Federico Franco, y administrado 
por la Dirección del Centro de Seguridad y Emergencias (CSE), dependiente de 
la Dirección General de Orden y Seguridad de la Policía Nacional. El 5 de mayo 
de 2014, la Comandancia de la Policía Nacional emitió la Resolución N° 452133, 
que creó y reguló la División de Cámaras y Monitoreo, responsable del monitoreo 
constante mediante cámaras instaladas en distintas áreas bajo jurisdicción del 
Sistema 911. Entre sus funciones se encuentran la vigilancia permanente, la 

 
128 TEDIC, 2025. La ley de Protección de datos personales, un logro colectivo basado en la 
evidencia y participación. En: https://www.tedic.org/la-ley-sobre-la-proteccion-de-datos-
personales-en-paraguay-un-logro-colectivo-basado-en-evidencia-y-participacion-plural/  
(Accedido el 8 de mayo de 2026). 
129 Alonzo, L, Carrillo, E y Sequera, M.. 2018. Biometría y vigilancia: la enajenación continua de 
nuestros derechos. Disponible en: https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2018/12/La-
enajenaci%C3%B3n-continua-de-nuestros-derechos_TEDIC_2018-2.pdf  (Accedido el 8 de 
mayo de 2026). 
130 Gaceta Oficial de la Presidencia. 2025. Gaceta Nº 287/25 Pág 7. Decreto 27 de noviembre de 
2025. En https://www.gacetaoficial.gov.py/index/detalle_publicacion/93911 (Accedido el 11 de 
junio de 2026). 
131 TEDIC, 2025. La ley sobre la protección de datos personales en Paraguay: Un logro colectivo 
basado en evidencia y participación plural. En  https://www.tedic.org/la-ley-sobre-la-proteccion-
de-datos-personales-en-paraguay-un-logro-colectivo-basado-en-evidencia-y-participacion-
plural/ (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
132 Congreso Nacional, (2012) Ley nº 4739 / crea el sistema 911 de atención, despacho y 
seguimiento de comunicaciones de emergencias. En 
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/3143/ley-n-4739-crea-el-sistema-911-de-atencion-
despacho-y-seguimiento-de-comunicaciones-de-emergencias-br (Accedido el 11 de junio de 
2026). 
133  Policia Nacimiento. (2014). Resolución 452/2014 Que aprueba el nuevo reglamento orgánico. 
https://www.policianacional.gov.py/wp-content/uploads/2018/03/RESOLUCI%C3%93N-
N%C2%B0-452-POR-LA-QUE-SE-APRUEBA-EL-NUEVO-REGLAMENTO-ORGANICO-
FUNCIONAL-SISTEMA-911.pdf (Accedido el 11 de junio de 2026). 

https://www.tedic.org/la-ley-sobre-la-proteccion-de-datos-personales-en-paraguay-un-logro-colectivo-basado-en-evidencia-y-participacion-plural/
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https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2018/12/La-enajenaci%C3%B3n-continua-de-nuestros-derechos_TEDIC_2018-2.pdf
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https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/3143/ley-n-4739-crea-el-sistema-911-de-atencion-despacho-y-seguimiento-de-comunicaciones-de-emergencias-br
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/3143/ley-n-4739-crea-el-sistema-911-de-atencion-despacho-y-seguimiento-de-comunicaciones-de-emergencias-br
https://www.policianacional.gov.py/wp-content/uploads/2018/03/RESOLUCI%C3%93N-N%C2%B0-452-POR-LA-QUE-SE-APRUEBA-EL-NUEVO-REGLAMENTO-ORGANICO-FUNCIONAL-SISTEMA-911.pdf
https://www.policianacional.gov.py/wp-content/uploads/2018/03/RESOLUCI%C3%93N-N%C2%B0-452-POR-LA-QUE-SE-APRUEBA-EL-NUEVO-REGLAMENTO-ORGANICO-FUNCIONAL-SISTEMA-911.pdf
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detección de situaciones sospechosas de personas y vehículos, y el control de 
placas en lugares de alta afluencia. 
 
Sin embargo, tanto la ley que establece el Sistema 911 como las normativas 
internas de la Policía Nacional omiten definir criterios jurídicos claros sobre qué 
constituye una “situación sospechosa”134, quién califica dichas actividades, qué 
procedimiento debe seguirse para confirmarlas o descartarlas, y qué mecanismo 
se aplica para la anonimización, destrucción o almacenamiento de las imágenes 
captadas. Esta omisión normativa es determinante, dado que habilita una 
vigilancia discrecional sin las más mínimas garantías jurídicas para la 
ciudadanía135. 
 

3. Inicio de la implementación y primeras adquisiciones (2017) 
 
En el año 2018, la Policía Nacional, el Ministerio del Interior y la Comisión 
Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL) anunciaron oficialmente la 
implementación de un nuevo sistema de videovigilancia con tecnología 
biométrica, luego de que en el 2017 se realizó la primera licitación. En ese marco, 
se incorporaron 154 cámaras de circuito cerrado, de las cuales 44 contaban con 
tecnología de reconocimiento facial136. Ese mismo año, TEDIC publicó el informe 
“La enajenación continua de nuestros derechos”, en el cual concluía que la 
recolección masiva de datos biométricos137 138 139 en espacios públicos “es 
innecesaria y desproporcionada”140, advirtiendo sobre los riesgos para la 

 
134  Rolon, J y Sequera, M (2016)  Vigilancia de las comunicaciones en Paraguay. EFF y TEDIC. 
En https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2018/12/Vigilancia-estatal-de-las-comunicaciones-
y-derechos-fundamentales-en-Paraguay.pdf (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
135 Galeano, G, at, 2025. Con mi cara no. TEDIC Disponible en: https://www.tedic.org/wp-
content/uploads/2025/03/Reconocimiento-Facial-Estado-Paraguayo.pdf (Accedido el 8 de mayo 
de 2026). 
136 ABC Color. (2019). TSV SRL es la eterna proveedora tecnológica del 911 de la Policía. En 
https://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/2019/11/11/tsv-srl-es-la-eterna-proveedora-
tecnologica-del-911-de-la-policia/ (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
137  Brey, P. (2004). Ethical aspects of facial recognition systems in public places. Journal of 
Information, Communication and Ethics in Society, 2(2), 97–109. 
https://doi.org/10.1108/14779960480000246  (Accedido el 19 de mayo de 2026)  
138  European Union Agency for Fundamental Rights. (2015). Surveillance by intelligence 
services: Fundamental rights safeguards. European Union Agency for Fundamental Rights 
(FRA). https://fra.europa.eu/sites/default/files/fra_uploads/fra-2015-surveillance-intelligence-
services-summary_es.pdf  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
139  International Network of Civil Liberties Organizations. (2016). Vigilancia y democracia: 
Historia en 10 países. INCLO. https://www.cels.org.ar/web/wp-
content/uploads/2017/06/Vigilancia-y-democracia_INCLO.pdf  (Accedido el 19 de mayo de 2026) 
140  La vigilancia estatal es una potestad que permite a los gobiernos monitorear y supervisar las 
actividades de los ciudadanos con el fin de mantener el orden y la seguridad pública. Sin 
embargo, esta 
potestad está sujeta a estrictos requisitos legales y debe estar justificada por supuestos 
específicos 
y excepcionales. La vigilancia puede estar justificada en situaciones como la prevención de 
delitos 
graves, la protección de la seguridad nacional o la lucha contra el terrorismo. Para que esta 
vigilancia sea legítima, debe cumplir con principios de necesidad, proporcionalidad y legalidad. 
Si no cumple es una recolección masiva de datos biométricos innecesario y desproporcionado. 
Electronic Frontier Foundation. Necessary and proportionate on the application of human rights 
to communications surveillance. Disponible en: https://necessaryandproportionate.org/ (Accedido 
el 11 de junio de 2026). 
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privacidad, la falta de transparencia sobre el software utilizado y la ausencia de 
garantías de protección para las personas cuyos datos eran captados sin su 
consentimiento ni conocimiento141. 
 
El anuncio, las licitaciones y adquisiciones de tecnologías de vigilancia 
biométrica que se siguieron no fueron precedidos de una evaluación de impacto 
en derechos por ninguna de las instituciones públicas involucradas. No 
presentaron un análisis documentado acerca de la existencia de una base legal 
adecuada, así como de la idoneidad, necesidad y proporcionalidad de la 
adopción de tecnologías de reconocimiento facial por el Estado paraguayo frente 
a la injerencia de derechos que dicho despliegue implicaría142. 
 
Estas adquisiciones se hicieron a través del Fondo de Servicios Universales 
(FSU)143, que fue creado en el marco regulatorio de las telecomunicaciones 
paraguayas144 con el objetivo central de subsidiar la expansión de servicios 
públicos de telecomunicaciones en áreas rurales y zonas de interés público y 
social, facilitando el acceso asequible a dichos servicios para la población más 
vulnerable145. Su financiamiento se constituyó originalmente con el 20% del pago 

 
 
Desde el punto de vista jurídico, el problema de la vigilancia masiva es que no es estrictamente 
necesaria ni proporcionada en una sociedad democrática. A menudo existen alternativas menos 
invasivas. Al monitorear sistemáticamente la vida de las personas, la vigilancia masiva abre la 
posibilidad de un poder estatal sin control y un dominio sobre los individuos. La vigilancia masiva 
se basa en la suposición de que toda la información podría ser útil para hacer frente a una 
amenaza hipotética, lo cual es incompatible con los valores y principios fundamentales de las 
sociedades democráticas que buscan limitar la información que un Estado conoce sobre su 
población con el fin de moderar su poder. 
 
La vigilancia masiva también obstaculiza la separación de poderes, ya que el poder ejecutivo 
puede llevar a cabo sus operaciones sin una supervisión suficientemente estricta por parte de 
los otros dos poderes: el legislativo y el judicial. Las facultades de vigilancia masiva carecen de 
una autorización independiente efectiva, ya que la capacidad de vigilar se autoriza de manera 
generalizada en lugar de con respecto a cada caso concreto de infracción. Privacy International 
(s,f) Mass Surveillance. En https://www.privacyinternational.org/learn/mass-surveillance 
(Accedido el 11 de junio de 2026). 
 
R3D (2023). Las tecnologías de vigilancia masiva son autoritarias y no resuelven los problemas 
de seguridad pública. En: https://r3d.mx/2023/07/11/las-tecnologias-de-vigilancia-masiva-son-
autoritarias-y-no-resuelven-los-proble-mas-de-seguridad-publica/ (Accedido el 11 de junio de 
2026). 
141 Alonzo, F, Carrillo y Squera.. 2018. Biometría y vigilancia: la enajenación continua de 
nuestros derechos. TEDIC En: https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2018/12/La-
enajenaci%C3%B3n-continua-de-nuestros-derechos_TEDIC_2018-2.pdf (Accedido el 8 de 
mayo de 2026). 
142   Galeano, G, at, 2025. Con mi cara no. TEDIC Disponible en: https://www.tedic.org/wp-
content/uploads/2025/03/Reconocimiento-Facial-Estado-Paraguayo.pdf (Accedido el 8 de mayo 
de 2026). 
143  ITU, 2013. Estudio sobre los fondos del servicio universal y la integración digital 
universal. Disponible en: https://www.itu.int/dms_pub/itu-d/opb/pref/D-PREF-EF.SERV_FUND-
2013-PDF-S.pdf (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
144  Ley 642/95 de Telecomunicaciones, específicamente en su artículo 97, que dispuso la 
creación del Fondo de Servicios Universales y estableció que su reglamentación, incluyendo los 
sujetos y condiciones de contribución, sería definida por vía reglamentaria. 
145 UNESCO, 2025. Universal Service and Access Funds (USAFs). En: 
https://www.unesco.org/en/dtc-finance-toolkit-factsheets/universal-service-and-access-funds-
usafs (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
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por derecho de explotación equivalente al 1% de los ingresos brutos de los 
prestadores del servicio de telecomunicaciones, porcentaje que fue objeto de 
sucesivas modificaciones: se elevó al 40% en 2004, se redujo nuevamente al 
20% en 2006, y finalmente se incrementó al 30% en 2018, incorporándose 
además el 50% de los ingresos provenientes de multas a prestadores de 
telecomunicaciones como fuente adicional de recursos146. 
 
A partir de 2017, la licitación de, los recursos del FSU experimentó un giro 
significativo: CONATEL comenzó a direccionar las adquisiciones hacia la Policía 
Nacional, particularmente hacia tecnología de reconocimiento facial y sistemas 
de videovigilancia147, en lugar de orientarlos a la conectividad rural y educativa 
que constituía su razón de ser. Esta reorientación se canalizó mediante 
licitaciones que no fueron publicadas en la Dirección Nacional de Contrataciones 
Públicas, sino únicamente en la sección de contratos del sitio web de 
CONATEL148, lo que limitó considerablemente su transparencia y el control de la 
ciudadanía. 
 
En la licitación FSU Nº 2/2018, CONATEL adjudicó a la empresa TSV del 
Paraguay un contrato por ₲ 18.700.000.000 (aproximadamente USD 
3.255.919149) para la expansión del sistema SADLE 911 en las ciudades de 
Coronel Oviedo, Caaguazú, San Ignacio, Ciudad del Este y Encarnación, 
adquiriéndose cámaras PTZ IP de videovigilancia, cámaras de reconocimiento 
de placas y cámaras de reconocimiento facial, estas últimas instaladas 
específicamente en Encarnación150. 
 
Mediante la licitación FSU Nº 2/2019, nuevamente adjudicada a TSV del 
Paraguay por ₲ 7.970.000.000 (USD 1.084.501)151, se subsidiaron sistemas de 
comunicación de datos críticos para los Centros de Seguridad y Emergencias de 

 
146Alonzo, L, Carrillo, E y Sequera, M. 2018. Biometría y vigilancia: la enajenación continua de 
nuestros derechos. TEDIC En: https://www.tedic.org/wp-content/uploads/2018/12/La-
enajenaci%C3%B3n-continua-de-nuestros-derechos_TEDIC_2018-2.pdf (Accedido el 8 de 
mayo de 2026). 
147 CONATEL, 2017. Licitación Pública FSU N.º 2/2017. Link 
https://www.conatel.gov.py/conatel/wp-content/uploads/2023/03/11.-pbc-lp-fsu-n-02-2017.pdf 
(Accedido el 8 de mayo de 2026).  
Alliance for Affordable Internet. (2021). Fondo de Servicio Universal en América Latina y el 
Caribe. 
https://adi.a4ai.org/wp-content/uploads/2022/01/2021-12-16-Universal-Service-and-Access-
Funds-SPANISH-Report.pdf  (Accedido el 8 de mayo de 2026).  
148 CONATEL s.f. Contratos otorgados a través del FSU. En: 
https://www.conatel.gov.py/conatel/contratos-fsu/ (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
149 VALUTA FX. (s,f). Historial 2018 a la tasa del guaraní paraguayo (PYG) al dólar 
estadounidense (USD) Gráfico histórico. En https://www.valutafx.com/es/historial-de-
cambios/pyg-usd-2018 (Accedido el 11 de junio de 2026). 
150  ABC, 2018. Vigilar en tiempos de miedo. En https://www.abc.com.py/especiales/fin-de-
semana/videovigilancia-camaras-reconocimiento-facial-paraguay-derechos-internet-
1727611.html (Accedido el 8 de mayo de 2026).  
IP, 2018. Sistema 911 amplía red de cobertura con instalación de 154 cámaras. En 
https://www.ip.gov.py/ip/2018/07/05/sistema-911-amplia-su-red-de-cobertura-con-9-torres-y-
154-camaras-de-vigilancia-instaladas/ (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
151   VALUTA FX. (s,f). Historial 2019 a la tasa del guaraní paraguayo (PYG) al dólar 
estadounidense (USD) Gráfico histórico. En https://www.valutafx.com/es/historial-de-
cambios/pyg-usd-2019  (Accedido el 11 de junio de 2026). 
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seis ciudades del país, estableciéndose contractualmente la obligación de 
integrar plataformas de reconocimiento facial, CCTV y reconocimiento de placas, 
con capacidad de notificación masiva ante incidentes detectados por dichos 
sistemas152. 
 
La licitación FSU Nº 01/2020, adjudicada en este caso a la empresa Proseco 
S.A. por ₲ 7.899.900.000 (USD 1.074.962)153, financió la provisión e instalación 
de 50 cámaras IP PTZ154 y tres cámaras de reconocimiento facial distribuidas en 
comisarías de Asunción y el Área Metropolitana. Esta licitación reviste especial 
gravedad dado que, conforme surge de un informe de instalación firmado en abril 
de 2021, las cámaras fueron colocadas en puntos específicos como la sede del 
partido de gobierno, la Asociación Nacional Republicana (ANR), en el contexto 
de las manifestaciones sociales ocurridas ese mes, lo que sugiere una utilización 
de la tecnología con fines de vigilancia de la protesta ciudadana155. 
 
En términos agregados, las licitaciones adjudicadas a TSV del Paraguay entre 
2018 y 2022 sumaron un total de ₲ 57.550.880.000 (USD 7.831.117), 
constituyendo un patrón sistemático de desvío del FSU hacia fines de seguridad 
y vigilancia estatal alejados de su mandato original. Esta situación fue señalada 
críticamente por organismos internacionales como la Alliance for Affordable 
Internet156, que identificó el caso paraguayo como un uso excepcional y 
cuestionable de los fondos de servicio universal en América Latina, advirtiendo 
que la adquisición de equipos de vigilancia no contribuye necesariamente al 
objetivo de universalidad para el cual fueron creados. 
 
Según el informe de ALSUR157 Paraguay forma parte del proceso de expansión 
sostenida de estas tecnologías en América Latina, particularmente en ámbitos 
de seguridad pública y control estatal, en un contexto caracterizado por escasa 
transparencia sobre los sistemas implementados, dificultades para acceder a 
información oficial y ausencia de mecanismos robustos de evaluación de impacto 
en derechos humanos. El reporte advierte que esta situación genera 
preocupaciones sobre la proporcionalidad, la rendición de cuentas y la 

 
152 Galeano, G, at, 2025. Con mi cara no. TEDIC En: https://www.tedic.org/wp-
content/uploads/2025/03/Reconocimiento-Facial-Estado-Paraguayo.pdf (Accedido el 8 de mayo 
de 2026). 
153   VALUTA FX. (s,f). Historial 2020 a la tasa del guaraní paraguayo (PYG) al dólar 
estadounidense (USD) Gráfico histórico. En https://www.valutafx.com/es/historial-de-
cambios/pyg-usd-2020  (Accedido el 11 de junio de 2026). 
154 Hikvision, s,f. Producto PTZ Cámara. En https://www.hikvision.com/es-la/products/IP-
Products/PTZ-
Cameras/?category=Productos+IP&subCategory=C%C3%A1maras+PTZ&checkedSubSeries=
null (Accedido el 11 de junio de 2026). 
 
155 Galeano, G, at, 2025. Con mi cara no. TEDIC En: https://www.tedic.org/wp-
content/uploads/2025/03/Reconocimiento-Facial-Estado-Paraguayo.pdf (Accedido el 8 de mayo 
de 2026). 
156  Alliance for Affordable Internet. (2021). Fondo de Servicio Universal en América Latina 
y el Caribe. En https://adi.a4ai.org/wp-content/uploads/2022/01/2021-12-16-Universal-Service-
and-Access-Funds-SPANISH-Report.pdf (Accedido el 8 de mayo de 2026). 
157  Ibarreche at, 2025. Reconocimiento facial y tecnologías de vigilancia en América Latina: 
casos, proveedores y dinámicas comerciales. En https://www.alsur.lat/sites/default/files/2025-
08/Reconocimiento%20facial%20y%20tecnologias%20vigilancia.pdf (Accedido el 11 de junio de 
2026). 
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protección de derechos fundamentales frente al creciente despliegue de 
tecnologías biométricas en espacios públicos. 
 
El despliegue de sistemas de reconocimiento facial debe analizarse a la luz de 
los compromisos internacionales asumidos por Paraguay en el EPU de 2016. En 
dicha instancia, el Estado aceptó recomendaciones orientadas a garantizar que 
las actividades de vigilancia respeten los derechos humanos y estén sujetas a 
mecanismos independientes de supervisión. Sin embargo, la falta de controles 
específicos sobre tecnologías biométricas plantea interrogantes sobre el 
cumplimiento efectivo de dichos compromisos en materia de vigilancia estatal:  
 

102.62 Velar por que todas las actividades de vigilancia del Estado estén 
en consonancia con el derecho internacional de los derechos humanos y 
no infrinjan los derechos y libertades fundamentales del ciudadano 
(Liechtenstein); 
 
102.63 Adoptar las medidas necesarias para asegurar que las 
operaciones de los organismos de inteligencia sean supervisadas por un 
mecanismo de vigilancia independiente a fin de garantizar la 
transparencia y la rendición de cuentas (Liechtenstein)158; 

La investigación de TEDIC sobre vigilancia biométrica en estadios de Fútbol 
evidencia que Paraguay159 continúa profundizando la adopción de tecnologías 
de reconocimiento facial en espacios de acceso masivo. Este avance se 
encuentra formalmente habilitado por la Ley N.º 7269/2024160, que autoriza la 
implementación de sistemas de videovigilancia con capacidades biométricas en 
el ámbito deportivo. Sin embargo, según el informe, esta expansión se produce 
sin evaluaciones de impacto en derechos humanos, sin mecanismos efectivos 
de supervisión independiente y en un contexto de escasa información pública 
sobre el funcionamiento, alcance y gestión de los sistemas implementados161. 

Lejos de corregir los problemas previamente identificados, la incorporación del 
reconocimiento facial en estadios refuerza una tendencia de normalización de la 
vigilancia biométrica en Paraguay. TEDIC advierte que estas tecnologías 
permiten la identificación y el procesamiento automatizado y masivo de datos 
biométricos de miles de personas, mientras persisten problemas de opacidad 
institucional, ausencia de rendición de cuentas y falta de garantías efectivas para 
la protección de derechos fundamentales. Este escenario resulta especialmente 

 
158 Naciones Unidas. Informe EPU/UPR A/HRC/32/9. En https://upr-
info.org/sites/default/files/documents/2016-06/a-hrc-32-9-s.pdf Advance Version. 
A/HRC/32/9/Add.1  En https://upr-info.org/sites/default/files/documents/2016-
06/a_hrc_32_9_add.1_paraguay_s.pdf (Accedido el 11 de junio de 2026). 
TEDIC, 2016, Paraguay se compromete a tomar medidas contra la vigilancia estatal ilegal ante 
la ONU  https://www.tedic.org/informeepupy/ (Accedido el 11 de junio de 2026). 
159  Bogado, A 2026. Vigilancia biométrica: reconocimiento facial y derechos humanos en eventos 
deportivos de Paraguay. TEDIC. En https://www.tedic.org/wp-
content/uploads/2026/05/Vigilancia-biometrica-en-los-estadios-WEB.pdf (Accedido el 11 de junio 
de 2026).  
160  BACN 2024, Ley nº 7269/2024 / de prevención, control y erradicación de la violencia en el 
deporte. En https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/12578/ley-n-72692024--de-prevencin-
control-y-erradicacin-de-la-violencia-en-el-deporte (Accedido el 11 de junio de 2026). 
161  TEDIC, 2025. Con mi cara No. En https://www.tedic.org/conmicarano/ (Accedido el 11 de 
junio de 2026). 
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preocupante considerando que el despliegue de estas herramientas ha 
avanzado más rápido que la construcción de marcos regulatorios y controles 
democráticos adecuados162. 

Las tecnologías de reconocimiento facial desplegadas en espacios de acceso 
colectivo, como espacios públicos o masivos como los estadios de fútbol, operan 
habitualmente bajo lógicas de vigilancia masiva, sin cualquier posibilidad de 
rechazo, capturando y analizando biométricamente los datos faciales de todas 
las personas asistentes, independientemente de su conducta o vinculación con 
hechos ilícitos. Esto resulta preocupante dado que desafía principios 
fundamentales del derecho constitucional y del derecho internacional de los 
derechos humanos, tales como el derecho a la privacidad, la prohibición de 
vigilancia arbitraria o desproporcionada, y la prohibición de sospecha colectiva.  
 
 
Cotino Hueso (2022)163 advierte que las tecnologías de reconocimiento facial 
potenciadas con inteligencia artificial representan “un salto cualitativo” respecto 
de la videovigilancia pública o privada tradicional. Las herramientas integradas 
con reconocimiento facial permiten comparar en milisegundos los rostros 
captados con listas de personas buscadas y generar automáticamente grandes 
volúmenes de datos procesados susceptibles de ser empleados para múltiples 
finalidades. En este contexto, el autor subraya que los marcos regulatorios 
existentes sobre videovigilancia, “generalmente insuficientes”, no proporcionan 
cobertura legal adecuada para estos nuevos fenómenos tecnológicos, 
evidenciando una laguna normativa significativa. 
 
En consecuencia, el avance de este tipo de tecnologías amplía 
significativamente la intervención estatal en la esfera personal, a la vez que 
puede producir afectaciones en los derechos humanos. Estas circunstancias 
refuerzan la necesidad de contar con altos niveles de transparencia y control en 
su adquisición, instalación e implementación, a efectos de asegurar que 
cualquier medida de este tipo esté en consonancia con estándares reforzados 
de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

 
B. Solicitud de acceso a la información pública 

 
1. Solicitud al Portal Unificado de Información Pública — 8 y 9 de abril de 

2019 
 
El 8 de abril de 2019 la señora Sequera ingresó la solicitud de acceso a la 
información pública N° 19983 a través del Portal Unificado de Información 

 
162 Bogado, A 2026. Vigilancia biométrica: reconocimiento facial y derechos humanos en eventos 
deportivos de Paraguay. TEDIC. En https://www.tedic.org/wp-
content/uploads/2026/05/Vigilancia-biometrica-en-los-estadios-WEB.pdf (Accedido el 11 de junio 
de 2026).  
163  Cotino Hueso, L. (2022). Sistemas de inteligencia artificial con reconocimiento facial y 
datos biométricos. Mejor regular bien que prohibir mal. El Cronista Del Estado Social y 
Democrático de Derecho, (100), 68–79.  
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Pública (creado jurídicamente por Decreto N° 4.064/15), bajo el título "Cámaras 
de videovigilancia — Biometría"164, dirigida al Ministerio del Interior.  
 
Al día siguiente, 9 de abril de 2019, la misma solicitud fue presentada en soporte 
papel ante la Mesa de Entradas del Ministerio del Interior, con registro de 
entrada bajo el N° 903/19, a las 9:32 horas, recibido bajo la firma de Christian 
Fernández. 
 
La solicitud se fundó en la Ley N° 5282/14 "De libre acceso ciudadano a la 
información pública y transparencia gubernamental", reglamentaria del artículo 
28 de la Constitución de la República del Paraguay. La solicitud de acceso a la 
información pública requirió al Ministerio del Interior información detallada sobre 
la implementación de sistemas de vigilancia biométrica y reconocimiento facial 
por parte de la Policía Nacional, incluyendo el tipo de tecnología utilizada y su 
funcionamiento. Asimismo, solicitó información sobre los protocolos de 
funcionamiento, tratamiento y almacenamiento de datos personales, ubicación y 
expansión de las cámaras, bases de datos utilizadas para la identificación 
biométrica, acceso de otras instituciones o empresas a la información 
recolectada, condiciones de licenciamiento del software, evaluación de impactos 
en derechos humanos y protección de datos, tasas de error del sistema, así 
como mecanismos de supervisión y rendición de cuentas165. 
 
En el pedido de información, la víctima solicitó de manera específica: 
 

Sr. 
Dr. Juan Ernesto Villamayor, Ministro 
Ministerio del Interior 
Chile 1002 e/ Manduvirá 
S.D 
 
Maricarmen Sequera Buzarquis, por derecho propio, con domicilio en 15 de 
agosto 823 de la ciudad de Asunción, tiene el agrado de dirigirse a usted a 
fin de solicitar la siguiente información: 
Según las noticias publicadas en medios de gran circulación del país y 
portales oficiales, responsables de la Policía Nacional y Ministerio del Interior 
inauguraron el pasado julio del 2018, un conjunto de iniciativas del sistema 
911, que buscan implementar tecnología biométrica (reconocimiento facial) 
en las calles de la ciudad de Asunción y Área Metropolitana. En ese sentido: 
 
Solicito 
 
1. Detallar el sistema de tecnología biométrica que se encuentra 
implementando el Ministerio del Interior y la Policía Nacional desde Julio del 
año pasado. Adjuntar la copia de las resoluciones que detallen el tipo de 
tecnología que son utilizados para el sistema de reconocimiento facial, u otro 
documento oficial que describa la tecnología y su funcionamiento. 
 

 
164 Véase el pedido en https://informacionpublica.paraguay.gov.py/#!/ciudadano/solicitud/19983 
(Accedido el 8 de mayo de 2026). 
165 Anexo 2.  2019 04 09. Solicitud de acceso a la información. Soporte papel.; Anexo 1.  2019 
04 08. Solicitud de acceso a la información. 
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2. Informar sobre los detalles de implementación, protocolos y cualquier tipo 
de tratamientos de datos personales de las personas que son utilizados en 
el sistema de reconocimiento facial. 
 
3. Brindar un mapa detallado con la ubicación de las cámaras de seguridad 
del sistema 911 y con que incluyen el sistema de identificación biométrica 
(reconocimiento facial). 
 
4. Facilitar información sobre los puntos futuros a nivel nacional y en los 
cuáles será ampliado el sistema de tecnología biométrica. 
 
En el punto mencionado ut supra, vinculados al tratamiento de datos 
personales por parte del Ministerio del Interior, se solicita en detalle los 
siguientes puntos: 
 
a) ¿Cual es el fin por el cual está siendo implementado el sistema de 
identificación biométrica? 
 
b) ¿Qué datos personales están siendo recolectados, procesados y 
almacenados?  
 
c) ¿Qué dependencia del Ministerio del Interior y/o Policía Nacional, se 
encarga de la administración de esa base de datos de identificación de las 
personas que transitan por las zonas de vigilancia con reconocimiento 
facial? 
 
d) ¿Qué otras instituciones del Estado acceden a la base de datos de 
información personal y cómo? 
 
e) ¿Qué empresas acceden a esta base de datos y cómo? 
 
f) Informar sobre las condiciones y términos de uso de software (licencia) del 
sistema de biometría de reconocimiento facial. 
 
g) ¿Se llevaron a cabo análisis sobre el impacto en la protección de datos 
personales y/o derechos humanos respecto al uso del sistema biométricos 
en las calles de Asunción y áreas metropolitanas? En caso que la respuesta 
sea afirmativa, detallar la metodología seguida en el proceso. En caso que 
no haya realizado, explicar los motivos de la decisión. 
 
h) A qué base de datos biométricos accede la dependencia encargada del 
Ministerio del Interior, para cruzar los  rostros capturados para el 
funcionamiento del sistema de reconocimiento facial? 
 
i) ¿Cómo se evaluaron las tasas de error del algoritmo que utiliza el software 
de reconocimiento facial? ¿Cuál es la tasa de rechazo falso y la tasa de 
aceptación falsa que implementa dicho software? 
 
j) ¿Se desarrollaron medidas y protocolos para la rendición de cuentas sobre 
el uso de sistemas de identificación de datos personales en el sistema de 
vigilancia biométrica? En caso de existir, adjuntar una copia. En caso de no 
exista, explicar los motivos. Y detallar los procesos que plantea efectuar la 
supervisión sobre el uso del sistema de identificación biométrica para evitar 
riesgos como abusos y usos ilícitos. 
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k) ¿Por cuánto tiempo planean almacenar los datos recolectados por las 
cámaras de reconocimiento facial? ¿Tienen previsto aplicar algún tipo de 
protocolo de destrucción de datos una vez hayan cumplido el fin para el cual 
fueron recolectados? 
 
Fundamento de Derecho 
 
La ley 5282/14 'De libre acceso a la información pública y transparencia 
gubernamental' puesta en vigencia el 18 de setiembre de 2015. La misma 
tiene como finalidad reglamentar el art 28 de la Constitución de la República, 
a fin de garantizar a todas las personas el efectivo ejercicio del derecho al 
acceso a la información pública (art 1). En ese sentido establece el plazo de 
quince (15) días hábiles para responder a las solicitudes de la información 
pública (art 16). 
 
Es menester que el Ministerio del Interior dé el cumplimiento a lo requerido 
a la ley de Acceso a la información y envíe la información solicitada, así 
como cualquier otra información relacionada sobre la implementación y 
tratamiento de datos personales en el sistema del billetaje electrónico en 
Paraguay; se agradecerá que toda la información sea dirigida a 
maricarmen@tedic.org, y/o en el domicilio 15 de agosto 823 de la ciudad de 
Asunción. 
 
Sin otro particular, me despido atentamente 
Abog. Maricarmen Sequera Buzarquis 

Directora Ejecutiva de ONG TEDIC166 
 

2. Dictamen N° 02/19 A.J. — Policía Nacional — 24 de abril de 2019 
 
El 24 de abril de 2019, la Asesoría Jurídica de la Dirección del Centro de 
Seguridad y Emergencias de la Policía Nacional emitió el Dictamen N° 02/19 
A.J., suscripto por el Suboficial Inspector P.S. Abg. Javier Darío Melgarejo, 
Asesor Jurídico del C.S.E., y elevado por el Comisario General Inspector 
Jorge Máximo Coronel Ferreira, Director de la D.C.S.E167. 
 
El Dictamen recomendó: dar respuesta a los puntos 1 y 4 remitiéndose a los links 
de las licitaciones públicas disponibles en el sitio de CONATEL; y, en cuanto a 
los puntos 2 y 3, recomendó su denegación. En el documento en cuestión, para 
justificar esta última posición, sostuvo principalmente que: 
 

“Los detalles de implementación, protocolos y tratamiento de datos 
personales de las personas son datos de seguridad reservados por lo que 
al final de la presente nota, con el mismo argumento deben denegarse las 
preguntas identificadas con las letras a) hasta la k)”168. 
 

 
166 Anexo 2.  2019 04 09. Solicitud de acceso a la información. Soporte papel.; Anexo 1.  2019 
04 08. Solicitud de acceso a la información. 
167Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad  
168 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 2. 
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“Los detalles sobre ubicación de las cámaras son datos de seguridad 
reservados por lo que dicha información debe ser denegada conforme con 
las consideraciones expuestas en el final de la presente nota”169. 

 
En los argumentos, señaló que:  
 

“El derecho a la seguridad es uno de los principales reclamos de nuestra 
sociedad que cada día exige mayores esfuerzos al Estado en la protección 
de sus bienes y derechos. En ese contexto, la tecnología en general, y los 
sistemas de video vigilancia en particular, se han convertido en 
fundamentales herramientas para ofrecer seguridad a los ciudadanos. 
 
En ese sentido, revelar e informar sobre detalles de implementación, 
protocolos técnicos y cualquier tipo de tratamiento de datos personales, 
develar los lugares en donde están ubicadas las cámaras que poseen estas 
prestaciones, implicaría exponer información técnica sobre los sistemas de 
seguridad del Estado hasta el punto que facilitaría eventuales atentados en 
contra del mismo con la finalidad de debilitarlos y/o vulnerarlos, tal como si 
se estuviere develando los planos de una cárcel o exponiendo los sistemas 
de seguridad de un edificio público, facilitando a los delincuentes la 
información que se necesita para atacarlos. 
 
Que, la Ley 4739/12, "Que crea el Sistema de atención, despacho у 
seguimiento de comunicaciones de emergencias" en su artículo 11 
establece: "Los funcionarios afectados al Sistema 911 manejarán la 
información generada en las operaciones de su competencia con la 
confiabilidad necesaria para salvaguardar la seguridad e integridad de los 
usuarios. El Director del Centro de Seguridad y Emergencias deberá brindar 
la información que tenga en sus registros, solamente por orden de juez 
competente". 
 
La citada disposición establece que toda información obrante en el Centro 
de Seguridad y Emergencias 911 no es de acceso al público y solamente 
puede ser brindada por orden de juez competente lo cual nos obliga a 
concluir que la información solicitada por la recurrente respecto a las 
cámaras de video vigilancia es información reservada de seguridad interna 
a la que sólo puede accederse por orden de juez competente.170 
 

Citó además el artículo 19 de la Ley N° 5282/2014, que establece que la 
denegación de información pública sólo puede realizarse mediante resolución 
fundada dictada por la máxima autoridad de la fuente pública requerida. 
Asimismo, hizo referencia al Decreto Reglamentario N° 4064/15, cuyo artículo 
34 dispone que una solicitud únicamente podrá ser rechazada “cuando la 
información solicitada se encuentre excluida del conocimiento público en forma 
expresa por una norma jurídica con una jerarquía no inferior a la ley”171. 
 
También citó el artículo 35 del mismo decreto, el cual establece que, en caso de 
rechazo, la fuente pública deberá dictar una resolución debidamente fundada y 

 
169 Ibid. 
170 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 3 y 4 
171 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 4. 
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que la carga de la prueba recaerá sobre ella, a fin de demostrar que la 
información solicitada encuadra efectivamente en un supuesto concreto de 
excepción. Dicho artículo dispone además que la fundamentación debe 
considerar: a) que la excepción sea legítima y estrictamente necesaria en una 
sociedad democrática, sobre la base de la jurisprudencia y los estándares del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos; b) que la divulgación de la 
información pueda causar un daño sustancial a un interés protegido por la ley; y 
c) que la probabilidad y magnitud de dicho daño sean superiores al interés 
público comprometido en la divulgación de la información172. 
 
Luego de citar estos criterios, sostuvo que el derecho a la seguridad se encuentra 
consagrado en la Constitución del Paraguay y concluyó que “la divulgación de la 
información requerida (…) expondría al sistema de seguridad interna del Estado, 
dejándolo vulnerable a posibles ataques y en consecuencia podría afectar al 
orden público legalmente establecido, así como a la seguridad de las personas 
y la de sus bienes”173. 

 

Con base en esto, concluyó que: 
 
“Por tanto, en base las consideraciones expuesta precedentemente, esta 
Asesoría es del parecer que se responda sobre los puntos 1 y 4 en los 
términos expuestos en el presente dictamen, remitiendo los respectivos links 
donde la información se halla disponible, y que la máxima autoridad dicte 
Resolución denegando la información solicitada por la recurrente en los 
puntos 2) y sus desagregaciones contenidas en las preguntas identificadas 
con las letras a) hasta la k) y el punto 3) de la referida nota en virtud de los 
fundamentos de hecho y de derecho expuestos, salvo mejor parecer de la 

máxima autoridad”174. 
 

3. Resolución N° 238/19 — Ministerio del Interior — 26 de abril de 2019 
 
El 26 de abril de 2019, el Ministerio del Interior emitió la Resolución N° 238, 
“POR LA CUAL SE DA RESPUESTA PARCIAL A LA SOLICITUD INGRESADA 
AL PORTAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ANTICORRUPCIÓN DEL MINISTERIO 
DEL INTERIOR, A TRAVÉS DEL NÚMERO 19983”, suscripta por el Lic. 
Fernando Álvarez Britez, Director General de Gabinete, Encargado de 
Despacho de la Secretaría General, y el Dr. Hugo Sosa Pasmor, Ministro 
Sustituto y Viceministro de Seguridad Interna175. 
 
Por esta resolución, tomando como base de fundamento el dictamen antes 
señalado, el MDI dio respuesta parcial a la solicitud N° 19983, en los siguientes 
términos: 
 

 
172 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 4. 
173 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 5. 
174 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 5. 
175 Anexo 4. 2019 04 26. Resolución N° 238-19 MDI Portal Unificado.  
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Art. 1° Dar respuesta parcial a la solicitud realizada a través del Portal de 
Acceso a la Información Pública de la Dirección General de Transparencia 
y Anticorrupción de! Ministerio del Interior, por la señora Maricarmen 
Sequera Buzarquis, conforme a los siguientes puntos solicitados: 
 
Punto 2. Informar sobre los detalles de implementación, protocolos y 
cualquier tipo de tratamientos de datos personales de las personas que son 
utilizadas en el sistema de reconocimiento facial. Las preguntas 
identificadas con las letras a) a la k) guardan relación con éste punto. 
 
Respuesta: Los detalles de implementación, protocolos y tratamiento de 
datos personales de las personas, son datos de seguridad reservados por 
lo que dicha información es denegada. 
 
Punto 3. Brindar un mapa detallado con la ubicación de las cámaras de 
seguridad del Sistema 911 y con que incluyen (sic) el sistema de 
identificación biométrica (reconocimiento facial). 
 
Respuesta: Los detalles sobre ubicación de las cámaras son datos de 
seguridad reservados por lo que dicha información es denegada. 
 
Art. 20 La denegación de la información solicitada en los puntos 2 y 3 se 
basa en las consideraciones de hecho y de derecho del Artículo 2° de la Ley 
N° 5282/2014, que establece: Información Pública: aquella producida, 
obtenida, bajo control o en poder de las fuentes públicas, 
independientemente de su formato, soporte, fecha de creación, origen, 
clasificación o procesamiento, salvo que se encuentre establecida como 
secreta o de carácter reservado por las leyes. Asimismo, el Artículo 20 del 
mismo cuerpo legal establece: Información Pública reservada. Definición. La 
información pública reservada es aquella que ha sido o sea calificada o 
determinada como tal en forma expresa por la Ley”176. 
 

En la misma fecha, la contestación al pedido de información fue comunicada a 
través del Portal Unificado de Información Pública por la funcionaria Andrea 
Arriola, de la Dirección General de Transparencia y Anticorrupción del MDI en 
los siguientes términos: 
 

“Estimada Señora 
Maricarmen Sequera Buzarquis 
 
Cumplimos en remitir lo solicitado a través del Portal de Acceso a la 
Información Pública, de acuerdo a los puntos de consulta que se detallan en 
la Solicitud N° 19983: 
 
Punto 1: La Adquisicion del sistema de tegnología biométrica, fue realizada 
por la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL), a través de 
la Licitación Pública N° 2/2017 con el objeto de otorgar subsidio a la Policia 
Nacional a través del Fondo de Servicios Universales (FSU), a ser ejecutado 
dentro del marco de la Ley de Presupuesto General de la Nación, para el 
Ejercicio Fiscal del año 2017, para la expansión del Sistema de Atención y 
Despacho de Llamadas de Emergencia - SADLE 911 de la Policia Nacional 
para la ciudad de Asunción y Área Metropolitana. 

 
176 Anexo 4. 2019 04 26. Resolución N° 238-19 MDI Portal Unificado.  
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Los detalles sobre dicha tecnología están disponibles al público en el 
siguiente link 
https://www.conatel.gov.py/images/iprincipal/2017/Noviembre/PBC%20LIC.
PUB.02-2017-RD%201723-2017.PDF 
 
Punto 4: La ampliación del sistema de tegnología biométrica fue desarrollada 
por la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL), a través de 
la Licitación Pública FSU N° 2/2018 con el objeto de otorgar subsidio a la 
Policia Nacional a través del  Fondo de Servicios Universales (FSU), a ser 
ejecutado dentro del marco de la Ley de Presupuesto General de la Nación, 
para el Ejercicio Fiscal del año 2018, para la expansión del Sistema de 
Atención y Despacho de Llamadas de Emergencia - SADLE 911 de la Policia 
Nacional para la ciudad de Coronel Oviedo, Caaguazú, San Ignacio, Ciudad 
del Este y Encarnación. 
 
Los detalles sobre dicha tecnología están disponibles al público en el 
siguiente link 
https://www.conatel.gov.py/images/iprincipal/2018/10-
Octubre/LPN%2002/PBC%20LP%20FSU%20Nro%202-
2018%20AMPLIACION%20911%20INTERIOR.pdf       
 
Punto 2 y Punto 3 : Fueron denegada en base a la Resolución N° 238/19 del 
Ministerio del Interior 
 
Ante cualquier consulta, estamos a su disposición. 
Atentamente 
Dirección General de Transparencia y Anticorrupción 
Ministerio del Interior 
 332864-Res238jpeg-Res238.jpeg  
 500459-Resol238jpeg-Resol238.jpeg  
RESPONDIDO”177. 
 

4. Resolución N° 398 — Comandancia de la Policía Nacional — 30 de abril 
de 2019 

 
El 30 de abril de 2019, el Comandante de la Policía Nacional del Paraguay, 
Comisario General Director Gregorio Walter Vázquez Alderete, dictó la 
Resolución N° 398, “POR LA QUE SE DENIEGA PARCIALMENTE LA 
SOLICITUD DE INFORMACIÓN PÚBLICA, REFERENTE A LA UBICACIÓN 
DE CÁMARAS E IMPLEMENTACIÓN DE TECNOLOGÍA BIOMÉTRICAS A 
CARGO DE LA POLICÍA NACIONAL”178. 
 
Con fundamento similares pero más escuetos, la resolución señaló 
: 

“QUE, la Ley 4739/12. "Que crea el sistema de atención, despacho y 
seguimiento de comunicaciones de emergencias" en su artículo 11 
establece: "Los funcionarios afectados al Sistema 911 manejarán la 
información generada en las operaciones de su competencia con la 

 
177 Véase la respuesta en 
https://informacionpublica.paraguay.gov.py/#!/ciudadano/solicitud/19983 (Accedido el 8 de mayo 
de 2026). 
178 Anexo 5. 2019 04 30. Resolución N°398 Policía Nacional 

https://www.conatel.gov.py/images/iprincipal/2017/Noviembre/PBC%20LIC.PUB.02-2017-RD%201723-2017.PDF
https://www.conatel.gov.py/images/iprincipal/2017/Noviembre/PBC%20LIC.PUB.02-2017-RD%201723-2017.PDF
https://informacionpublica.paraguay.gov.py/#!/ciudadano/solicitud/19983
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confiabilidad necesaria para salvaguardar la seguridad e integridad de los 
usuarios. El Director del Centro de Seguridad y Emergencias deberá brindar 
la información que tenga en sus registros, solamente por orden de juez 
competente." 
 
La citada disposición establece, que toda información obrante en el Centro 
de Seguridad y Emergencias 911 no es de libre acceso al público y 
solamente puede ser brindada por orden de juez competente; y se concluye 
que la información solicitada por la recurrente respecto a las cámaras de 
video vigilancia es información reservada de seguridad interna a la que sólo 

puede accederse por orden de juez competente”179. 
 

En consecuencia, resolvió: 
 

1. DENEGAR la solicitud de información pública, solicitada por la 
ciudadana Maricarmen Sequera Buzarquis referente a la ubicación de 
cámaras e implementación de Tecnología Biométricas a cargo de la 
Policía Nacional en los puntos 2) y sus desagregaciones contenidas en 
las preguntas identificadas con las letras a) hasta la k) y el punto 3) de 
la referida nota en virtud de los fundamentos de hecho y de derecho 

expuestos180. 

 
5. Acción judicial de acceso a la información pública — 22 de julio de 2019 

 
Con base a la decisión inequívoca de las autoridades del Estado paraguayo de 
denegar información de alto interés público con fundamentos arbitrarios y 
desproporcionados, la víctima, conforme al derecho consagrado en la Ley N° 
5282, inició la acción judicial que dicha ley consagra181.  
 
Como hemos indicado, la Ley 5282, “De libre acceso ciudadano a la información 
pública y transparencia gubernamental” que entró en vigor en 2015 omitió dotarle 
a la acción de acceso a la información de un procedimiento puntual, lo cual fue 
regulado por la Acordada 1005 de la Corte Suprema de Justicia del 21 de 
septiembre de 2025 que reguló la situación indicando que frente a denegatorias 
de información pública la vía procesal debe ser la misma que para el amparo 
constitucional.  
 
La acción judicial fue presentada con el patrocinio de los abogados Federico 
Legal Aguilar y Ezequiel F. Santagada, recayendo, mediante sorteo, ante el 
Juzgado Penal de Garantías N° 9 de la Capital una acción judicial de acceso 
a la información pública —tramitada conforme a la Acordada N° 1005/2015 de 
la Corte Suprema de Justicia, que, como se mencionó, remite al procedimiento 
del amparo según el Código Procesal Civil— bajo la causa N° 609-2019, en 
contra del Ministerio del Interior. El nombre oficial del expediente: “CAUSA: 
“AMPARO CONSTITUCIONAL PROMOVIDO POR LA SEÑORA 
MARICARMEN SEQUERA BUZARQUIS BAJO PATROCINIO DE LOS 
ABOGADOS FEDERICO LEGAL AGUILAR Y EZEQUIEL F. SANTAGADA C/ 
EL MINISTERIO DEL INTERIOR” N° 609-2019.-i”. 

 
179 Anexo 5. 2019 04 30. Resolución N°398 Policía Nacional  
180 Anexo 5. 2019 04 30. Resolución N°398 Policía Nacional 
181 Anexo 6. Acción judicial de acceso a la información pública. 
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En el escrito de acción, la víctima invocó el artículo 28 de la Constitución de la 
República, el artículo 13 de la CADH (Ley 1/89), el artículo 23 de la Ley 5282/14, 
y los principios establecidos en el caso Claude Reyes y otros Vs. Chile182. 
Asimismo, citó los Principios de Tshwane sobre seguridad nacional y derecho 
a la información para demostrar los niveles de transparencia que deben existir 
cuando se alegan criterios de seguridad nacional183. 
 
En el escrito, la víctima alegó que por razones de seguridad nacional no 
constituye una justificación automática para denegar información pública. Por el 
contrario, tanto la jurisprudencia interamericana como los Principios Globales 
sobre Seguridad Nacional y el Derecho a la Información (Principios de Tshwane) 
establecen que toda restricción al acceso a la información debe estar prevista 
por ley, perseguir un fin legítimo y ser estrictamente necesaria y proporcional en 
una sociedad democrática184. En consecuencia, corresponde a la autoridad 
pública demostrar de manera específica el daño que produciría la divulgación de 
la información solicitada, sin que resulten admisibles invocaciones genéricas o 
abstractas de la seguridad nacional185. 
 
También citó la sentencia de la Corte Interamericana, en el caso Claude Reyes 
y otros vs. Chile, por el cual reconoció que el acceso a la información pública 
forma parte del derecho protegido por el artículo 13 de la Convención Americana 
y afirmó que el Estado tiene la carga de fundamentar adecuadamente cualquier 
negativa de acceso186. Esta obligación se ve reforzada por los Principios de 
Tshwane, según los cuales la información relativa a la actuación estatal, 
especialmente cuando puede afectar derechos humanos, se encuentra sometida 
a una fuerte presunción de publicidad y rendición de cuentas, aun cuando se 
invoquen intereses de seguridad nacional187. 
 
Por tanto, la víctima alegó que tratándose de tecnologías de vigilancia con 
potencial impacto sobre derechos fundamentales, son exigibles mayores niveles 
de transparencia, control público y escrutinio democrático188. 
 

6. Informe circunstanciado del MDI — 26 de julio de 2019 
 
El 26 de julio de 2019, el Procurador General de la República, Sergio A. 
Coscia Nogues, en nombre y representación del Ministerio del Interior, presentó 
el informe circunstanciado requerido por el juzgado y solicitó el rechazo de la 
acción189. El MDI argumentó que la solicitud fue debidamente respondida y que 
la información denegada era de carácter reservado conforme a la Ley N° 
5282/14, la Ley N° 222/93 (modificada por Ley N° 5757/16), la Ley N° 1337/99 y 
la Ley N° 4739/11. Señaló que la información solicitada constituía “datos 
sensibles que se refieren a instrumentos, herramientas y sistemas de actuación 

 
182 Anexo 6. Acción judicial de acceso a la información pública. Página 5 y 6 
183 Anexo 6. Acción judicial de acceso a la información pública. Página 13 
184 Anexo 6. Acción judicial de acceso a la información pública. Página 8 a 13 
185 Anexo 6. Acción judicial de acceso a la información pública. Página 13 y 14 
186 Anexo 6. Acción judicial de acceso a la información pública. Página 8 
187 Anexo 6. Acción judicial de acceso a la información pública. Página 13 
188 Anexo 6. Acción judicial de acceso a la información pública. Página 12 y 13 
189Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Páginas 17 a 29 
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con los cuales desarrolla sus funciones de prevención de la delincuencia, 
preservación del orden público y seguridad de las personas, entidades y sus 
bienes"190, y que "todas las cuestiones referentes a la planificación, desarrollo y 
ejecución del sistema aludido, fueron presentadas mediante informes discutidos 
y aprobados dentro del Consejo de Defensa Nacional, cuyas deliberaciones son 
de carácter reservado de conformidad con los arts. 12 y 13 de la Ley N° 
1337/99”191. 
 
En otras palabras, sostuvo que todo aquello que pasa por el Consejo de Defensa 
Nacional debe ser indefectiblemente reservado por el solo hecho de haber sido 
tratado en ese órgano. 
 

7. Sentencia de Primera Instancia — S.D. N° 40 — 1° de agosto de 2019 
 
El 1° de agosto de 2019, el Juzgado Penal de Garantías N° 9 de la Capital, a 
cargo del Juez Rolando Duarte Martínez, dictó la Sentencia Definitiva N° 40, 
por la cual resolvió: “NO HACER LUGAR al Amparo Constitucional promovido 
por la señora MARICARMEN SEQUERA BUZARQUIS, por derecho propio y 
BAJO PATROCINIO DE LOS ABOGADOS FEDERICO LEGAL AGUILAR Y 
EZEQUIEL F. SANTAGADA, en contra del MINISTERIO DEL INTERIOR. 
IMPONER las costas en el orden causado”192. 
 
El juzgado sostuvo que: “Si bien es cierto lo referido por la amparista, en el 
sentido de que no se ha referido en que Ley se encuentra fundada como secreta 
o de carácter reservado la resolución 238, antes citada, que deniega el pedido 
de acceso a la información pública, esta magistratura, debe tener en cuenta que 
la Policía Nacional es un órgano de seguridad interna del Estado, conforme lo 
dispone el Art. 175 de la Constitución Nacional”193. Asimismo, el Juzgado hizo 
referencia al artículo 6 de la Ley N° 5757/16, que enuncia las funciones, 
obligaciones y atribuciones de la Policía Nacional194. 
 
También consideró que el sistema tecnológico biométrico, fue planificado y 
aprobado dentro del Consejo de Defensa Nacional, cuyas deliberaciones son de 
carácter reservado. Mencionó además que “el art. 11 de la Ley N° 4739/11, por 
el cual se crea el ‘Sistema 911 de atención, despacho y seguimiento de 
comunicaciones de emergencia’, (…) establece una excepción al principio de 
publicidad, en el sentido de que los funcionarios correspondientes al Sistema 
911 manejarán la información generada en las operaciones de su competencia 
con la confidencialidad necesaria para salvaguardar la seguridad e integridad de 
los usuarios”. En ese marco, advirtió que “El Director del Centro de Seguridad y 
Emergencia deberá brindar la información que tenga en sus registros solamente 
por orden de juez competente”195.  
 

Concluyó entonces que: 

 
190 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Página 21.  
191 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Página 21.  
192 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal  
193 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Páginas 39 a 42  
194 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Página 40  
195 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Páginas 39 a 41.  
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“ (...) en base a las disposiciones legales señaladas anteriormente, si bien 
la institución demandada ha emitido una respuesta parcial con relación a 
la solicitud de la amparista, habiendo denegado los puntos citados por 
ser considerados de carácter reservado, las informaciones solicitadas 
son custodiadas por las instituciones del Estado, encargadas de la 
seguridad interna de la sociedad, la cual tiene como finalidad determinar 
las políticas de seguridad a fin de garantizar la seguridad de la sociedad 
y la protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos, por lo 
que dicha información requerida podría ocasionar un daño al Estado al 
difundirla, en caso de ser obtenida por terceros, personas con propósitos 
desconocidos, con procesos judiciales o grupos criminales, poniendo en 
riesgo la seguridad de los ciudadanos garantizada en la Constitución 
Nacional. Así también, se debe resaltar lo dispuesto por S.D. N° 39 de 
fecha 06 de junio de 2019, dictado por el Tribunal de Apelación en lo 
Penal Cuarta Sala, Capital, en cual se ha sentado una opinión sobre la 
respuesta a la solicitud de información a las instituciones de conformidad 
al a la ley 5282/14, en donde se manifiesta que al haberse otorgado una 
respuesta favorable a la pretensión jurídica del accionante, de conocer 
los datos requeridos, por lo que la viabilidad de la pretensión jurídica 
esencial decae en transcendencia, pues su objeto ha sido cumplido antes 
del examen final. 
 
En ese sentido, no existe acto lesivo contra un derecho o garantía 
constitucional, pues la amparista no fue privada del derecho al acceso de 
la información pública que debe ser velada por el estado, por lo que 
corresponde rechazar el presente amparo por su notoria 
improcedencia”196. 

 

En síntesis, el juzgado exigió los requisitos del amparo constitucional a una 
acción de acceso a la información pública. Además, no realizó un análisis 
diferenciado y pormenorizado de las distintas categorías de información 
solicitadas, ni identificó una disposición legal clara y específica que estableciera 
la reserva de cada una de ellas. Asimismo, si bien invocó finalidades vinculadas 
con el orden público y la seguridad, no evaluó de manera concreta, bajo un test 
de necesidad y proporcionalidad, de qué forma la divulgación de la información 
requerida podía afectar efectivamente dichos fines, limitándose a sostener que 
de ser obtenidas por terceros, podrían generar un riesgo.  
 

8. Recurso de Apelación y Sentencia de Segunda Instancia — A.y S. N° 70 
— 28 de agosto de 2019 

 
Los abogados de la víctima interpusieron recurso de apelación, expresando 
agravios centrados en que el juzgado había omitido analizar múltiples cuestiones 
de hecho y de derecho esenciales, y había legitimado la arbitrariedad del MDI. 
Asimismo, señalaron de manera expresa que el juzgado confundió la acción de 
acceso a la información —regida sustancialmente por la Ley N° 5282/14— con 
un amparo constitucional ordinario. Señalaron que la acción no se trata 
propiamente de un amparo constitucional, sino de una acción judicial de acceso 
a la información pública en los términos del Título VI de la Ley 5282 que fue 

 
196 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Páginas 39 a 42  
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reglamentado por la Acordada 1.005 para que se tramite por la vía del amparo 
de acuerdo con el Código Procesal Civil.  
 
El 28 de agosto de 2019, el Tribunal de Apelación en lo Penal, Cuarta Sala 
de la Capital, integrado por los miembros Arnulfo Arias Maldonado 
(preopinante), Emiliano Rolón Fernández y Carlos Ortiz Barrios, dictó el 
Acuerdo y Sentencia N° 70, resolviendo: “1- CONFIRMAR, por los fundamentos 
precedentemente expuestos, la sentencia apelada — S.D. N° 40 de fecha 01 de 
agosto de 2019 — en todas sus partes”197. 
 
El Tribunal nuevamente resolvió la cuestión como un amparo constitucional 
ordinario, a pesar de que, en sus mismos fundamentos, señaló lo que se había 
escrito en la apelación: 
 

“No obstante haber admitido la agraviada, que la acción promovida; ".... no 
se trata propiamente de un amparo constitucional, sino de una acción judicial 
de acceso a la información pública en los términos del Título VI de la Ley 
5282 que fue reglamentado por la Acordada 1.005 para que se tramite por 
la vía del amparo de acuerdo con el Código Procesal Civil...", sin embargo 
el mecanismo legal esencial que regula el ejercicio de las Garantías 
Constitucionales, se halla previsto en el Art. 136 de la Carta Magna, que a 
su vez prevé las condiciones para remediar la omisión o el acto ilegítimo de 
la autoridad- en este caso- , que con la acción reclama-2”. 

 
Es decir, por una cuestión “administrativa”, dado que, al momento de los hechos, 
la única forma de ingresar una acción judicial de acceso a la información era por 
la sede administrativa de “Garantías Constitucionales” (ubicada en la sede 
central del Poder Judicial de Paraguay, en la ciudad de Asunción), el juzgado 
entendió que se había interpuesto una acción de amparo. 
 
En vez de analizar el caso bajo los estándares específicos aplicables al derecho 
de acceso a la información pública, el Tribunal centró su examen en los requisitos 
restrictivos del amparo constitucional ordinario, pese a tratarse de una acción 
expresamente prevista por la Ley N° 5282/14 para garantizar el acceso a 
información pública198. 
 
En definitiva, el Tribunal de Apelación señaló que la víctima “no ha 
individualizado la lesión grave o el perjuicio que dicho acto le ha ocasionado en 
un derecho o una garantía consagrada en la Constitución o en la Ley, que le 
afecte personalmente a la demandante”199 y que no quedó justificada “la urgencia 
del caso que no pudiera remediarse por la vía ordinaria”200, presupuestos 
exigidos por el art. 134 de la Constitución de la República del Paraguay para la 
procedencia del amparo. Asimismo, consideró que no se encontraba acreditada 
la legitimación activa, ni tampoco la existencia de peligro inminente o urgencia, 
concluyendo de este modo que no se encontraban reunidos los presupuestos 
necesarios para la procedencia del amparo201. 

 
197 Anexo 8. 2019 08 28. Acuerdo y Sentencia. Tribunal de Apelación. Página 8.  
198 Anexo 8. 2019 08 28. Acuerdo y Sentencia. Tribunal de Apelación. Página 6, 7 y 8. 
199 Anexo 8. 2019 08 28. Acuerdo y Sentencia. Tribunal de Apelación. Página 6. 
200 Anexo 8. 2019 08 28. Acuerdo y Sentencia. Tribunal de Apelación. Página 8. 
201 Anexo 8. 2019 08 28. Acuerdo y Sentencia. Tribunal de Apelación. Página 8. 



 

55 

 
9. Acción de Inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia — 

Admisión: A.I. N° 1620 — 28 de octubre de 2020 
 
Los abogados de la víctima promovieron acción de inconstitucionalidad ante 
la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en contra tanto de la 
S.D. N° 40 como del A.y S. N° 70, argumentando que ambas resoluciones eran 
arbitrarias por falta de fundamentación razonada, que sus argumentaciones 
resultaban inconstitucionales de acuerdo con las convenciones que amparan el 
derecho de acceso a la información pública y a la libertad de expresión, y que se 
había denegado el acceso a la justicia consagrado en el artículo 25 de la 
Convención Americana202. 
 
El 28 de octubre de 2020, la Sala Constitucional dictó el Auto Interlocutorio N° 
1620, por el cual decidió admitir la acción, con la siguiente consideración: 
 

“QUE, analizado el escrito de presentación se constata que los accionantes 
han justificado concretamente la lesión constitucional alegada, como 
también han citado las normas que consideran vulneradas, exponiendo con 
claridad y precisión su planteamiento, razones por las que corresponde dar 
trámite a la acción de inconstitucionalidad y librar el oficio 
correspondiente”203. 
 

10. Acuerdo y Sentencia N° 843 — Corte Suprema de Justicia, Sala 
Constitucional — 7 de agosto de 2024 

 
El 7 de agosto de 2024, luego de más de cuatro años desde la admisión de la 
acción, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, integrada por 
los Ministros Gustavo Santander Dans, Víctor Ríos Ojeda y César Diésel 
Junghanns, dictó el Acuerdo y Sentencia N° 843, resolviendo: 
 

“HACER LUGAR PARCIALMENTE a la Acción de Inconstitucionalidad 
promovida por la señora Maricarmen Sequera Buzarquis, y, declarar la 
nulidad del Acuerdo y Sentencia N° 70 de fecha 28 de agosto de 2019, 
dictado por el Tribunal de Apelación en lo Penal, Cuarta Sala, de 
conformidad a lo expuesto en el exordio de la presente resolución. 
ORDENAR el reenvío al siguiente Tribunal que le sigue en el orden de turno 
para su nuevo juzgamiento, de conformidad a lo establecido en el Art. 560 
del C.P.C. IMPONER las costas en el orden causado.204" 
 

El Ministro preopinante Diésel Junghanns señaló que la Ley N° 5282/14 
establece que cualquier persona puede reclamar judicialmente el efectivo 
ejercicio del derecho de acceso a la información sin necesidad de justificar las 
razones de su solicitud (art. 4°), y que la Acordada N° 1005/2015 solo reguló el 
procedimiento para tramitar esas acciones, sin poder alterar los presupuestos 
sustanciales de procedencia previstos en la ley especial: 
 

 
202 Anexo 9. Acción de inconstitucionalidad.  
203 Anexo 10. AI admisión inconstitucionalidad CSJ 
204 Anexo 11. 2024 08 07. Acuerdo y Sentencia Corte Suprema de Justicia. Página 8. 
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“Es evidente que no nos encontramos en presencia de acciones de amparo 
constitucional, sino ante acciones de acceso a la información pública, a las 
que se aplicarán los requisitos de procedencia así como las reglas 
procesales del amparo, siempre y cuando no contradigan las disposiciones 
generales establecidas en la Ley que rige la materia — N° 5282/2014”205. 
 
(...) 
 
“En consecuencia, considero que es arbitraria la decisión del Tribunal de 
Apelación en lo Penal, Cuarta Sala, por desconocer lo establecido en la Ley 
N° 5282/14 y considerar que la acción se trataba lisa y llanamente de una 
acción de amparo”206. 
 

El Ministro Ríos Ojeda complementó señalando que se cometió arbitrariedad 
normativa en dos formas reconocidas por la doctrina: interpretación desordenada 
al alterar la jerarquía normativa, y prescindencia del texto legal aplicable al 
caso207. Asimismo, consideró que:  
 

“En rigor, las peticiones jurisdiccionales del acceso a la información pública 
imponen el abordaje analítico a la luz de la Ley 5282/14, con un enfoque 
constitucional que parte de lo dispuesto por el art. 28, en concordancia con 
el art. 40 de la CN; sopesado con otros derechos igualmente 
constitucionales si el caso así lo demandare”208. 
 

El Ministro Santander Dans añadió que ambas resoluciones atacadas eran 
arbitrarias: 
 

"Entonces, a la luz de la normativa señalada, desestimar una acción de 
acceso a la información bajo pretexto de que no se reúnen las condiciones 
de procedencia del amparo común, configura una decisión que interpreta 
arbitrariamente la ley y que, ciertamente, pone en juego el ejercicio legítimo 
de la defensa en juicio"209. 
 

Sin embargo, la Sala Constitucional resolvió únicamente declarar la nulidad del 
A.y S. N° 70 (Cuarta Sala), dejando sin resolver —al menos en esa instancia— 
la cuestión de fondo relativa a la constitucionalidad de la denegatoria de 
información, y ordenando el reenvío al siguiente Tribunal de Apelación en orden 
de turno210. 
 

11. Segunda Sentencia de Segunda Instancia — A.y S. N° 88 — 17 de 
diciembre de 2025 

 
En cumplimiento del reenvío ordenado por la Corte Suprema, la causa fue 
remitida al Tribunal de Apelación en lo Penal, Primera Sala de la Capital, 
integrado por los miembros Jesús María Riera Manzoni (preopinante), 

 
205 Anexo 11. 2024 08 07. Acuerdo y Sentencia Corte Suprema de Justicia. Página 2. 
206 Ibid. 
207 Anexo 11. 2024 08 07. Acuerdo y Sentencia Corte Suprema de Justicia. Página 3. 
208 Ibid. 
209 Anexo 11. 2024 08 07. Acuerdo y Sentencia Corte Suprema de Justicia. Página 7. 
210 Anexo 11. 2024 08 07. Acuerdo y Sentencia Corte Suprema de Justicia. Página 8. 
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Paublino Escobar Garay y Camilo Torres Leguizamón, quien dictó el 
Acuerdo y Sentencia N° 88 el 17 de diciembre de 2025, resolviendo: 
 

“1- DECLARAR la competencia de esta Sala del Tribunal de Apelaciones 
para entender en el mecanismo de impugnación deducido. 2- DECLARAR 
la admisibilidad del recurso de apelación interpuesto por los Abgs. Federico 
Legal Aguilar y Ezequiel F. Santagada, contra la S.D. N° 40 de fecha 01 de 
Agosto de 2019, dictada por el Juzgado Penal de Garantías N° 09 de la 
Capital. 3- CONFIRMAR la S.D. N° 40 de fecha 01 de Agosto de 2019, 
dictada por el Juzgado Penal de Garantías N° 09 de la Capital, de 
conformidad a los fundamentos expuestos en la presente resolución. 4- 
IMPONER las costas en el orden causado”211. 

 
El Tribunal confirmó nuevamente el rechazo de la acción promovida por la 
víctima. En primer término -a pesar de la decisión de la Corte Suprema que avaló 
la vía utilizada- atribuyó nuevamente a la recurrente una supuesta utilización 
incorrecta de la vía procesal, argumentando que había planteado la acción bajo 
elementos propios del amparo constitucional ordinario, pese a tratarse de una 
acción específica de acceso a la información pública regulada expresamente por 
la Ley N° 5282/14212. 
 
Al ingresar al análisis de fondo, el Tribunal construyó una supuesta “pugna” entre 
dos “corrientes doctrinarias” del derecho penal: el “garantismo” y el 
“eficientismo”. Consideró que la demandante, utilizando una garantía 
constitucional, pretendía acceder a información vinculada con la “eficiencia” de 
un sistema de seguridad. Sostuvo que se producía una disociación entre 
garantismo y eficientismo, ya que la obtención de los datos específicos 
solicitados podría vulnerar derechos constitucionales que, a su vez, operarían 
como garantías de otras personas213. 
 
El Tribunal hizo referencia a que la accionante solicitó, entre otros aspectos, 
conocer la ubicación de cámaras de vigilancia urbana del Ministerio del Interior, 
así como detalles relativos al reconocimiento biométrico implementado, su 
funcionamiento, utilización y custodia de datos. En ese contexto, sostuvo que la 
posibilidad de reconocer personas mediante dichas cámaras “escapa” al 
Ministerio del Interior y correspondería, en cambio, a la Comandancia de la 
Policía Nacional o a la policía subordinada al agente fiscal interviniente en una 
causa penal concreta214. 
 
Asimismo, afirmó que el interés general debía prevalecer sobre el interés 
particular. Para sostener esa posición, expresó que: “Ante la oleada de hechos 
punibles que ocurren en las calles, es un resguardo de la eficiencia, de la Policía 
Nacional y de los Agentes Fiscales, el que las ubicaciones de las cámaras de 
vigilancia urbanas no sea conocida, porque su conocimiento facilitaría una mejor 
organización de grupos criminales o de delincuentes que no actúan en base a la 
ocasión, para perpetrar sus hechos punibles en contra de las personas”215.  

 
211 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Páginas 9 y 10. 
212 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 3 
213 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Páginas 4 y 5. 
214 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 5 
215 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 5 
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A partir de ello, el Tribunal entendió que existía una colisión entre derechos 
constitucionales de igual jerarquía. Mencionó, por ejemplo, el derecho de las 
personas a “sentirse seguras en las calles que no les pase nada a sus vidas”, a 
“transitar libremente en las calles” y a “reunirse tranquilamente”. Añadió también 
que “desde el punto de vista represivo, (…) las víctimas tienen el derecho de 
exigir a las fuerzas de seguridad el reconocimiento y el hallazgo de los autores 
del ilícito que pudieran haber sufrido”216. Sobre esa base, concluyó que el 
derecho de acceso a la información debía ceder frente a los derechos a la vida, 
reunión y libre tránsito. Consideró además que estos últimos involucraban a una 
mayor cantidad de personas, mientras que el derecho a la información 
correspondería únicamente a la demandante217. 
 
El Tribunal cuestionó también que la solicitante no hubiera explicitado el 
propósito o uso que pretendía dar a la información requerida218. 
 
Asimismo, indicó que el legislador nacional había regulado el derecho de acceso 
a la información pública “colocando la creación de un concepto de información 
reservada, que es la que debe ser protegida o restringida a una porción de 
personas porque el que todos puedan conocerla implicaría graves peligros o 
daños a la Nación”219. Agregó que el Código Procesal Penal y el Código Penal 
contemplarían nociones vinculadas a “secretos de Estado”, aunque sin identificar 
normas específicas ni desarrollar un análisis concreto de tales regulaciones220. 
 
A partir de ello, sostuvo que la cuestión consistía en definir si determinada 
información “puede o no ser subsumida específicamente en secreto de Estado o 
en resguardo de eficiencia de bienes jurídicos más importantes pertenecientes a 
mayor cantidad de personas, entendiendo este Magistrado que la primera es 
reconocida en el artículo 22 de la ley 5.282/14 y estamos ante la segunda 
posibilidad mencionada”221. 
 
El Tribunal esbozó además, de manera sumamente concisa, otros argumentos 
adicionales. Entre ellos, sostuvo que era erróneo afirmar que el Ministerio del 
Interior no brindó respuesta o que esta fue incompleta o parcial222. También 
afirmó que los derechos de la demandante no se verían afectados por la 
instalación de sistemas de reconocimiento facial en cámaras de seguridad 
pública, debido a que las cámaras se encuentran ubicadas en vías o espacios 
públicos, razón por la cual —según el Tribunal— no podría invocarse una 
afectación al derecho a la intimidad223. 
 
Adicionalmente, consideró que la ubicación y el mapeo de cámaras con 
reconocimiento facial “necesariamente” debían mantenerse en reserva debido a 
la propia finalidad del sistema, consolidando así una interpretación amplia, 

 
216 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Páginas 5 y 6 
217 Ibid. 
218 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 6 
219 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 7 
220 Ibid. 
221 Ibid. 
222Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 7 
223 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
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indeterminada y genérica de las excepciones basadas en seguridad pública. De 
hecho, sostuvo que para determinar qué información puede considerarse 
reservada “necesariamente debe acudirse al criterio judicial, porque la ley solo 
crea la información reservada, pero no la crea taxativamente, ni da indicadores 
para ello, sino que las deja en un campo enunciativo, ni tan siquiera, porque al 
crear el concepto, pero no definirlo, significa que deja esta tarea al órgano 
juzgador”224. 
 
Finalmente, el Tribunal realizó una referencia confusa y parcial a la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para justificar 
su posición. En particular, mencionó el Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile 
indicando únicamente que en su párrafo 88 se afirma que “El derecho de acceso 
a la información bajo control del Estado admite restricciones”225. Asimismo, hizo 
referencia a los casos Caso López Álvarez y “Palmerola” vs. Honduras “donde 
se determinan que la restricción a la libertad de expresión depende de la 
satisfacción de un interés público imperativo”226. Estas constituyeron las únicas 
referencias efectuadas a la jurisprudencia interamericana, no sólo de manera 
fragmentaria e incompleta, sino omitiendo totalmente el desarrollo realizado por 
la Corte IDH en materia de legalidad estricta, máxima divulgación, necesidad y 
proporcionalidad de las restricciones al acceso a la información pública. 
 
El 19 de diciembre de 2025, el Tribunal de Apelación en lo Penal, Primera Sala 
de la Capital, notificó el A.y S. N° 88 al abogado Ezequiel F. Santagada 
mediante Cédula de Notificación, en la que se transcribió la parte resolutiva de 
la sentencia227. 
 
IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
A continuación, nos referiremos a los derechos que consideramos que fueron 
violados como consecuencia de la negativa estatal a brindar información pública 
vinculada con sistemas de videovigilancia y reconocimiento facial 
implementados por autoridades paraguayas. 
 
En primer lugar, demostraremos que el Estado de Paraguay es responsable por 
la violación de los derechos reconocidos en los artículos 13 (libertad de 
pensamiento y de expresión – acceso a la información) y 11 (vida privada – 
autodeterminación informativa) de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Ello, debido a 
que las autoridades estatales denegaron arbitrariamente el acceso a información 
pública de alto interés público relativa a sistemas estatales de vigilancia, 
reconocimiento facial y tratamiento de datos personales.  
 
En segundo lugar, sostendremos que el Estado de Paraguay es responsable por 
la violación de los derechos reconocidos en los artículos 8.1 (garantías judiciales) 
y 25 (protección judicial) de la Convención Americana, en relación con los 
artículos 1.1 del mismo instrumento. Ello, debido a que las autoridades 

 
224 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
225 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
226 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
227 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación.  Página 11 
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administrativas y judiciales no garantizaron un recurso sencillo, rápido y efectivo 
para revisar la legalidad de las restricciones impuestas al derecho de acceso a 
la información pública.  
 
En tercer lugar, demostraremos que el Estado de Paraguay es responsable por 
la violación del derecho reconocido en el artículo 25 (protección judicial) de la 
Convención Americana, en relación con su artículo 2. Esto, debido a que su 
marco normativo no garantiza un recurso judicial efectivo contra la denegación 
arbitraria del acceso a la información pública.  
 

A. El Estado de Paraguay es responsable por la violación de los derechos 
reconocidos en los artículos 13 (libertad de pensamiento y de expresión - 
acceso a la información) y 11 (vida privada – autodeterminación 
informativa) de la CADH, en relación con los artículos 1.1 del mismo 
instrumento 

 
El artículo 13.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce 
el derecho de toda persona a la libertad de pensamiento y expresión, incluyendo 
expresamente la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones de toda 
índole. Asimismo, el artículo 13.2 establece que el ejercicio de este derecho no 
puede estar sujeto a censura sino a responsabilidades ulteriores, que deben 
estar expresamente fijadas por ley y ser necesarias para asegurar el respeto a 
los derechos o a la reputación de los demás, o la protección de la seguridad 
nacional, el orden público o la salud o la moral públicas228. 
 
El artículo 11 de la Convención Americana establece lo siguiente: 
 

“Protección de la Honra y de la Dignidad  
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento 
de su dignidad.  
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida 
privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni 
de ataques ilegales a su honra o reputación.  
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 
injerencias o esos ataques”229. 

 
En el presente caso, el Estado de Paraguay violó ambos derechos al denegar el 
acceso a información pública vinculada con la implementación y funcionamiento 
de sistemas estatales de vigilancia biométrica y reconocimiento facial. La 
información solicitada se encontraba bajo control estatal y se refería, entre otras 
cuestiones, a protocolos de funcionamiento, tratamiento y almacenamiento de 
datos personales, utilización de bases de datos biométricas, mecanismos de 
supervisión, salvaguardas destinadas a prevenir abusos y realización de 
evaluación de impacto en derechos humanos. En consecuencia, la negativa 
estatal no sólo restringió arbitrariamente el derecho de acceso a la información 
pública, sino que además afectó el derecho de la víctima -y de la sociedad 
paraguaya en su  conjunto- a conocer cómo el Estado recopilaba, procesaba, 

 
228 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José). Adoptada en San 
José, Costa Rica el 22 de noviembre de 1969. Entrada en Vigor: 18 de julio de 1978. Ratificada 
por Paraguay el 18 de agosto de 1989. 
229 Ibid. 
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almacenaba y utilizaba datos personales potencialmente vinculados con su 
propia identidad e imagen, así como evaluaba y prevenía potenciales daños, 
comprometiendo así su derecho a la vida privada y a la autodeterminación 
informativa. 
 
A continuación, se desarrollará, en primer lugar, que la información requerida se 
encontraba bajo control del Estado y estaba sujeta al principio de máxima 
divulgación. En segundo término, se demostrará que la restricción impuesta por 
las autoridades paraguayas no cumplió con los requisitos de legalidad estricta, 
necesidad y proporcionalidad exigidos por la Convención Americana y los 
estándares interamericanos. Finalmente, se expondrá que la falta de acceso a 
dicha información impidió conocer las medidas adoptadas por el Estado para 
prevenir y mitigar potenciales violaciones, así como las condiciones de 
recolección, uso y almacenamiento de datos personales, afectando el derecho a 
la vida privada y a la autodeterminación informativa de la víctima. 

 

1. La información solicitada se encontraba bajo control del Estado y estaba 
sujeta al principio de máxima divulgación. 

 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido de manera 
reiterada que el artículo 13 de la Convención “protege el derecho que tiene toda 
persona a solicitar el acceso a la información bajo el control del Estado, con las 
salvedades permitidas bajo el régimen de restricciones de la Convención”230. 
Esto “ampara el derecho de las personas a recibir dicha información y la 
obligación positiva del Estado de suministrarla”231 o, en su caso, ofrecer una 
respuesta debidamente fundamentada cuando exista una restricción legítima. 
Asimismo, la Corte IDH ha establecido que el acceso a la información pública no 
requiere acreditar interés directo ni afectación personal para solicitarla, salvo en 
los casos en que se aplique una legítima restricción232. 
 
La Corte IDH también señaló que el actuar estatal debe regirse por los principios 
de publicidad y transparencia en la gestión pública, ya que ello permite a las 
personas ejercer control democrático sobre las actividades estatales, cuestionar 
el adecuado cumplimiento de las funciones públicas y participar en la gestión 
pública233. En ese sentido, destacó que “para que las personas puedan ejercer 
el control democrático es esencial que el Estado garantice el acceso a la 
información de interés público bajo su control”234. 
 
Asimismo, la Corte estableció que en una sociedad democrática rige el principio 
de máxima divulgación, según el cual toda información bajo control estatal se 
presume accesible, sujeto a un sistema restringido de excepciones235. Este 
principio constituye uno de los estándares principales del derecho de acceso a 

 
230 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151. Párrafo 77 
231 Ibid. 
232 Ibid. 
233 Ibid. Párrafo 86. 
234 Ibid. Párrafo 87. 
235 Ibid. Párrafo 92. 
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la información en el sistema interamericano y ha sido desarrollado de manera 
consistente por distintos órganos de la Organización de los Estados Americanos. 
 
En esa línea, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), a 
través de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión, reconoció en 
su Principio 4 que “el acceso a la información en poder del Estado es un derecho 
fundamental de los individuos”236 y que las limitaciones a este derecho solo 
pueden admitirse de manera excepcional, cuando estén previamente 
establecidas por ley y exista “un peligro real e inminente que amenace la 
seguridad nacional en sociedades democráticas”237.  
 
Por su parte, el Comité Jurídico Interamericano, en los Principios sobre el 
Derecho de Acceso a la Información, estableció que “toda información es 
accesible en principio”238 y que el acceso a la información constituye un derecho 
humano fundamental sujeto únicamente a un régimen limitado de excepciones, 
compatibles con una sociedad democrática y proporcionales al interés que las 
justifica239. Asimismo, precisó que el derecho de acceso comprende toda 
información en posesión de órganos públicos, y que tienen el deber de difundir 
información relativa a sus funciones y actividades (lo que incluye su política, 
presupuestos, subsidios, contratos, entre otras cuestiones), de forma rutinaria y 
proactiva, incluso en ausencia de una solicitud específica240. 
 
De igual manera, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión  (RELE) de 
la CIDH, en el informe “El Derecho de Acceso a la Información en el Marco 
Jurídico Interamericano”, señaló que el principio de máxima divulgación exige 
“diseñar un régimen jurídico en el cual la transparencia y el derecho de acceso 
a la información sean la regla general sometida a estrictas y limitadas 
excepciones”241. La Relatoría destacó que toda decisión que deniegue 
información debe estar debidamente motivada y que corresponde al Estado la 
carga de demostrar que la información solicitada no puede ser revelada. 
Asimismo, indicó que ante dudas o vacíos normativos debe prevalecer el 
derecho de acceso a la información242. 
 
La RELE también destacó que, aunque el derecho de acceso a la información 
puede estar sujeto a limitaciones, estas deben cumplir estrictamente los 
requisitos derivados del artículo 13.2 de la Convención Americana, a saber: 
excepcionalidad, legalidad, objetivos legítimos, necesidad y estricta 
proporcionalidad243. Del mismo modo, enfatizó que los sujetos obligados deben 
actuar conforme al principio de buena fe, interpretando las normas de manera 
que sirva para “cumplir los fines perseguidos por el derecho de acceso, que 

 
236 CIDH. Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión. 108° período ordinario de 
sesiones, celebrado del 2 al 20 de octubre de 2000. Principio 4. 
237 Ibid. 
238 Comité Jurídico Interamericano. Principios sobre el Derecho de Acceso a la Información. 
CJI/RES. 147 (LXXIII-O/08). 7 de agosto de 2008. Principio 1. 
239 Ibid. 
240 Ibid. Principios 3 y 4.  
241 CIDH. El Derecho de Acceso a la Información en el Marco Jurídico Interamericano. 
OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF. 1/09. 30 de diciembre de 2009. Página 3. 
242 Ibid. 
243 Ibid. Páginas 3 y 4.  
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aseguren la estricta aplicación del derecho, brinden los medios de asistencia 
necesarios a los solicitantes, promuevan una cultura de transparencia, 
coadyuven a transparentar la gestión pública, y actúen con diligencia, 
profesionalidad y lealtad institucional”244.  
 
Este principio también ha sido receptado por la Ley Modelo Interamericana sobre 
Acceso a la Información Pública245 y de la Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre 
Acceso a la Información Pública246. Ambos instrumentos establecen que el 
derecho de acceso a la información debe recibir la más amplia aplicación posible 
y se basa en el principio de máxima publicidad, según el cual toda información 
en poder de sujetos obligados debe ser completa, oportuna y accesible, 
quedando únicamente sujeta a excepciones claras, precisas, definidas por ley y 
estrictamente necesarias en una sociedad democrática247. 
 
Asimismo, tanto la Ley Modelo de 2010 como la Ley Modelo 2.0 establecen como 
criterio interpretativo que toda autoridad encargada de aplicar normas 
relacionadas con acceso a la información debe adoptar la interpretación que 
garantice la mayor efectividad posible del derecho248. La versión 2.0 incorpora 
además los principios pro homine e in dubio pro actione, conforme a los cuales 
debe prevalecer la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de 
acceder a la información pública249. 
 
En el presente caso, la información solicitada por la víctima se encontraba bajo 
control del Estado y, por tanto, amparada por el derecho de acceso a la 
información pública reconocido en el artículo 13 de la Convención Americana. La 
solicitud se dirigía al Ministerio del Interior respecto de información vinculada con 
la implementación, funcionamiento y supervisión de sistemas estatales de 
vigilancia biométrica y reconocimiento facial operados por organismos públicos, 
así como sobre la existencia de a protocolos de funcionamiento, tratamiento y 
almacenamiento de datos personales, utilización de bases de datos biométricas, 
mecanismos de supervisión, salvaguardas destinadas a prevenir abusos y 
realización de evaluación de impacto en derechos humanos. Sin embargo, tanto 
el Ministerio del Interior como la Policía Nacional -dependiente de dicho 
Ministerio- rechazaron la entrega de parte de la información solicitada alegando 

 
244 Ibid. Página 5. 
245 Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la 
Información Pública y su Guía de Implementación. AG/RES.2607 (XL-O/10). OEA/Ser.D/XIX.12. 
2010 
246 Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre Acceso a la 
Información Pública. AG/RES.2958 (L-O/20). OEA/Ser.D/XIX.12. 2020 
247 Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la 
Información Pública y su Guía de Implementación. AG/RES.2607 (XL-O/10). OEA/Ser.D/XIX.12. 
2010. Artículo 2; Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre 
Acceso a la Información Pública. AG/RES.2958 (L-O/20). OEA/Ser.D/XIX.12. 2020. Artículo 2. 
248 Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la 
Información Pública y su Guía de Implementación. AG/RES.2607 (XL-O/10). OEA/Ser.D/XIX.12. 
2010. Artículo 7; Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre 
Acceso a la Información Pública. AG/RES.2958 (L-O/20). OEA/Ser.D/XIX.12. 2020. Artículo 4. 
249 Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre Acceso a la 
Información Pública. AG/RES.2958 (L-O/20). OEA/Ser.D/XIX.12. 2020. Artículo 2. 
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que se trataba de “datos de seguridad reservados” 250. En consecuencia, las 
autoridades no negaron la existencia ni la posesión de dicha información. Por el 
contrario, se limitaron a denegar su acceso con fundamento en supuestas 
razones de reserva vinculadas a la seguridad interna. 
 
Parte de la información solicitada se relacionaba con aspectos respecto de los 
cuales los órganos del sistema interamericano han señalado que existe un 
interés público particularmente intenso y, en ciertos casos, deberes reforzados 
de transparencia activa251. La solicitud comprendía información sobre protocolos 
de funcionamiento, bases de datos biométricas, tratamiento y almacenamiento 
de datos personales, mecanismos de supervisión, tasas de error y 
funcionamiento de tecnologías de reconocimiento facial utilizadas por 
organismos estatales252.  
 
Sin embargo, el Ministerio del Interior, la Policía Nacional y, posteriormente, los 
tribunales internos invirtieron la lógica del derecho de acceso a la información 
pública desarrollada por el sistema interamericano. En lugar de partir de la 
presunción de publicidad derivada del principio de máxima divulgación, 
asumieron que toda información vinculada con seguridad o vigilancia estatal 
podía mantenerse reservada de manera amplia y genérica, sin contar con una 
prohibición legal expresa. Así, justificaron la negativa principalmente sobre la 
base de afirmaciones abstractas relativas a la “seguridad interna del Estado” y el 
“orden público”, sin analizar -como veremos en el apartado siguiente- si cada 
una de las categorías de información solicitada se encontraba efectivamente 
alcanzada por una excepción legal estricta y compatible con la Convención 
Americana. 
 
De hecho, el Tribunal de Apelación reconoció que la legislación paraguaya no 
define con precisión qué información puede considerarse reservada en materia 
de seguridad, y aun así utilizó esa indeterminación normativa para ampliar 
discrecionalmente las excepciones al derecho de acceso a la información. Más 
precisamente, consideró que para establecer qué información es reservada 
“necesariamente debe acudirse al criterio judicial, porque la ley solo crea la 
información reservada, pero no la crea taxativamente, ni da indicadores para ello, 
sino que las deja en un campo enunciativo, ni tan siquiera, porque al crear el 
concepto, pero no definirlo, significa que deja esta tarea al órgano juzgador”253. 
 
Asimismo, este Tribunal cuestionó que la víctima no hubiera explicitado el 
propósito de su solicitud o demostrado una afectación individual concreta254, en 
contradicción con los estándares que establecen que no es necesario acreditar 

 
250 Anexo 4. 2019 04 26. Resolución N° 238-19 MDI Portal Unificado; Anexo 5. 2019 04 30. 
Resolución N°398 Policía Nacional  
251 CIDH. Derecho a la Información y Seguridad Nacional. OEA/Ser.L/V/II. 
CIDH/RELE/INF.24/20. Julio de 2020. Párrafos 102 y 117. 
252 Anexo 2.  2019 04 09. Solicitud de acceso a la información. Soporte papel.; Anexo 1.  2019 
04 08. Solicitud de acceso a la información. 
253 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8. 
254 Ibid. Página 6 
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un interés directo ni una afectación personal para obtener la información en 
poder del Estado255.  
 
De hecho, los órganos estatales omitieron aplicar el criterio interpretativo exigido 
por las propias normas internas invocadas por el Estado. El Decreto 
Reglamentario N° 4064/15 imponía expresamente a las autoridades la carga de 
demostrar que la excepción invocada era legítima, estrictamente necesaria y 
proporcional conforme a los estándares del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos256. Sin embargo, ni el Ministerio del Interior, ni la Policía Nacional, ni 
los tribunales internos realizaron un análisis concreto sobre la necesidad y 
proporcionalidad de la reserva respecto de cada categoría de información 
solicitada.  
 
En consecuencia, la información solicitada por la víctima se encontraba bajo 
control del Estado y estaba plenamente alcanzada por el derecho de acceso a la 
información pública protegido por el artículo 13 de la Convención Americana. 
Conforme al principio de máxima divulgación, dicha información debía 
presumirse pública y accesible, salvo que el Estado demostrara de manera 
estricta, excepcional y debidamente fundamentada la procedencia de una 
limitación compatible con la Convención Americana. Sin embargo, las 
autoridades administrativas y judiciales paraguayas aplicaron una interpretación 
amplia, genérica y discrecional de las excepciones basadas en seguridad 
pública, invirtiendo la presunción de publicidad y denegando la información de 
manera arbitraria. 
 

2. La restricción impuesta por el Estado al acceso a la información no 
cumplió con los requisitos de legalidad estricta, necesidad y 
proporcionalidad. 

 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el derecho 
de acceso a la información admite restricciones únicamente bajo condiciones 
excepcionales y estrictamente delimitadas. En el Caso Claude Reyes y otros Vs. 
Chile, el Tribunal precisó, en primer lugar, que las restricciones al acceso a la 
información deben encontrarse “previamente fijadas por ley como medio para 
asegurar que no queden al arbitrio del poder público”257. En ese sentido, ha 
enfatizado que  
 

“En tal perspectiva no es posible interpretar la expresión leyes, utilizada 
en el artículo 30, como sinónimo de cualquier norma jurídica, pues ello 
equivaldría a admitir que los derechos fundamentales pueden ser 
restringidos por la sola determinación del poder público, sin otra limitación 
formal que la de consagrar tales restricciones en disposiciones de 
carácter general 
(…) 

 
255 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 
151, párr. 77. 
256 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 4. 
257 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151. Párrafo 89. 
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El requisito según el cual las leyes han de ser dictadas por razones de 
interés general significa que deben haber sido adoptadas en función del 
"bien común" (art. 32.2), concepto que ha de interpretarse como elemento 

integrante del orden público del Estado democrático […]”258. 
 
En segundo término, la Corte señaló que toda restricción debe perseguir uno de 
los objetivos legítimos autorizados por el artículo 13.2 de la Convención 
Americana, que solo permite restricciones necesarias para asegurar “el respeto 
a los derechos o a la reputación de los demás” o “la protección de la seguridad 
nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”259. 
 
Asimismo, la Corte ha afirmado que no es factible que el Estado impida el acceso 
a cualquier información que, mediante una calificación general, se considere 
relacionada con fines de seguridad nacional, lo que resultaría incompatible con 
los estándares interamericanos de derechos humanos260. Por ese motivo, es 
necesario que la ley designe las categorías específicas y estrictas que en función 
de dicho objetivo son alcanzadas por la reserva261. 
 
Finalmente, la Corte Interamericana reiteró que las restricciones deben ser 
“necesarias en una sociedad democrática”262, lo que implica que estén 
orientadas a satisfacer un interés público imperativo y que resulten estrictamente 
proporcionales al fin perseguido. De acuerdo con el Tribunal, entre varias 
alternativas posibles debe escogerse aquella que restrinja en menor medida el 
derecho protegido263. Esto exige un análisis concreto de necesidad y 
proporcionalidad, mediante el cual el Estado explique por qué la divulgación de 
la información produciría una afectación específica y por qué no existirían 
medidas menos restrictivas capaces de proteger el interés invocado.  
 
Con relación a la protección de derechos de terceras personas, la jurisprudencia 
interamericana ha precisado que, para imponer limitaciones a la libertad de 
expresión con este objetivo “es necesario que estos derechos se encuentren 
claramente lesionados o amenazados, lo cual compete demostrar a la autoridad 
que impone la limitación”264. 
 

 
258 Corte IDH. La Expresión 
"Leyes" en el Artículo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión 
Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Serie A No. 6, párrs. 26-29. 
259 Párrafo 90. 
260 Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de 
octubre de 2023. Serie C. Párrafo 603. 
261 Ibid. 
262 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151. Párrafo 91 
263 Corte IDH. Caso Palamara Iribarne. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, 
párr. 85; Caso Ricardo Canese. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, párr. 96; 
Caso Herrera Ulloa, Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párrs. 121 y 123; y Opinión 
Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 46. Corte IDH. Caso 
Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre 
de 2006. Serie C No. 151. Párrafo 91 
264 CIDH. RELE. Marco jurídico interamericano sobre el derecho a la libertad de expresión: 
Actualización 2025 / Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos.  Párrafo 156. 
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Por su parte, la Corte IDH ha sostenido que, si el concepto de “orden público” se 
invoca como fundamento de limitaciones a los derechos humanos, debe ser 
interpretado de manera estricta, ceñido a las exigencias de un sociedad 
democrática, que tenga en cuenta el equilibrio entre los diferentes intereses en 
juego, y la necesidad de preservar el objeto y fin de la Convención Americana265. 
En términos del tribunal:  
 

“ (...) el mismo concepto de orden público reclama que, dentro de una 
sociedad democrática, se garanticen las mayores posibilidades de 
circulación de noticias, ideas y opiniones, así como el más amplio acceso 
a la información por parte de la sociedad en su conjunto. La libertad de 
expresión se inserta en el orden público primario y radical de la 
democracia, que no es concebible sin el debate libre y sin que la 
disidencia tenga pleno derecho de manifestarse. […] También interesa al 
orden público democrático, tal como está concebido por la Convención 
Americana, que se respete escrupulosamente el derecho de cada ser 
humano de expresarse libremente y el de la sociedad en su conjunto de 
recibir información”266. 

 
Asimismo, la RELE ha sostenido que “cualquier afectación del orden público 
invocada como justificación para limitar la libertad de expresión debe obedecer 
a causas reales y objetivamente verificables, que planteen una amenaza cierta 
y creíble de una perturbación potencialmente grave de las condiciones básicas 
para el funcionamiento de las instituciones democráticas”267. Por lo tanto, “no 
resulta suficiente invocar meras conjeturas sobre eventuales afectaciones del 
orden, ni circunstancias hipotéticas derivadas de interpretaciones de las 
autoridades frente a hechos que no planteen claramente un riesgo razonable de 
disturbios graves”268. De acuerdo con la RELE, una interpretación más amplia o 
indeterminada de este fin “abriría un campo inadmisible a la arbitrariedad y 
restringiría de raíz la libertad de expresión que forma parte integral del orden 
público protegido por la Convención Americana”269.  
 
De igual manera, la CIDH y su RELE han desarrollado estándares específicos 
respecto de las restricciones al acceso a la información fundadas en razones de 
seguridad nacional, precisando el alcance estricto con el que dichas excepciones 
deben ser interpretadas en una sociedad democrática. En este sentido, la RELE 
ha sostenido  que el concepto de “seguridad nacional” no puede ser entendido 
de manera amplia, indeterminada o puramente discrecional270, sino que debe 
interpretarse conforme a las “justas exigencias del bien común en una sociedad 

 
265 Corte IDH. La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). Opinión 
Consultiva OC-5/85. 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 64. 
266 Corte IDH. La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85. 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 
5, párr. 69. 
267 CIDH. RELE. Marco jurídico interamericano sobre el derecho a la libertad de expresión: 
Actualización 2025 / Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. Párrafo 167 
268 Ibid. 
269 Ibid. 
270 CIDH. Derecho a la Información y Seguridad Nacional. OEA/Ser.L/V/II. 
CIDH/RELE/INF.24/20. Julio de 2020. Párrafo 93 
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democrática”, en línea con el artículo 32 de la Convención Americana y con la 
jurisprudencia desarrollada por el sistema interamericano271. 
 
En esa misma línea, ha destacado que los propios intereses de seguridad 
nacional se ven fortalecidos cuando la sociedad se encuentra debidamente 
informada sobre las actividades estatales, incluidas aquellas dirigidas a 
preservar la seguridad nacional. Por ello, ha sostenido que ninguna información 
puede quedar excluida a priori del escrutinio público por el solo hecho de 
encontrarse en poder de organismos de seguridad o de referirse a cuestiones 
vinculadas con seguridad nacional272. 
 
En su informe sobre “Derecho a la Información y Seguridad Nacional” la RELE 
enfatizó que la legislación que habilite restricciones al acceso a la información 
debe ser “accesible, inequívoca y redactada de forma acotada y precisa”, de 
modo que permita comprender con claridad qué tipo de información puede ser 
clasificada y bajo qué condiciones273. Las normas internas deben definir “con 
exactitud” el concepto de seguridad nacional y establecer criterios claros para 
determinar cuándo determinada información puede ser declarada secreta, para 
evitar que la clasificación sea utilizada abusivamente con el objeto de impedir la 
divulgación de información de interés público274. 
 
Asimismo, la RELE indicó que la regulación de excepciones debe delimitar con 
precisión qué autoridades se encuentran facultadas para clasificar información y 
establecer límites temporales claros respecto del período durante el cual la 
información puede permanecer reservada275. De acuerdo con este estándar, las 
restricciones no pueden tener carácter indefinido, ya que la reserva únicamente 
puede mantenerse mientras subsista un riesgo cierto y objetivo para alguno de 
los bienes jurídicos protegidos por el artículo 13.2 de la Convención 
Americana276.  
 
A su vez, la RELE ha indicado que “corresponde a la autoridad pública que 
pretende imponer una limitación demostrar la legitimidad de la misma”277. En este 
sentido, cuando una autoridad pública acuda a una restricción basada en motivos 

 
271 CIDH. Alegatos Finales Escritos en el caso 11.552, Julia Gomes Lund y Otros (Guerrilha do 
Araguaia) vs. Brasil, 21 de junio de 2010, párr. 75; Informe No. 116/10 (Fondo), Caso 12.590, 
José Miguel Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”), Guatemala, 18 de febrero de 2011, párr. 455; 
Informe No. 117/10 (Fondo), Caso 12.343, Edgar Fernando García y otros, Guatemala, 9 de 
febrero de 2011, párr. 147; Demanda ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 
Caso 11.324, Narciso González Medina vs. República Dominicana, 2 de mayo de 2010, párr. 
159. 
272 CIDH. El impacto de la vigilancia digital en la libertad de expresión en las Américas. 
OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 2025. Párrafo 196. 
273 Ibid. Párrafo 84. 
274 Ibid. Párrafo 84. 
275 Ibid. Párrafos 78 y 84. 
276 CIDH. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. El derecho de acceso a la información 
en el marco jurídico Interamericano, Segunda Edición. OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF. 9/12. 7 
de marzo de 2011. Párrs. 53 -54. 191; CIDH. Derecho a la Información y Seguridad Nacional. 
OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.24/20. Julio de 2020. Párrafos 78 y 85; CIDH. El impacto de la 
vigilancia digital en la libertad de expresión en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. 
CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 2025. Párrafo 198 
277 CIDH. Derecho a la Información y Seguridad Nacional. OEA/Ser.L/V/II. 
CIDH/RELE/INF.24/20. Julio de 2020. Párrafo 93. 
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de seguridad nacional, no es suficiente ni concluyente que simplemente se 
afirme “que existe un riesgo de perjuicio, sino que debe proporcionar razones 
específicas y sustanciales que respalden sus afirmaciones”278. 
 
En particular, la RELE sostiene que, al clasificar información para limitar su 
acceso en función de una excepción amparada en la seguridad nacional, la 
autoridad deberá establecer, justificar, acreditar y exponer dos exigencias. Por 
un lado, deberá “verificar y determinar que la información encaja en la tipicidad 
legal de la regla que habilita la restricción”279. Por otro lado, tendrá que 
“fundamentar y acreditar que la divulgación de la información representa un 
riesgo real e identificable de perjuicio significativo para un interés legítimo de 
seguridad nacional y que ese riesgo supera al interés público de difundir la 
información”280. 
 
En este marco, la Corte IDH ha considerado de interés público “aquellas 
opiniones o informaciones sobre asuntos en los cuales la sociedad tiene un 
legítimo interés de mantenerse informada, de conocer lo que incide sobre el 
funcionamiento del Estado, o afecta derechos o intereses generales o le acarrea 
consecuencias importantes281”. 
 
En desarrollo de estos estándares, la RELE ha retomado los Principios de 
Tshwane282, elaborados por la sociedad civil con el propósito de orientar la 
redacción, revisión y aplicación de normas vinculadas con la autoridad del 
Estado a retener la información por razones de seguridad nacional, o a castigar 
a la divulgación de dicha información283. Conforme dichos principios, la noción 
de “información de interés público” comprende aquella que “resulta relevante o 
beneficiosa para el público (…) y cuya divulgación es ‘en interés del público’, por 
ejemplo, debido a que resulta útil para que la sociedad comprende las 
actividades que lleva a cabo el gobierno”284.  
 
Los Principios además proporcionan una guía para determinar si el interés 
público supera el riesgo de perjuicio -real e identificable- para la seguridad 
nacional. Para ello, ha de tenerse en cuenta si es “razonablemente esperable” 

 
278 Ibid. 
279 CIDH. Derecho a la Información y Seguridad Nacional. OEA/Ser.L/V/II. 
CIDH/RELE/INF.24/20. Julio de 2020. Párrafo 94. 
280 CIDH. Derecho a la Información y Seguridad Nacional. OEA/Ser.L/V/II. 
CIDH/RELE/INF.24/20. Julio de 2020. Párrafo 94. 
281 182 Corte IDH. Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 193. Párr. 121; Caso 
Fontevecchia y D’Amico Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2011. Serie C No. 238. Párr. 61, y Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 2013. Serie C No. 
265. Párr. 146. 
282 CIDH. Derecho a la Información y Seguridad Nacional. OEA/Ser.L/V/II. 
CIDH/RELE/INF.24/20. Julio de 2020. Párrafo 102. 
283 Open Society. Justice Initiative. Principios globales sobre seguridad nacional y el derecho a 
la información (Los Principios de Tshwane). Junio de 2013. Disponible en: 
https://www.justiceinitiative.org/publications/global-principles-national-security-and-freedom-
information-tshwane-principles/es  
284 Open Society Foundations/Open Society Justice Initiative. Principios globales sobre seguridad 
nacional y el derecho a la información [Principios de Tshwane]”. 12 de junio de 2013. 
Definiciones. 
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que la divulgación permita, entre otras finalidades, promover la discusión abierta 
sobre asuntos públicos, incrementar la rendición de cuentas gubernamental, 
contribuir al debate informado, facilitar el control de los recursos públicos o 
exponer violaciones de derechos humanos285. 
 
Es importante agregar que, como criterio para su aplicación, los Principios de 
Tshwane indican que, dado que la seguridad nacional es uno de los argumentos 
públicos de mayor peso para restringir información, cuando las autoridades 
invocan otros motivos para limitar su acceso -como pueden ser el orden público 
y la seguridad pública- estas deberán, mínimamente, cumplir los estándares 
relativos a la imposición de restricciones en el derecho de acceso a la 
información por razones de seguridad nacional286.  
 
En este marco, existen ciertas categorías de información revisten un interés 
público particularmente significativo para el proceso de control democrático y el 
Estado de Derecho, entre ellas, la información sobre vigilancia estatal287. En este 
sentido, la CIDH sostuvo que, al implementar iniciativas vinculadas con 
seguridad nacional, el Estado debe asegurar que las personas puedan acceder, 
como mínimo, a información relativa al marco jurídico que regula la vigilancia y 
su finalidad, el marco regulatorio de los programas implementados, los 
procedimientos de autorización, selección de objetivos y el uso o manejo de 
datos, los protocolos de intercambio, almacenamiento y destrucción del material, 
así como la identificación de las entidades facultadas para llevar adelante 
acciones de vigilancia y estadísticas sobre su utilización288. 
 
En complemento, la RELE ha recalcado que para llevar a cabo el control público 
de las operaciones de vigilancia, es esencial algún tipo de información pública, 
que incluya como mínimo “la divulgación de los contratos gubernamentales y el 
uso de fondos públicos para equipos y servicios relacionados con la vigilancia; 
los registros de los proveedores de vigilancia y la divulgación de información 
sobre el grupo de contratistas; la revelación de las herramientas adquiridas por 
el Estado y sus especificaciones; la divulgación de información sobre los 
organismos autorizados para llevar a cabo actividades de vigilancia; y las 
estadísticas sobre su uso”289. 
  
Asimismo, el Relator Especial ha subrayado que las normas del sistema 
interamericano sobre el acceso a la información proporcionan una base jurídica 
esencial para mejorar la transparencia y hacer frente a los abusos de 

 
285 184 Open Society Foundations/Open Society Justice Initiative. Principios globales sobre 
seguridad nacional y el derecho a la 
información [Principios de Tshwane]”. 12 de junio de 2013. Principio 3. (Notas) 
286  Open Society. Justice Initiative. Principios globales sobre seguridad nacional y el derecho a 
la información (Los Principios de Tshwane). Junio de 2013. Principio 2 (b) Disponible en: 
https://www.justiceinitiative.org/publications/global-principles-national-security-and-freedom-
information-tshwane-principles/es  
287 CIDH. Derecho a la Información y Seguridad Nacional. OEA/Ser.L/V/II. 
CIDH/RELE/INF.24/20. Julio de 2020. Párrafos 102 y 117. 
288 Ibid. Párrafo 117. 
289 CIDH. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. El impacto de la vigilancia digital en 
la libertad de expresión en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 
2025. Párrafo 243. 
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vigilancia290. De acuerdo al relator, el desequilibrio de poder creado por la 
negativa de los Estados a revelar información sobre las capacidades de 
vigilancia, su despliegue y control impide una rendición de cuentas significativa 
y permite la continuación de los abusos de los derechos humanos. En este 
sentido, su informe subraya que: 
 

“[L]a Relatoría Especial observa que los Estados han invocado 
sistemáticamente las doctrinas de la seguridad nacional y el secreto de 
Estado para proteger las operaciones de vigilancia del escrutinio, lo que 
en la práctica concede inmunidad a los abusos de vigilancia frente a 
cualquier impugnación legal. Este enfoque contradice el principio de que 
no puede haber ámbitos de la actividad estatal totalmente exentos del 
monitoreo de los derechos humanos”291. 

 
Hace casi dos décadas, la CIDH recomendó a los Estados Miembros de la OEA 
poner en funcionamiento procedimientos que hagan efectiva la rendición de 
cuentas de todas las autoridades con responsabilidad en la política sobre 
seguridad ciudadana, a partir de mecanismos de control internos y externos, 
favoreciendo la institucionalidad democrática, la transparencia en el ejercicio de 
la función pública y las medidas para enfrentar la impunidad y la corrupción292. 
Ello incluye producir, sistematizar y difundir información de calidad, que permita 
el ejercicio del control democrático sobre las políticas de seguridad ciudadana. 
De acuerdo a la Comisión, esto se relaciona especialmente con el 
funcionamiento de sistemas de recopilación y análisis de información y la 
elaboración de indicadores cualitativos y cuantitativos sobre las políticas de 
seguridad ciudadana293. 
 
Más recientemente, al profundizar sobre medidas cruciales de transparencia en 
este contexto, la RELE señaló la necesidad de realizar un mapeo sistemático, 
exhaustivo y actualizado periódicamente de los participantes en la industria de 
vigilancia, las capacidades que ofrece y el uso de sus productos y servicios. Ello 
requiere una mejora y coherencia en la presentación de informes por los Estados 
sobre las estadísticas de exportación relacionadas con la vigilancia, las políticas 
y los contratos de adquisición y la información presupuestaria294. En este marco, 
la RELE recomendó a los Estados miembros de la OEA a revisar y actualizar los 
marcos jurídicos que rigen la vigilancia para, entre otros, exigir transparencia en 
la adquisición y el despliegue de la vigilancia295. 
 
Finalmente, cabe referirse a la Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre Acceso a la 
Información Pública, aprobada por la Organización de los Estados Americanos 

 
290 Ibid. Párrafo 189. 
291 Ibid. Párrafo 191. 
292 CIDH. Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 57. 
Diciembre de 2009. A. Recomendaciones generales, número 4. 
293 Ibid. B. Recomendaciones específicas, número 18(a). 
294 CIDH. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. El impacto de la vigilancia digital en 
la libertad de expresión en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 
2025. Párrafo 264. 
295 CIDH. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. El impacto de la vigilancia digital en 
la libertad de expresión en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 
2025. Recomendación 2. 
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en 2020296. Dicho instrumento reafirma el carácter excepcional de toda 
restricción al acceso a la información y establece que los sujetos obligados 
únicamente pueden negar el acceso bajo categorías taxativamente definidas. En 
particular, la Ley Modelo distingue entre “información reservada” e “información 
confidencial”. Respecto de la primera, dispone que sólo puede excluirse 
temporalmente del conocimiento público aquella información respecto de la cual 
exista un “riesgo claro, probable y específico de daño” a intereses públicos 
protegidos conforme a los requisitos establecidos por la propia ley297.  
 
Asimismo, la Ley Modelo recepta expresamente el principio de supremacía del 
interés público298 y dispone que la clasificación de la información constituye una 
operación “individual y casuística”, prohibiendo expresamente las clasificaciones 
genéricas realizadas mediante leyes, decretos, acuerdos o figuras análogas299. 
Señala también que, en ningún caso se podrá clasificar información antes de que 
haya sido generada300. 
 
En el presente caso, la negativa estatal de entregar la información solicitada no 
satisfizo ninguno de los requisitos exigidos por la Convención Americana para 
restringir el derecho de acceso a la información pública. En particular, las 
autoridades paraguayas no identificaron una base legal expresa y precisa que 
habilitara la clasificación de la información requerida como reservada. Tampoco 
acreditaron que la denegatoria resultara necesaria y estrictamente proporcional 
en una sociedad democrática. A continuación, se analizará cada uno de estos 
requisitos. 
 

a. Legalidad de la restricción 
 
En primer término, la restricción impuesta no cumplió el requisito de legalidad 
estricta. Conforme surge de los estándares reseñados, las limitaciones al 
derecho de acceso a la información deben encontrarse previstas de manera 
clara, precisa y expresa en una ley formal, que defina específicamente qué 
información puede permanecer reservada y bajo qué condiciones. Sin embargo, 
ni el Ministerio del Interior, ni la Policía Nacional, ni posteriormente los órganos 
judiciales identificaron una disposición legal específica que calificara 
expresamente como reservada la información solicitada. 
 
De hecho, las autoridades estatales ni siquiera cumplieron con los requisitos 
establecidos por la propia Ley N° 5282/14 y su Decreto Reglamentario N° 
4064/15. La ley dispone expresamente que únicamente puede considerarse 
reservada aquella información “que ha sido o sea calificada o determinada como 

 
296 Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre Acceso a la 
Información Pública. AG/RES.2958 (L-O/20). OEA/Ser.D/XIX.12. 2020 
297 Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre Acceso a la 
Información Pública. AG/RES.2958 (L-O/20). OEA/Ser.D/XIX.12. 2020. Artículo 25. 
298 Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre Acceso a la 
Información Pública. AG/RES.2958 (L-O/20). OEA/Ser.D/XIX.12. 2020. Artículo 26. 
299 Organización de los Estados Americanos. Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre Acceso a la 
Información Pública. AG/RES.2958 (L-O/20). OEA/Ser.D/XIX.12. 2020. Artículo 30. 
300 Ibid. 
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tal en forma expresa por la Ley”301. A su vez, el decreto reglamentario establece 
que una solicitud solo podrá rechazarse “cuando la información solicitada se 
encuentre excluida del conocimiento público en forma expresa por una norma 
jurídica con una jerarquía no inferior a la ley”302. Asimismo, exige que toda 
denegatoria sea debidamente fundada y que la autoridad demuestre: a) que la 
excepción resulta legítima y estrictamente necesaria en una sociedad 
democrática, conforme a la jurisprudencia y estándares del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos; b) que la divulgación de la información 
puede causar un daño sustancial a un interés protegido por la ley; y c) que la 
probabilidad y magnitud de dicho daño superan el interés público comprometido 
en la divulgación de la información303.  
 
Sin embargo, lejos de satisfacer dichos requisitos, las autoridades estatales 
invocaron de manera genérica normas vinculadas con la seguridad pública, el 
funcionamiento del Sistema 911 o las atribuciones de la Policía Nacional, sin 
identificar una disposición legal específica que calificara expresamente como 
reservada la información solicitada. En efecto, en ninguna de las decisiones 
administrativas o judiciales dictadas en el presente caso se individualizó una 
norma legal que estableciera, de manera clara y precisa, la reserva de la 
información requerida. 
 
Así, el Dictamen N° 02/19 A.J. de la Asesoría Jurídica de la Dirección del Centro 
de Seguridad y Emergencias de la Policía Nacional invocó el artículo 11 de la 
Ley N° 4739/12 “Que crea el Sistema de atención, despacho y seguimiento de 
comunicaciones de emergencias”, el cual dispone que “El Director del Centro de 
Seguridad y Emergencias deberá brindar la información que tenga en sus 
registros, solamente por orden de juez competente”304. A partir de ello, la 
autoridad administrativa concluyó que toda información obrante en el Centro de 
Seguridad y Emergencias 911 carecía de carácter público y que, por lo tanto, la 
información relativa a las cámaras de videovigilancia constituía “información 
reservada de seguridad interna”305. La misma interpretación fue posteriormente 
reproducida por la Resolución N° 398 del Comandante de la Policía Nacional306. 
 
En consecuencia, las autoridades no identificaron una prohibición legal expresa 
que determinara, respecto de cada tipo de información solicitada, cuál revestía 
carácter reservado ni por qué motivo concreto su divulgación podía afectar un 
interés legítimo protegido por la ley. Por el contrario, hicieron una interpretación 
amplia y extensiva de la normativa que regula el Sistema 911 para presumir la 
reserva de toda información relacionada con dicho sistema. Esta interpretación 
fue incompatible con el principio de máxima divulgación que rige el derecho al 
acceso a la información pública, debido a que transformó una excepción en regla 

 
301 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 4. 
302 Ibid. 
303 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 4. 
304 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 4. 
305 Ibid. 
306Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Páginas 39 a 41. 
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general, en incumplimiento de los deberes estatales de transparencia y rendición 
de cuentas. 
 
Por su parte, la Resolución N° 238/19 del Ministerio del Interior se limitó a citar 
disposiciones generales de la Ley N° 5282/14 relativas a la información 
reservada. En particular, invocó el artículo 2, que excluye del concepto de 
información pública aquella que se encuentre “establecida como secreta o de 
carácter reservado por las leyes”, así como el artículo 20, que define a la 
información pública reservada como aquella “calificada o determinada como tal 
en forma expresa por la Ley”307. No obstante, la propia resolución omitió 
identificar cuál sería concretamente la ley que habría establecido dicha reserva. 
 
Como puede apreciarse, ninguno de los órganos administrativos involucrados 
logró identificar una prohibición legal expresa que calificara como reservada la 
información solicitada. Por el contrario, las autoridades construyeron la supuesta 
reserva mediante interpretaciones amplias, analógicas y discrecionales de 
normas generales vinculadas con seguridad pública.  
 
De hecho, el propio Juzgado Penal reconoció expresamente que no se había 
indicado “en qué Ley se encuentra fundada como secreta o de carácter 
reservado”308 la resolución administrativa que denegó la información. A pesar de 
ello, consideró suficiente afirmar que la Policía Nacional constituye un órgano de 
seguridad interna del Estado. También consideró que el sistema tecnológico 
biométrico, fue planificado y aprobado dentro del Consejo de Defensa Nacional, 
cuyas deliberaciones son de carácter reservado. Además, hizo referencia al 
artículo 11 de la Ley N° 4739/11 y advirtió que “El Director del Centro de 
Seguridad y Emergencia deberá brindar la información que tenga en sus 
registros solamente por orden de juez competente”309.  
 
Asimismo, el Tribunal de Apelación sostuvo que corresponde al “criterio judicial” 
determinar qué información puede considerarse reservada, porque la ley no 
establece categorías taxativas ni indicadores precisos310. Esta afirmación resulta 
incompatible con el principio de legalidad estricta desarrollado por la Corte 
IDH311, precisamente porque admite que el alcance de las restricciones quede 

 
307 Ibid.  
308 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Páginas 39 a 41. 
309Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Páginas 39 a 41. 
310 Anexo XXXXXXXXX. 10 - AyS MDI 2025 y Cédula de Notificación. Página 8. 
311 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. 
Párr. 89; Corte I.D.H., La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 
1985. Serie A No. 5, párrs. 39-40; Corte I.D.H., Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Sentencia del 
22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párr. 79; Corte I.D.H., Caso Herrera Ulloa Vs. Costa 
Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 120; Corte I.D.H., Caso Tristán 
Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
enero de 2009 Serie C No. 193, párr. 117; CIDH. Informe Anual 1994. Capítulo V: Informe sobre 
la Compatibilidad entre las Leyes de Desacato y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. Título IV. OEA/Ser. L/V/II.88. doc. 9 rev. 17 de febrero de 1995; CIDH. Informe No. 
11/96. Caso No. 11.230. Francisco Martorell. Chile. 3 de mayo de 1996, párr. 55; CIDH. Alegatos 
ante la Corte Interamericana en el caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Transcritos en: Corte 
I.D.H., Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 
111, párr. 72. a). En el mismo sentido los “Principios sobre el Derecho de Acceso a la 
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librado a apreciaciones amplias, indeterminadas y discrecionales de las 
autoridades estatales y judiciales. 
 
En consecuencia, la restricción del derecho a la libertad de expresión de la 
señora Maricarmen Serqueira -y de la sociedad paraguaya en su conjunto- en 
este caso no cumple con el requisito de legalidad. 
 

b. Necesidad y proporcionalidad de la restricción 
 
La denegación de la solicitud tampoco superó el examen de necesidad y 
proporcionalidad. Las autoridades no demostraron  concretamente por qué la 
divulgación de los distintos tipos y niveles de información solicitada resultaba 
estrictamente necesaria de restringir en una sociedad democrática ni explicaron 
por qué no existían medidas menos lesivas capaces de proteger los intereses 
invocados. Tampoco efectuaron una ponderación seria e individualizada entre el 
eventual riesgo de divulgar cada categoría de información y el interés público en 
conocerla. 
 
Este análisis en términos de necesidad y proporcionalidad debiera haberse 
realizado de manera diferenciada para cada una de las distintas categorías de 
información solicitadas, las cuales presentaban naturaleza, alcance e 
implicancias diversas -tales como la localización de los dispositivos, los procesos 
de adquisición y contratación, y las salvaguardas aplicables al tratamiento de 
datos biométricos-. Al no desagregar el examen de cada uno de estos 
componentes, las autoridades impidieron evaluar si eventualmente algunos de 
ellos podían ser divulgados sin comprometer los fines invocados, o si las 
restricciones debían aplicarse con distintos niveles de intensidad. 
 
Por el contrario, las decisiones internas analizaron las distintas solicitudes como 
un todo, e invocaron nociones amplias e indeterminadas de “seguridad”, 
“eficiencia”, “orden público” o “interés general”, sin acreditar una relación directa 
e inmediata entre la divulgación de la información y un daño concreto a dichos 
intereses. De las consideraciones desarrolladas por las autoridades parecería 
desprenderse que la restricción intentó justificarse bajo el objetivo de protección 
de la seguridad nacional y el orden público previsto en el artículo 13.2 de la 
Convención Americana. Sin embargo, la mera invocación de la “seguridad 
nacional” no resulta suficiente para justificar una restricción al acceso a la 
información pública. El Estado tenía la obligación de demostrar de manera 
específica cómo la divulgación de cada una de las categorías de información 
solicitadas produciría un riesgo real, probable e identificable de afectación a un 
interés legítimo protegido. Asimismo, los Estados no son libres de interpretar de 
cualquier forma el contenido de estos objetivos para efectos de justificar una 
limitación de la libertad de expresión en casos concretos312. 
 

 
Información” elaborados por el Comité Jurídico Interamericano en 2008, disponen que “las 
excepciones al derecho de acceso a la información deben ser establecidas por la ley, ser claras 
y limitadas” (principio 6). 
312 CIDH. Marco jurídico interamericano sobre libertad de expresión, OEA/Ser.L/V/II. 
CIDH/RELE/INF. 2/09. 30 diciembre 2009. Párr. 75. 
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Sin embargo, las autoridades de manera general se limitaron a afirmar, en 
términos abstractos, que la divulgación de la información “podría” comprometer 
la seguridad pública, facilitar ataques criminales o afectar el orden interno313. 
Nunca identificaron de manera concreta y específica cuál sería el daño real, 
probable e identificable que produciría el acceso a cada una de las categorías 
de información solicitadas.  
 
Por ejemplo, el Juzgado Penal sostuvo que la información requerida era 
custodiada por instituciones encargadas de la seguridad interna de la sociedad 
y que se podría “ocasionar un daño al Estado al difundirla, en caso de ser 
obtenida por terceros, personas con propósitos desconocidos, con procesos 
judiciales o grupos criminales, poniendo en riesgo la seguridad de los ciudadanos 
garantizada en la Constitución Nacional314. Por su parte, en su primera sentencia 
el Tribunal de Apelación sostuvo que “ante la oleada de hechos punibles que 
ocurren en las calles, es un resguardo de la eficiencia, de la Policía Nacional y 
de los Agentes Fiscales, el que las ubicaciones de las cámaras de vigilancia 
urbanas no sea conocida, porque su conocimiento facilitaría una mejor 
organización de grupos criminales o de delincuentes que no actúan en base a la 
ocasión, para perpetrar sus hechos punibles en contra de las personas”315. Este 
Tribunal también afirmó que los derechos de la demandante no se verían 
afectados por la instalación de sistemas de reconocimiento facial en cámaras de 
seguridad pública, debido a que las cámaras están ubicadas en vías o espacios 
públicos, razón por la cual —según el Tribunal— no podría invocarse una 
afectación al derecho a la intimidad316. 
 
Estos argumentos, además de ser insuficientes, solo hicieron referencia a uno 
de los aspectos comprendidos en la solicitud de información, el punto 3, donde 
se requirió “Brindar un mapa detallado con la ubicación de las cámaras de 
seguridad del sistema 911 y con que incluyen el sistema de identificación 
biométrica (reconocimiento facial)”. Las autoridades omitieron realizar un análisis 
diferenciado respecto de las restantes categorías de información requeridas. En 
particular, no explicaron por qué debía mantenerse en reserva información 
vinculada con los fines de implementación del sistema, los tipos de datos 
recolectados, la dependencia encargada de administrar las bases de datos, las 
instituciones públicas o privadas con acceso a ellas, los mecanismos de 
rendición de cuentas, las medidas de seguridad aplicables o la realización de 
evaluaciones de impacto, entre otras.. 
 
La segunda sentencia de segunda instancia del Tribunal de Apelación en lo 
Penal, Primera Sala de la Capital, ensaya un análisis de proporcionalidad a partir 
de lo que el Tribunal entendió como una colisión entre derechos constitucionales 
de igual jerarquía. Como presentamos anteriormente, el juzgado concluyó que el 
derecho de acceso a la información debía ceder frente a los derechos a la vida, 

 
313 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad. 
Página 3 y 4; Anexo 4. 2019 04 26. Resolución N° 238-19 MDI Portal Unificado; Anexo 5. 2019 
04 30. Resolución N°398 Policía Nacional; Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado 
Penal. Páginas 39 a 41; Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de 
Apelación.  Página 5 
314 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal. Páginas 39 a 42  
315 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 5 
316 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
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reunión y libre tránsito y que estos últimos involucraban a una mayor cantidad de 
personas, mientras que el derecho a la información correspondería únicamente 
a la demandante.  
 
Este argumento indica un entendimiento limitado del derecho de acceso a la 
información, en el cual se asienta el principio de máxima divulgación, que se 
aleja del marco de garantías desarrollado en el ámbito del sistema 
interamericano. La Corte IDH ha destacado la íntima relación de las sociedades 
democráticas con el respeto del principio de máxima divulgación por las 
autoridades estatales317. En este sentido, afirmó: 
 

[E]l actuar del Estado debe encontrarse regido por los principios de 
publicidad y transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que 
las personas que se encuentran bajo su jurisdicción ejerzan el control 
democrático de las gestiones estatales, de forma tal que puedan 
cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado 
cumplimiento de las funciones públicas318.  

 
La íntima relación de la garantía del derecho de acceso a la información y la 
preservación de las sociedades democráticas no se excepciona, sino que se 
profundiza, en el contexto de operaciones de vigilancia del Estado. Cómo resaltó 
el Relator Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH en su informe sobre 
la vigilancia digital en las Américas, “las prácticas de vigilancia masiva y selectiva 
documentadas (...) no solo violan los derechos individuales, sino que erosionan 
los pilares esenciales de la democracia”319. De acuerdo al relator, cuando los 
Estados pueden vigilar de forma generalizada a periodistas, defensores de los 
derechos humanos, opositores políticos y a la sociedad civil, se socavan los 
mecanismos democráticos de rendición de cuentas320. Más allá, hizo hincapié el 
Relator Especial en que “Cuando los Estados pueden vigilar, perfilar y predecir 
continuamente el comportamiento individual mediante la vigilancia digital, alteran 
la relación entre el ciudadano y el Estado, transformando la vigilancia de una 
medida excepcional en una herramienta de control social incompatible con la 
gobernanza democrática321. 
 
La solicitud de información presentada por la víctima expresa un conjunto de 
interrogantes esenciales a este control social y democrático de las actividades 
de vigilancia del Estado. Informaciones capaces de indicar también el debido 
cumplimiento, por las autoridades de seguridad, de sus obligaciones frente a las 
garantías de derechos fundamentales en el marco interno paraguayo y bajo las 
normas internacionales de derechos humanos a que están vinculadas.  
 
Además, es importante destacar el rol clave que cumple la autodeterminación 
informativa, y la información sobre el tratamiento de datos personales, como 

 
317 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 
151, párr. 92. 
318 Ibid. Párrafo 86. 
319 CIDH. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. El impacto de la vigilancia digital en 
la libertad de expresión en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 
2025. Párrafo 69. 
320 Ibid. 
321 Ibid. Párrafo 182.  
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parte de este control democrático. Cómo observó la RELE, el análisis de la Corte 
IDH en el caso CAJAR Vs. Colombia demuestra que las personas deben 
disponer de medios eficaces para saber qué datos se conservan y cómo se han 
obtenido, entre otras garantías. El Relator Especial remarca que “la ausencia de 
tales mecanismos en las operaciones de vigilancia crea un estado permanente 
de violación de derechos”322. 
 
Por lo presentado resulta que el derecho a la información no “corresponde 
únicamente a la demandante”, como afirmado por el Tribunal de Apelación. 
 
En efecto, la solicitud no se limitaba a requerir la ubicación de cámaras de 
vigilancia. Por el contrario, comprendía un conjunto amplio de aspectos 
vinculados con el funcionamiento integral del sistema de reconocimiento facial y 
sus implicancias para los derechos humanos.  
 
Entre otros aspectos, la solicitud buscaba conocer la finalidad específica del 
sistema, los datos personales recolectados, procesados y almacenados, las 
autoridades responsables de la administración de las bases de datos, las 
instituciones y empresas con acceso a dicha información, las condiciones de uso 
del software empleado, las bases de datos biométricas utilizadas para realizar 
las comparaciones, las tasas de error del algoritmo, los protocolos de rendición 
de cuentas, las medidas de supervisión existentes y las políticas de conservación 
y eliminación de datos. Asimismo, se requirió información acerca de la 
realización de evaluaciones de impacto en materia de protección de datos 
personales y derechos humanos. 
 
No obstante, tanto las autoridades administrativas como judiciales redujeron el 
análisis a prácticamente un único aspecto -la ubicación de las cámaras- y 
omitieron pronunciarse de manera específica respecto de numerosos puntos 
centrales de la solicitud, tales como el tratamiento de datos personales, las bases 
de datos utilizadas, las tasas de error del sistema, los mecanismos de 
supervisión y rendición de cuentas, los protocolos de almacenamiento o las 
evaluaciones de impacto sobre derechos humanos. 
 
La requirente procuraba precisamente evaluar las condiciones de transparencia, 
supervisión y rendición de cuentas en torno al uso estatal de tecnologías de 
vigilancia biométrica, así como activar mecanismos de control democrático 
respecto de la actuación de los órganos públicos involucrados en su 
implementación. Al denegar la información solicitada sin una justificación 
suficiente, el Estado afectó directamente la posibilidad de ejercer control sobre 
actividades estatales de evidente interés público, privando a la sociedad de 
información necesaria para evaluar la legalidad, necesidad y proporcionalidad de 
sistemas capaces de afectar masivamente derechos fundamentales. 
 
En línea con lo anterior, el Tribunal de Apelación también construyó una 
supuesta oposición entre “garantismo” y “eficientismo”, sosteniendo que el 
derecho de acceso a la información debía ceder frente a la necesidad de 
preservar la eficacia del sistema de vigilancia. En ese sentido, el Tribunal sostuvo 

 
322 Ibid. Párrafo 177.  
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que el interés general debía prevalecer sobre el interés particular y afirmó que 
divulgar la ubicación de las cámaras “facilitaría una mejor organización de grupos 
criminales o de delincuentes”323. También sostuvo que el acceso a dicha 
información podría afectar derechos de terceros vinculados con la seguridad, el 
libre tránsito o la reunión pacífica324.  
 
Todas estas afirmaciones fueron formuladas sin que el Tribunal explique de qué 
manera concreta cómo el acceso a cada información solicitada produciría 
efectivamente una afectación real a tales derechos ni acreditó una relación 
causal específica entre la divulgación y el daño alegado. Mucho menos justificó 
por qué dicha afectación sería superior al interés público comprometido en 
conocer el funcionamiento y controles aplicables a sistemas estatales de 
vigilancia biométrica. Por el contrario, el razonamiento judicial se apoyó en 
especulaciones abstractas sobre eventuales riesgos futuros, sin desarrollar un 
análisis individualizado de necesidad ni una ponderación concreta entre los 
intereses en juego. 
 
Finalmente, el Tribunal realizó una referencia confusa y parcial a la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para justificar 
su posición. En particular, citó únicamente una frase aislada del Caso Claude 
Reyes y otros Vs. Chile relativa a que el derecho de acceso a la información 
“admite restricciones”, omitiendo por completo el desarrollo central efectuado por 
la Corte IDH respecto del principio de máxima divulgación, la relación de este 
principio con la gobernanza democrática, la legalidad estricta, la motivación 
estatal y el examen riguroso de necesidad y proporcionalidad aplicable a toda 
limitación. Asimismo, hizo referencia a los casos Caso López Álvarez y 
“Palmerola” vs. Honduras “donde se determinan que la restricción a la libertad 
de expresión depende de la satisfacción de un interés público imperativo”325.  
 
En consecuencia, el Estado no demostró que la restricción del derecho al acceso 
a la información en este caso era necesaria en una sociedad democrática, ni 
proporcional al fin perseguido.  
 
En conclusión, la restricción impuesta por el Estado paraguayo al acceso a la 
información solicitada resultó incompatible con el artículo 13 de la Convención 
Americana, ya que no se encontraba prevista de manera clara y precisa en una 
ley formal y no superó un examen estricto de necesidad y proporcionalidad. 
 

3. La falta de acceso a dicha información impidió conocer las condiciones de 
recolección, uso y almacenamiento de datos personales lo que tiene 
efectos en la vida privada de las personas y su derecho a la 
autodeterminación informativa. 

 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desarrollado una 
jurisprudencia sostenida que prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en la 
vida privada de las personas, identificando diversos ámbitos de protección 

 
323 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 5 
324 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Páginas 5 y 6 
325 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
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comprendidos dentro de dicho derecho326. En este sentido, el Tribunal ha 
señalado que el ámbito de privacidad se caracteriza por constituir un espacio 
exento e inmune frente a invasiones o agresiones arbitrarias o abusivas 
provenientes tanto de terceros particulares como de las autoridades públicas327. 
Asimismo, la Corte ha precisado que el derecho a la vida privada no posee 
carácter absoluto y, por ello, admite restricciones estatales únicamente cuando 
éstas no resulten arbitrarias o abusivas328.  
 
Sobre la base de estos estándares, la Corte IDH ha desarrollado, particularmente 
a partir del Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José 
Alvear Restrepo” (CAJAR) vs. Colombia, criterios específicos relativos a la 
protección de datos personales y al derecho a la autodeterminación informativa. 
El Tribunal recordó que la Convención Americana contiene una cláusula 
universal de protección de la dignidad humana, la cual sitúa a la persona como 
sujeto y fin del orden jurídico, político y social, y dota de contenido tanto a la 
noción de autonomía individual como al principio de igualdad329. Esta concepción 
de la dignidad se encuentra estrechamente vinculada con el entendimiento de la 
vida privada como un ámbito de libertad inmune a injerencias arbitrarias o 
abusivas330. 
 
En ese marco, la Corte IDH ha indicado que la protección de la vida privada no 
se limita únicamente a la protección del derecho a la privacidad, sino que abarca 
un conjunto de dimensiones relacionadas con la dignidad de la persona. El 
concepto de vida privada comprende el derecho a la autonomía personal, al 
desarrollo personal y a establecer y desarrollar relaciones con otras personas y 
con el mundo exterior. El Tribunal ha resaltado igualmente que un elemento 
central del reconocimiento de la dignidad humana consiste en la posibilidad de 
toda persona de autodeterminarse y escoger libremente las opciones y 
circunstancias que dan sentido a su existencia, conforme a sus propias 
convicciones y decisiones331. En este contexto, el principio de autonomía 
personal impide toda actuación estatal orientada a instrumentalizar a las 

 
326 Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 
148, párr. 193, y Caso Manuela y otros Vs. El Salvador. Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de noviembre de 2021. Serie C No. 441, párr. 204.. 
327 Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia, Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 
148, párrs. 193 y 194, y Caso Tzompaxtle Tecpile y otros Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de noviembre de 2022. Serie C No. 470, párr. 
189.  
328 Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 193, párr. 56, y Caso Fernández Prieto y 
Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020. Serie C 
No. 411, párr. 105 
329 Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
(CAJAR) vs. Colombia. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
18 de octubre de 2023. Párrafo 567. 
330 Opinión Consultiva OC-24/17, de 24 de noviembre de 2017. Serie A No. 24, párr. 86, y Caso 
Pavez Pavez Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2022. Serie 
C No. 449, párr. 57.  
331 Caso I.V. Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 150; 
Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 136, y Caso Pavez 
Pavez Vs. Chile, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2022. Serie C No. 
449, párr. 59. 
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personas o convertirlas en medios para fines ajenos a sus elecciones sobre su 
propia vida y el desarrollo pleno de su personalidad332.  
 
Precisamente en ese contexto de autonomía y libre desarrollo de la personalidad, 
la Corte ha establecido que toda persona es libre de autodeterminarse respecto 
de cuándo y en qué medida revela aspectos de su vida privada, lo cual incluye 
la facultad de decidir qué tipo de información, incluidos sus datos personales, 
pueden ser conocidos por los demás333. De esta manera, el control sobre la 
información personal forma parte del ámbito protegido por el artículo 11 de la 
Convención Americana. 
 
En congruencia con lo anterior, la Corte sostuvo en el caso CAJAR que la 
protección de la autonomía personal, la privacidad, la intimidad y la reputación 
exige la existencia de marcos que regulen la actuación de las autoridades en 
materia de recopilación y utilización de datos personales, con el objeto de evitar 
su obtención, uso, retención, divulgación o intercambio de manera incompatible 
con aquellos derechos334. Estos estándares, determinó la Corte IDH, son 
aplicables en las esferas de competencias de toda la administración pública y de 
actores privados que lícitamente recopilen y administren datos personales335. 
 
De esta manera, la Corte IDH reconoció el derecho a la “autodeterminación 
informativa” como una dimensión protegida por los artículos 11 y 13 de la 
Convención Americana. Este derecho comprende no sólo la protección de los 
datos personales en sí mismos, sino también la capacidad de las personas para 
controlar cómo las autoridades estatales recopilan, procesan, almacenan y 
utilizan su información personal. La Corte entendió que este derecho resulta 
esencial para garantizar la autonomía y la libertad de autodeterminación de las 
personas336. 
 
En ese sentido, el contenido del derecho a la autodeterminación informativa 
incluye el derecho a acceder y controlar los datos personales que obran en poder 
de órganos públicos y también de registros o bases de datos administrados por 
particulares337. A partir de ello, la jurisprudencia interamericana ha señalado que 
los Estados no pueden simplemente recopilar y conservar información personal 
de forma indefinida, sino que las personas deben contar con mecanismos 

 
332 Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
(CAJAR) vs. Colombia. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
18 de octubre de 2023. Párrafo 569  
333 Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
(CAJAR) vs. Colombia. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
18 de octubre de 2023. Párrafo 570 
334 Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
(CAJAR) vs. Colombia. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
18 de octubre de 2023. Párrafo 571   
335 Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
(CAJAR) vs. Colombia. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
18 de octubre de 2023. Párrafo 571  
336 Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
contra Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. 18 de octubre de 
2023. Serie C No. 506, párr. 585. 
337 Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
contra Colombia, Resumen oficial emitido por la Corte Interamericana, pág. 7. 
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eficaces para conocer qué información personal ha sido recopilada, cómo fue 
obtenida, cuáles son las posibilidades de solicitar su actualización, rectificación, 
modificación o eventual eliminación cuando ello resulte legalmente 
procedente338. 
 
Estos estándares adquieren una relevancia particular en contextos de vigilancia 
estatal y recopilación masiva de datos personales. Tal como advirtió la Corte en 
CAJAR, la ausencia de mecanismos efectivos de transparencia y acceso 
respecto del tratamiento de datos personales genera un escenario permanente 
de afectación de derechos, en la medida en que las personas desconocen qué 
información sobre ellas está siendo recolectada, almacenada, analizada o 
compartida por las autoridades estatales339. En consecuencia, el derecho a la 
autodeterminación informativa opera precisamente como una garantía destinada 
a contrarrestar la opacidad estatal y a impedir que prácticas de vigilancia o 
tratamiento de datos personales se desarrollen al margen de controles 
democráticos y de las garantías previstas por la Convención Americana. 
 
En relación con este aspecto, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión 
ha documentado que “el desequilibrio de poder creado por la negativa de los 
Estados a revelar información sobre las capacidades de vigilancia, su despliegue 
y control impide una rendición de cuentas significativa y permite la continuación 
de los abusos de los derechos humanos”340. Asimismo, la Relatoría observó que 
la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública341 y los 
Principios de Tshwane342 “podrían proporcionar una orientación concreta a los 
Estados miembros para que cumplan sus obligaciones de transparencia, al 
tiempo que protegen los intereses legítimos de seguridad nacional mediante 
excepciones limitadas y temporales, sujetas a tests de ponderación del interés 
público”343. En efecto, la Corte IDH ha aplicado al ejercicio de la 
autodeterminación informativa el mismo régimen de restricciones y limitaciones 
que del derecho de acceso a la información344. 
 
Más específicamente sobre el reconocimiento facial, la RELE señaló que el uso 
indiscriminado de estas herramientas en espacios públicos constituye una forma 
de vigilancia masiva, lo que plantea cuestiones sobre su necesidad y 
proporcionalidad, la falta de evaluaciones y salvaguardas adecuadas en materia 
de derechos humanos y el riesgo de falsos positivos cuando se utilizan con fines 
policiales, especialmente teniendo en cuenta el sesgo racial de estas 

 
338 Ibid. Párrafo 582. 
339 Ibid. Párrafos 527, 580, 585 y 656 
340 CIDH. El impacto de la vigilancia digital en la libertad de expresión en las Américas. 
OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 2025. Párrafo 190. 
341 Organización de los Estados Americanos (OEA), Ley Modelo Interamericana 2.0 sobre 
Acceso a la Información Pública, 2020. 
342 Open Society Justice Initiative, Principios globales sobre seguridad nacional y el derecho a la 
información (Principios de Tshwane). 
343 CIDH. El impacto de la vigilancia digital en la libertad de expresión en las Américas. 
OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 2025. Párrafo 190. 
344 Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de 
octubre de 2023. Serie C Nro. 554. Párrafo 601. 



 

83 

herramientas345. En ese sentido, la Relatoría Especial recomendó los Estados a 
restringir el tratamiento de datos biométricos a usos proporcionados con las 
garantías adecuadas y a prohibir, entre otros, el uso de tecnología de 
reconocimiento facial con fines de identificación346. 
 
En el ámbito universal, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos ha advertido que “la vigilancia sistemática de las 
personas en el espacio público, tanto dentro como fuera de Internet, en particular 
cuando se combina con formas adicionales de analizar y conectar la información 
obtenida con otras fuentes de datos, constituye una vulneración del derecho a la 
privacidad y puede tener efectos muy perjudiciales para el disfrute de otros 
derechos humanos”347.  
 
La Oficina del Alto Comisionado también identificó preocupaciones específicas 
respecto de la grabación de imágenes fotográficas. En particular, señaló que:  
 

“La imagen de una persona constituye uno de los atributos fundamentales 
de su personalidad y revela características únicas que la distinguen de 
otras personas. El hecho de grabar, analizar y conservar las imágenes 
faciales de las personas sin su consentimiento constituye una vulneración 
del derecho a la vida privada. Al desplegar la tecnología de 
reconocimiento facial en los espacios públicos, que requiere la 
recopilación y el procesamiento de las imágenes faciales de todas las 
personas captadas por la cámara, tal vulneración se está produciendo a 
escala masiva e indiscriminada”348. 

 
Asimismo, destacó que:  
 

“La protección del derecho a la privacidad no se limita a los espacios 
privados, aislados, como el domicilio de una persona, sino que se 
extiende a los espacios públicos y a la información de acceso público. Por 
ejemplo, el derecho a la vida privada entra en juego cuando un Gobierno 
vigila un espacio público, como un mercado o una estación de ferrocarril 
y, por lo tanto, observa a las personas”349. 

 
En la misma línea, sostuvo que: “El simple hecho que se generen y reúnan datos 
relativos a la identidad, la familia o la vida de una persona ya afecta a su derecho 
a la privacidad, pues a través de esas acciones, la persona pierde en cierta 

 
345 CIDH. El impacto de la vigilancia digital en la libertad de expresión en las Américas. 
OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.33/25. Septiembre de 2025. Párrafo 28. 
346 Ibid. Recomendaciones 5 y 17. 
347 Consejo de Derechos Humanos. El derecho a la privacidad en la era digital. Informe de la 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. A/HRC/51/17. 
4 de agosto de 2022. Párrafo 43. 
348 Consejo de Derechos Humanos. El derecho a la privacidad en la era digital. Informe de la 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. A/HRC/51/17. 
4 de agosto de 2022.. Párrafo 44. A/HRC/44/24, párr. 33. 
349 Consejo de Derechos Humanos. El derecho a la privacidad en la era digital. Informe del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Doc. ONU A/HRC/39/29. 3 
de agosto de 2018. Párrafo 6. 
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medida el control sobre una información que podría poner en riesgo su vida 
privada”350. 
 
Por su parte, en el caso Glukhin v. Russia, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos (TEDH) se refirió específicamente a la compatibilidad del uso de 
tecnologías de reconocimiento facial con el derecho a la vida privada protegido 
por el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. 
 
En dicha decisión, el TEDH reiteró que el concepto de “vida privada” constituye 
una noción amplia que no admite una definición exhaustiva. Señaló que dicho 
concepto comprende múltiples dimensiones de la identidad física y social de las 
personas y no se limita únicamente a un “círculo íntimo” aislado de interferencias 
externas. Por el contrario, incluye también el derecho a desarrollar una “vida 
social privada”, esto es, la posibilidad de establecer y desarrollar relaciones con 
otras personas y con el mundo exterior. A partir de ello, el Tribunal sostuvo que 
la protección de la vida privada no excluye actividades desarrolladas en 
contextos públicos, ya que incluso en estos contextos existe una esfera de 
interacción social que puede quedar comprendida dentro del ámbito protegido 
por el derecho a la vida privada351. 
 
Asimismo, el TEDH diferenció entre la mera observación ocasional de una 
persona en un espacio público y la recopilación sistemática de datos personales 
mediante tecnologías de vigilancia. En este sentido, indicó que el monitoreo de 
las acciones y movimientos de una persona en un lugar público mediante 
cámaras que no registran datos visuales no constituye, por sí mismo, una 
injerencia en la vida privada. Sin embargo, precisó que las consideraciones 
relativas a la privacidad surgen desde el momento en que existe un registro 
sistemático o permanente de datos personales, particularmente imágenes de 
personas identificadas352. 
 
El Tribunal destacó que la imagen de una persona constituye uno de los atributos 
fundamentales de su personalidad, en tanto revela características únicas que la 
distinguen de otras personas. Por ello, sostuvo que el derecho a la protección de 
la propia imagen constituye un componente esencial del desarrollo personal y 
presupone el derecho de toda persona a controlar el uso de su imagen. Según 
explicó el TEDH, este derecho no se limita únicamente a la posibilidad de 
oponerse a la publicación de imágenes, sino que comprende también la facultad 
de objetar su registro, almacenamiento, conservación y reproducción por parte 
de terceros353. 
 
En la misma línea, el Tribunal recordó su jurisprudencia previa según la cual la 
recolección y almacenamiento de datos personales por parte de las autoridades 

 
350 Consejo de Derechos Humanos. El derecho a la privacidad en la era digital. Informe del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Doc. ONU A/HRC/39/29. 3 
de agosto de 2018. Párrafo 7. Véanse también Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Rotaru 
c. Rumania, demanda núm. 28341/95, sentencia de 4 de mayo de 2000, y Kopp c. Suiza, 
demanda núm. 23224/94. 
351 TEDH. Case of Glukhin v. Russia. Tercera Sección. Aplicación No. 11519/20. Sentencia de 4 
de julio de 2023. Párrafo 64. 
352 Ibid. Párrafo 65 
353 Ibid. Párrafo 65 
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constituye una injerencia en la vida privada, incluso cuando dichos datos se 
refieran exclusivamente a actividades públicas354. Asimismo, reiteró que el 
almacenamiento de fotografías por parte de la policía, combinado con la 
posibilidad de aplicar técnicas de reconocimiento facial, configura igualmente 
una interferencia con el derecho a la vida privada355. 
 
Por ello, el Tribunal Europeo concluyó que, en materia de recopilación y 
tratamiento de datos personales, resulta indispensable contar con reglas claras 
y detalladas que regulen el alcance y aplicación de estas medidas, así como 
garantías mínimas relativas, entre otros aspectos, a la duración, 
almacenamiento, uso, acceso de terceros, mecanismos para preservar la 
integridad y confidencialidad de la información y los procedimientos para su 
destrucción356. 
 
En el caso objeto de esta petición, la negativa estatal a proporcionar información 
sobre los sistemas de vigilancia biométrica y reconocimiento facial 
implementados por el Estado afectó directamente el derecho a la vida privada y 
a la autodeterminación informativa de la víctima-y de la sociedad  paraguaya en 
su conjunto-. En efecto, parte la información solicitada se refería precisamente a 
las condiciones bajo las cuales el Estado recolectaba, almacenaba, procesaba y 
utilizaba datos biométricos e imágenes faciales de las personas captadas por 
cámaras instaladas en espacios públicos. Tales datos constituyen información 
personal altamente sensible, íntimamente vinculada con la identidad de las 
personas y con la posibilidad de individualizarlas, rastrear sus movimientos, 
asociar comportamientos y construir perfiles sobre sus actividades y relaciones 
sociales. 
 
Como hemos desarrollado, el control sobre la información personal integra el 
ámbito protegido por el artículo 11 de la Convención Americana y forma parte 
del derecho a la autodeterminación informativa. Precisamente por ello, las 
personas deben contar con mecanismos efectivos para conocer qué datos 
personales están siendo recopilados por el Estado, bajo qué condiciones, con 
qué finalidades, por cuánto tiempo serán almacenados, quiénes tendrán acceso 
a ellos y cuáles son las garantías existentes para prevenir abusos o usos 
arbitrarios. La opacidad estatal respecto de estos extremos afecta directamente 
la posibilidad de las personas de ejercer control sobre información que concierne 
a su propia identidad y vida privada. 
 
Sin embargo, en el presente caso, el Estado negó información indispensable 
para conocer el funcionamiento del sistema de vigilancia biométrica. La víctima 
solicitó información relativa a protocolos de funcionamiento, tratamiento y 
almacenamiento de datos personales, bases de datos utilizadas para 
identificación biométrica, acceso a la información recolectada, mecanismos de 
supervisión, evaluación de impacto en derechos humanos y salvaguardas 
aplicables. No obstante, las autoridades estatales rechazaron de manera 
genérica el acceso a dicha información alegando razones de “seguridad interna”, 

 
354 Ibid. Párrafo 67 
355 Ibid. Párrafo 72. 
356 Ibid. Párrafo 77 
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sin ofrecer explicaciones específicas respecto de cómo la divulgación de tales 
aspectos comprometería efectivamente intereses legítimos protegidos. 
 
En consecuencia, la víctima y la sociedad paraguaya en su conjunto quedaron 
imposibilitadas de conocer cómo opera el sistema de reconocimiento facial, qué 
datos biométricos son recolectados, bajo qué criterios son procesados, qué 
autoridades acceden a ellos, cuánto tiempo permanecen almacenados o cuáles 
son las garantías existentes frente a errores, abusos o usos arbitrarios. Aún más, 
quedaron imposibilitadas de conocer si hubo cualquier evaluación de impacto del 
despliegue y uso de estas herramientas en la protección de datos y/o derechos 
humanos, y cuál sería la metodología para evaluar este impacto. Así, perdieron 
la posibilidad de controlar el tratamiento estatal de información íntimamente 
vinculada con su identidad personal. 
 
En definitiva, la negativa estatal a proporcionar información sobre el 
funcionamiento y las salvaguardas aplicables al sistema de vigilancia biométrica 
no sólo afectó el derecho de acceso a la información pública, sino que además 
comprometió directamente el derecho de la víctima - y de la sociedad paraguaya- 
a controlar el tratamiento de sus datos personales y a conocer las condiciones 
bajo las cuales el Estado desarrolla prácticas de vigilancia que impactan 
intensamente sobre su vida privada y autonomía personal. 
 
Por lo tanto, el Estado violó los artículos 11 y 13 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos al negar acceso a información esencial sobre los 
sistemas de vigilancia biométrica y reconocimiento facial implementados por las 
autoridades públicas.  
 

B. El Estado de Paraguay es responsable por la violación de los derechos 
reconocidos en los artículos 8 (garantías judiciales) y 25 (protección 
judicial) de la CADH, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento 

 
El artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce que: 
“[t]oda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos 
y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”357. 
 
Por su parte, el artículo 25.1 de la Convención establece, en términos amplios, 
la obligación de los Estados de garantizar a todas las personas bajo su 
jurisdicción un recurso judicial efectivo frente a actos que vulneren sus derechos 
fundamentales. Esta disposición, además, extiende su protección no solo a los 
derechos consagrados en la Convención, sino también a aquellos reconocidos 
por la Constitución o la ley interna. La Corte Interamericana ha destacado que 
esta garantía “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención 

 
357 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José). Adoptada en San 
José, Costa Rica el 22 de noviembre de 1969. Entrada en Vigor: 18 de julio de 1978. Ratificada 
por Paraguay el 18 de agosto de 1989. 
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Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en 
el sentido de la Convención”358. 
 
En el presente caso, se encuentra acreditado que las actuaciones 
administrativas y judiciales promovidas por la víctima para acceder a información 
pública bajo control estatal estuvieron atravesadas por irregularidades que 
comprometieron las garantías judiciales y la protección judicial reconocidas en 
los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. Lejos de garantizar un recurso 
efectivo frente a la negativa estatal de acceso a la información, las autoridades 
internas convalidaron restricciones incompatibles con los estándares 
interamericanos, mediante decisiones insuficientemente motivadas, 
interpretaciones arbitrarias de las excepciones legales y una tramitación 
excesivamente prolongada del proceso. 
 
A continuación, se desarrollarán dichas irregularidades, con especial referencia 
a: 1) la falta de motivación suficiente de las decisiones administrativas y judiciales 
que restringieron el acceso a la información pública; 2) la ausencia de un recurso 
judicial idóneo y efectivo para revisar la legalidad, necesidad y proporcionalidad 
de las restricciones impuestas; y 3) el retardo irrazonable en la tramitación y 
resolución del proceso judicial promovido por la víctima. 
 

1. Las decisiones administrativas y judiciales carecieron de motivación 
suficiente 

 
La Corte IDH ha definido a la motivación como “la  exteriorización de la 
justificación razonada que permite llegar a una conclusión”359. Asimismo, ha 
resaltado que “las decisiones que adopten los órganos  internos  que  puedan  
afectar  derechos  humanos  deben  estar  debidamente  fundamentadas,  pues  
de  lo  contrario  serían  decisiones  arbitrarias”360. Además “el deber de motivar 
las resoluciones es una garantía vinculada con la correcta administración de 
justicia, que protege el derecho de  los  ciudadanos  a  ser  juzgados  por  las  
razones  que  el  Derecho  suministra,  y  otorga  credibilidad de las decisiones 
jurídicas en el marco de una sociedad democrática”361.  
 
Las decisiones adoptadas por las autoridades administrativas y judiciales en el 
presente caso incumplieron el deber de motivación exigido por los artículos 8.1 
y 25 de la Convención Americana. Tanto las resoluciones administrativas del 
Ministerio del Interior y de la Policía Nacional, como las decisiones judiciales 
posteriores, se limitaron a invocar de manera abstracta nociones vinculadas con 
“seguridad interna”, “orden público”, “eficiencia” o “seguridad nacional”, sin 
desarrollar una fundamentación concreta, individualizada y suficiente respecto 

 
358 Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 1972. Párrafo 59 
359 Corte  IDH.  Caso  Chaparro  Álvarez  y  Lapo  Íñiguez  Vs.  Ecuador.  Excepciones  
Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  21  de  noviembre  de  2007. 
Serie C No. 170. Párrafo 107.  
360 Ibid.  
361 Corte  IDH.  Caso  Apitz  Barbera  y  otros  (“Corte  Primera  de  lo  Contencioso  
Administrativo”)  Vs.  Venezuela.  Excepción  Preliminar,  Fondo,  Reparaciones  y  Costas. 
Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182. Párrafo 77. 
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de por qué la divulgación de la información solicitada produciría un daño 
específico y cierto a dichos intereses. 
 
En particular, ninguna de las autoridades identificó de manera precisa una norma 
legal que calificara expresamente como reservada la información requerida, 
pese a que la propia legislación paraguaya exigía que toda restricción estuviera 
expresamente prevista en una ley formal. A pesar de ello, las decisiones 
administrativas y judiciales asumieron genéricamente que toda información 
vinculada con sistemas de vigilancia y reconocimiento facial quedaba 
automáticamente excluida del conocimiento público, sin efectuar un análisis 
individualizado de cada categoría de información solicitada ni justificar por qué 
cada uno de esos extremos debía permanecer reservado. 
 
La falta de motivación resultó particularmente evidente en el razonamiento del 
Tribunal de Apelación. El Tribunal construyó una supuesta oposición entre 
“garantismo” y “eficientismo”, afirmando que el derecho de acceso a la 
información debía ceder frente a la eficacia del sistema de vigilancia, pero sin 
explicar jurídicamente de qué manera concreta el acceso a la información 
solicitada afectaría los derechos de terceros o comprometería efectivamente la 
seguridad pública. Sus afirmaciones se sustentaron en hipótesis limitadas a 
denegar cierto tipo de información, como aquella que posibilitara que grupos 
criminales la utilizaran para facilitar delitos, sin profundizar el análisis sobre estos 
riesgos, ni evaluar la posibilidad de implementar alternativas menos lesivas, 
como podría haber sido brindar la información bajo recaudos específicos362. 
 
Además, tanto las autoridades administrativas como judiciales se concentraron 
principalmente en un aspecto puntual -la ubicación de determinadas cámaras- 
omitiendo pronunciarse adecuadamente sobre otros puntos centrales de la 
solicitud de acceso a la información, tales como protocolos de tratamiento de 
datos, bases de datos biométricas, mecanismos de supervisión, acceso de 
terceros, tasas de error, evaluaciones de impacto en derechos humanos y 
salvaguardas existentes frente a abusos. Esta ausencia de análisis 
individualizado evidencia que las autoridades no realizaron una verdadera 
ponderación entre el derecho de acceso a la información y los intereses estatales 
invocados. 
 
Asimismo, los órganos administrativos y judiciales realizaron tan solo referencias 
fragmentarias y descontextualizadas a la jurisprudencia interamericana, citando 
únicamente frases aisladas sobre la posibilidad de imponer restricciones al 
acceso a la información, pero omitiendo completamente el desarrollo efectuado 
por la Corte IDH respecto de los requisitos estrictos de legalidad, necesidad y 
proporcionalidad. Ello demuestra una utilización meramente aparente de los 
estándares interamericanos, incompatible con el deber de motivación reforzada 
aplicable cuando se restringen derechos protegidos por la Convención 
Americana. 
 
En consecuencia, las decisiones cuestionadas no exteriorizaron una justificación 
razonada suficiente que permitiera comprender por qué la restricción resultaba 

 
362 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 5 
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compatible con los estándares convencionales, configurándose así decisiones 
arbitrarias incompatibles con los artículos 8.1 y 25 de la Convención. 
 

2. El proceso judicial no garantizó un recurso idóneo y efectivo para la 
revisión de las negativas de entrega de información 

 
La Corte IDH ha considerado que “[l]os Estados partes están obligados a 
suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de los 
derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello 
dentro de la obligación general, a cargo de los mismos estados, de garantizar el 
libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención (artículo 
1.1)”363. 
 
De ello se desprende que no basta con la existencia formal de recursos judiciales 
previstos por el ordenamiento interno, sino que éstos deben ser verdaderamente 
efectivos, es decir, capaces de producir resultados o respuestas frente a las 
violaciones de derechos contemplados en la CADH364. En consecuencia, los 
Estados deben garantizar a las personas la posibilidad real de acceder a 
recursos sencillos y rápidos que permitan proteger efectivamente los derechos 
comprometidos. La existencia de esta garantía constituye uno de los pilares 
fundamentales de la Convención Americana y del Estado de Derecho en una 
sociedad democrática365. 

 
363 Corte IDH. Caso de la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C. No. 211. Párr. 104; 
Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 
de febrero de 2006. Serie C No. 141. Párr. 137; Corte IDH. Caso García Asto y Ramírez Rojas 
Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre 
de 2005. Serie C No. 137. Párr. 113. Corte IDH. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134. Párr. 
195; Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C No. 
124. Párr. 142; Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120. Párr. 76. 
364Corte IDH. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C No. 144. Párr. 213; Corte 
IDH Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
febrero de 2006. Serie C No. 141. Párr. 137; Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135. Párr. 184: 
Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103. Párr. 117; Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez 
Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 
2003. Serie C No. 99. Párr. 121; Corte IDH. Caso Cantos Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2002. Serie C No. 97. Párr. 52: Corte IDH. Caso 
Castillo Petruzzi y Otros. Sentencia de fondo de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52. Párr. 185. 
365 Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
1 de febrero de 2006. Serie C No. 141. Párr. 138; Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135. Párr. 
184; Corte IDH. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 24 de junio de 2005. Serie C No. 129. Párr. 93; Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 
103. Párr. 117; Caso Juan Humberto Sánchez, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99. Párr. 121; Corte IDH. Caso Cantos Vs. 
Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2002. Serie C No. 
97. Párr. 52; Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de 
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En materia de acceso a la información pública, la efectividad del recurso judicial 
exige que los órganos jurisdiccionales revisen las restricciones impuestas por las 
autoridades administrativas conforme a los estándares establecidos por la 
Convención Americana y desarrollados por la Corte Interamericana. Ello implica 
verificar, entre otros aspectos, si la restricción se encontraba prevista de manera 
clara y expresa por una ley formal, si perseguía un objetivo legítimo conforme al 
artículo 13.2 de la Convención y si resultaba estrictamente necesaria y 
proporcional en una sociedad democrática. 
 
La implementación y cumplimiento de estas obligaciones se encuentra guiada 
por el deber de ejercer control de convencionalidad. En este sentido, la Corte 
Interamericana ha señalado que: 
 

[T]odas las autoridades de un Estado Parte en la Convención, tienen la 
obligación de ejercer un "control de convencionalidad" entre los actos u 
omisiones y las normas internas y la Convención Americana, de forma tal 
que la interpretación y aplicación del derecho nacional sea consistente 
con las obligaciones internacionales del Estado en materia de derechos 
humanos. Este control de convencionalidad debe realizarse en el marco 
de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes y en esta tarea, teniendo en cuenta no solo el tratado, 
sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención Americana86. 

 

En el presente caso, el recurso judicial promovido por la víctima no constituyó un 
recurso idóneo ni efectivo para reparar la violación de sus derechos. Lejos de 
ejercer un verdadero control judicial sobre la legalidad y convencionalidad de las 
restricciones impuestas por las autoridades administrativas, los órganos 
judiciales internos validaron de manera prácticamente automática argumentos 
genéricos e indeterminados, sin aplicar los estándares estrictos desarrollados 
por el Sistema Interamericano en materia de acceso a la información pública. 
 
En particular, el Tribunal de Apelación no analizó el caso conforme a los criterios 
de legalidad estricta, necesidad y proporcionalidad exigidos por el artículo 13.2 
de la Convención Americana. El Tribunal no identificó una norma legal expresa 
que calificara específicamente como reservada la información solicitada, pese a 

 
noviembre de 2000. Serie C No. 70. Párr. 191; Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. 
Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69. Párr. 163; Corte IDH. Caso Durand 
y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68. Párr 101; Corte 
IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Caso Villagrán Morales y otros). Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999. Serie C No. 63. Párr. 234; Corte IDH. Caso Cesti Hurtado. Sentencia de 29 
de septiembre de 1999. Serie C No. 56, párr. 121; Corte IDH.Caso Castillo Petruzzi y otros. 
Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52. Párr. 184; Corte IDH. Caso de la “Panel 
Blanca” (Paniagua Morales y otros). Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 164; 
Corte IDH. Caso Blake, Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36. Párr. 102; Corte IDH. 
Caso Suárez Rosero. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 65; y Corte 
IDH. Caso Castillo Páez. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C No. 34. Párr. 82. 
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que tanto la Ley N° 5282/14366 como el Decreto Reglamentario N° 4064/15367 
exigen precisamente que toda restricción al acceso a la información se encuentre 
establecida de manera expresa por una norma con jerarquía legal. 
 
Por el contrario, el Tribunal adoptó una interpretación amplia e indeterminada de 
las excepciones vinculadas con seguridad pública, sosteniendo incluso que 
correspondía al órgano judicial determinar qué información debía considerarse 
reservada debido a que la ley “solo crea la información reservada, pero no la 
crea taxativamente, ni da indicadores para ello”368. De esta manera, el propio 
órgano jurisdiccional sustituyó el requisito convencional de legalidad estricta por 
un criterio amplio y discrecional incompatible con los estándares 
interamericanos. 
 
Asimismo, el Tribunal tampoco realizó un examen concreto de necesidad y 
proporcionalidad. Las referencias efectuadas a la protección de la seguridad, el 
libre tránsito, la reunión o la “eficiencia” del sistema de vigilancia fueron 
formuladas en términos conjeturales y abstractos, sin explicar de qué manera 
específica la divulgación de la información solicitada produciría un daño cierto, 
probable e identificable sobre dichos intereses.  
 
Especialmente grave resulta que, pese a tratarse de un caso directamente 
relacionado con restricciones al acceso a la información pública, el Tribunal 
únicamente realizara una referencia fragmentaria y descontextualizada a la 
jurisprudencia interamericana. En particular, citó el Caso Claude Reyes y otros 
Vs. Chile únicamente para afirmar que “el derecho de acceso a la información 
bajo control del Estado admite restricciones”, omitiendo completamente el 
desarrollo central realizado por la Corte IDH en ese caso. Del mismo modo, hizo 
simples referencias a los casos López Álvarez y “Palmerola” vs. Honduras, sin 
desarrollarlos ni aplicarlos al caso369. De hecho, esta representación no identifica 
ninguna sentencia de la Corte IDH que sea referida como “Palmerola”. 
 
En consecuencia, los órganos judiciales internos no ejercieron un verdadero 
control de convencionalidad ni garantizaron una revisión judicial efectiva de las 
restricciones impuestas al derecho de acceso a la información pública. Por el 
contrario, validaron restricciones amplias, genéricas y deficientemente 
motivadas sin someterlas al escrutinio estricto exigido por la Convención 
Americana. Ello privó a la víctima de un recurso sencillo, rápido y efectivo capaz 
de reparar la violación denunciada, en contravención de los artículos 8.1 y 25 de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 
 

3. El proceso judicial no se resolvió en un plazo razonable 
 

 
366 Poder Legislativo. Ley N° 5.282 “De Libre Acceso Ciudadano a la Información Pública y 
Transparencia Gubernamental”. Sancionada el 18 de septiembre de 2014. Artículo 22. Disponible 
en: https://www.senado.gov.py/images/archivos/archivos-leyes-5282-5189/LEY-5282.pdf 
367 Decreto N° 4064/2015: Por el cual se reglamenta la Ley N°5282/2014 “De Libre Acceso 
Ciudadano a la Información Pública y Transparencia Gubernamental”. Artículo 35. Disponible en: 
https://migraciones.gov.py/wp-content/uploads/2024/10/DECRETO_4064_2015_-
_Reglamentacion_Ley_5282_2014.pdf 
368 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8. 
369 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación. Página 8 
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La Corte Interamericana ha establecido que la evaluación del plazo razonable se 
debe analizar en cada caso concreto, en relación con la duración total del 
proceso, hasta la sentencia definitiva, incluyendo los recursos de instancia que 
pudieran eventualmente presentarse370. En consecuencia, ha considerado 
cuatro elementos para analizar si se cumplió con la garantía del plazo razonable, 
a saber: (i) la complejidad del asunto371, (ii) la actividad procesal del 
interesado372, (iii) la conducta de las autoridades judiciales373, y (iv) la afectación 
generada en la situación jurídica de la presunta víctima374.   
 
En el presente caso, el trámite judicial vinculado con la solicitud de acceso a la 
información excedió ampliamente los límites del plazo razonable establecidos 
por la Convención Americana. La solicitud de acceso a la información fue 
presentada el 8 de abril de 2019 a través del Portal Unificado de Información 
Pública375. Las respuestas del Ministerio del Interior y de la Policía Nacional 
fueron emitidas los días 24376, 26377 y 30 de abril de 2019378. Frente a la negativa 
estatal de entregar información de alto interés público vinculada con sistemas de 
vigilancia biométrica y reconocimiento facial, la víctima promovió el 22 de julio de 
2019 la acción judicial prevista por la Ley N° 5282/14 para garantizar el acceso 
a la información pública. 
 
La decisión de primera instancia fue dictada el 1 de agosto de 2019379 y la 
sentencia de segunda instancia el 28 de agosto de 2019380, rechazando ambas 
la acción principalmente sobre la base de objeciones relativas a la vía procesal 
utilizada. Posteriormente, el 28 de octubre de 2020 se promovió acción de 
inconstitucionalidad. La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 
recién resolvió dicha acción el 7 de agosto de 2024, es decir, casi cuatro años 
después de su interposición, limitándose además a anular la sentencia recurrida 

 
370 Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de enero de 1999. 
Serie C No. 44, párr. 71, y Caso Digna Ochoa y familiares Vs. México, Sentencia de 25 de 
noviembre de 2021, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C No. 447, 
párr. 131. 
371 Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares. Sentencia de 27 de enero de 
1995. Serie C No. 21, párr. 78, y Caso Digna Ochoa y familiares Vs. México, Sentencia de 25 de 
noviembre de 2021, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C No. 447, 
párr. 131. 
372 Caso Cantos Vs. Argentina, Sentencia de  28 de noviembre de 2002 Fondo, Reparaciones y 
Costas, párr. 57, y Caso Digna Ochoa y familiares Vs. México, Sentencia de 25 de noviembre de 
2021, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C No. 447, párr. 131. 
373 Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No. 228, párr. 106, y Caso Digna Ochoa y familiares Vs. 
México, Sentencia de 25 de noviembre de 2021, Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, Serie C No. 447, párr. 131 y nota al pie 208.   
374 Corte IDH. Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia 
Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú, Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas , 21 de noviembre de 2019, párr. 148, y Caso Digna Ochoa y 
familiares Vs. México, Sentencia de 25 de noviembre de 2021, Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, Serie C No. 447, párr. 131. 
375 Anexo 2.  2019 04 09. Solicitud de acceso a la información. Soporte papel.; Anexo 1.  2019 
04 08. Solicitud de acceso a la información. 
376 Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y Seguridad 
377 Anexo 4. 2019 04 26. Resolución N° 238-19 MDI Portal Unificado. 
378 Anexo 5. 2019 04 30. Resolución N°398 Policía Nacional 
379 Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal 
380 Anexo 8. 2019 08 28. Acuerdo y Sentencia. Tribunal de Apelación  
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y ordenar el reenvío del expediente, sin pronunciarse sobre el fondo de la 
controversia381. 
 
Finalmente, el 17 de diciembre de 2025 -más de un año después del reenvío 
dispuesto por la Corte Suprema- el Tribunal de Apelación dictó una nueva 
sentencia confirmando nuevamente la denegatoria de acceso a la información382. 
En consecuencia, la resolución definitiva del caso se extendió por más de seis 
años. 
 
La complejidad del asunto no justifica semejante demora debido a que el núcleo 
de la controversia consistía simplemente en determinar si las autoridades 
estatales habían cumplido con los requisitos legales y convencionales exigidos 
para restringir el acceso a información pública. Tampoco existió una conducta 
dilatoria atribuible a la víctima, quien impulsó el proceso en tiempo y forma 
mediante los recursos previstos por el ordenamiento jurídico interno. 
 
Por el contrario, la prolongación excesiva del proceso obedeció 
fundamentalmente a la actuación de las autoridades judiciales. En particular, la 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia demoró prácticamente 
cuatro años en resolver la acción de inconstitucionalidad, sin siquiera 
pronunciarse sobre el fondo del asunto. A ello se suma que el Tribunal de 
Apelación tardó más de un año adicional en emitir una nueva decisión luego del 
reenvío ordenado por la Corte Suprema. 
 
La demora produjo además una afectación concreta sobre la situación jurídica 
de la víctima. La información solicitada se vinculaba directamente con las 
condiciones de funcionamiento, tratamiento y almacenamiento de datos 
personales en sistemas estatales de vigilancia biométrica y reconocimiento 
facial. En consecuencia, la prolongada falta de respuesta judicial impidió durante 
años que la víctima pudiera conocer qué tipo de información personal podía estar 
siendo recolectada, procesada, almacenada o utilizada por las autoridades 
estatales, así como las salvaguardas existentes para prevenir abusos o 
arbitrariedades. Ello afectó directamente su posibilidad de ejercer control sobre 
sus datos personales y de ejercer plenamente su derecho a la autodeterminación 
informativa. 
 
En consecuencia, el Estado incumplió su obligación de garantizar una decisión 
judicial dentro de un plazo razonable, en violación de los artículos 8.1 y 25 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 
 

C. El Estado de Paraguay es responsable por la violación del derecho 
reconocido en el artículo 25 (protección judicial) de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 2 (deber de adoptar disposiciones 
de derecho interno) del mismo instrumento.  

 
El artículo 25 de la Convención Americana determina, en su numeral 1, que: 
“Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 

 
381 Anexo 11. 2024 08 07. Acuerdo y Sentencia Corte Suprema de Justicia.  
382 Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación.  
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actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, 
la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por 
personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”383.  
 
A su vez, en relación con la obligación general de adecuar la normativa interna 
a la Convención, la Corte ha afirmado que su artículo 2 “establece la obligación 
general de cada Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones 
de la misma, para garantizar los derechos en ella reconocidos, lo cual implica 
que las medidas de derecho interno han de ser efectivas (principio de effet 
utile)”384. 
 
En el presente caso, la señora Maricarmen Sequera vio vulnerado su derecho a 
la protección judicial como consecuencia de la aplicación de un marco normativo 
que no garantizó de manera efectiva el acceso a un recurso idóneo para la tutela 
del derecho de acceso a la información pública. 
 
La Ley N.º 5282/14 de Libre Acceso Ciudadano a la Información Pública y 
Transparencia Gubernamental, reglamentada por el Decreto N.º 4064/15, 
constituyó un avance significativo en el reconocimiento del derecho de acceso a 
la información pública en Paraguay. Sin embargo, la ley no reguló el 
procedimiento judicial aplicable ante su denegación, omisión que fue cubierta por 
la Acordada N.º 1005/2015 de la Corte Suprema de Justicia, la cual dispuso que 
las acciones derivadas de dicha ley debían tramitarse conforme a las reglas del 
juicio de amparo constitucional previstas en el artículo 134 de la Constitución y 
en el Código Procesal Civil. 
 
Si bien dicha acordada tuvo por objeto suplir un vacío normativo, en la práctica 
generó una distorsión relevante del diseño del recurso judicial, en tanto habilitó 
interpretaciones que asimilaron la acción de acceso a la información pública a 
los requisitos propios del amparo constitucional ordinario. En consecuencia, 
diversos órganos jurisdiccionales comenzaron a exigir requisitos propios del 
amparo -tales como la acreditación de urgencia, arbitrariedad manifiesta o daño 
irreparable- que no resultan compatibles con la naturaleza misma del derecho de 
acceso a la información pública, cuyo ejercicio no requiere demostrar un interés 
especial, una urgencia particular ni la existencia de un perjuicio específico. 
Precisamente esta situación se verificó en el presente caso, donde tanto el 
Juzgado de Primera Instancia como el Tribunal de Apelación analizaron la 
controversia bajo parámetros propios del amparo constitucional y no conforme a 
los estándares de acceso a la información pública. 
 
En consecuencia, el Estado paraguayo incurrió en responsabilidad internacional 
por incumplimiento de la obligación prevista en el artículo 2 de la Convención 
Americana, al no adoptar disposiciones de derecho interno que garantizaran la 
existencia de un recurso judicial sencillo, efectivo y adecuado para la protección 
judicial del derecho de acceder a información pública. 
 

 
383 Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas.Sentencia de 6 de 
febrero de 2001. Serie C No. 74. Párrafo 134. 
384 Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. Párarfo 288. 
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V. REPARACIONES 
 

A. Fundamentos de la obligación de reparar 
 
El derecho internacional sobre la responsabilidad de los Estados establece que, 
al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado surge de inmediato la 
responsabilidad internacional de éste por la violación de que se trate, y el 
respectivo deber de reparación y de hacer cesar las consecuencias de la 
misma385. 
 
Dicho principio se encuentra receptado en el artículo 63.1 de la CADH que otorga 
a esta Corte la facultad de ordenar reparaciones cuando ocurran violaciones de 
los derechos humanos establecidos en el mismo instrumento386. En ese sentido, 
el Alto Tribunal ha señalado que el referido artículo 63 “refleja una norma 
consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho 
Internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los Estados”387. 
 
Así, las reparaciones son medidas que tienen como fin paliar los efectos de las 
violaciones cometidas. Adicionalmente, esta Corte ha señalado que su 
naturaleza y monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material 
como inmaterial. En ese sentido, para reparar a las víctimas de violaciones de 
derechos humanos, el Estado debe buscar “siempre que sea posible, la plena 
restitución (restitutio in integrum)”388.  
 
En vista de que esto no siempre es posible, la Corte ha establecido una serie de 
medidas dirigidas a garantizar los derechos vulnerados, reparar las 
consecuencias generadas por las violaciones de dichos derechos, así como 
establecer el pago de una indemnización como forma de compensación por los 
daños causados389. A ello hay que agregar las medidas de carácter positivo que 

 
385 Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C No. 213. Párr. 211; Corte IDH. Caso 
Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212. Párr. 227; Corte IDH. Caso Radilla Pacheco 
Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 209. Párr. 327. 
386 CADH. Artículo 63.1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos 
en [la] Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados. Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y 
el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 
387 Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C No. 213. Párr. 211. Corte IDH. Caso 
Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212. Párr. 227. Corte IDH. Caso Radilla Pacheco 
Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 209. Párr. 327; Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz 
Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 
120. Párr. 134. 
388 Corte IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109. Párr. 221. 
389 Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 19 de noviembre 2004. Serie C No. 116. Párr. 53. 
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el Estado debe adoptar para asegurar que hechos como los ocurridos en el 
presente caso no vuelvan a suceder390. 
 
Asimismo, las reparaciones deben incluir el reembolso de todos los gastos y 
costas que las víctimas, sus familiares y sus representantes hayan realizado 
derivadas de la representación en procedimientos ante cortes nacionales e 
internacionales391. 
 
Con base en lo anterior, el Estado debe adoptar las medidas de reparación 
necesarias a las violaciones a los derechos humanos probadas a lo largo del 
presente escrito392. 
 

B. Personas beneficiarias del derecho a la reparación  
 
De conformidad con la jurisprudencia constante del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, son titulares del derecho a la reparación todas aquellas 
personas que resulten directamente lesionadas por las violaciones a los 
derechos humanos establecidos en la Convención Americana y demás tratados 
del SIDH393.  
 
En consecuencia, solicitamos que se tenga como beneficiaria de las medidas de 
reparación en el presente caso a la Sra. Maricarmen Sequera. 
 

C. Medidas de reparación solicitadas  
 
En los siguientes apartados, transmitiremos a la Comisión las medidas 
identificadas por la víctima y sus representantes como necesarias para reparar 
los daños generados por las violaciones cometidas en este caso, así como 
aquellas destinadas a que hechos como los que se dieron en este caso no se 
repitan.  

 
1. Medidas de satisfacción 

 
a. Publicación y difusión de la sentencia 

 
Tomando en consideración las violaciones a los derechos humanos en perjuicio 
de la víctima que han quedado demostradas en esta petición, requerimos a la 
Comisión que ordene al Estado la publicación del resumen oficial de la decisión 
en un medio de comunicación de alcance nacional, en sitios web oficiales y en 
plataformas digitales de organismos públicos relevantes.  
 

 
390 Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120. Párr. 135; Corte IDH. Caso Masacre 
Plan de Sánchez Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre 2004. 
Serie C No. 116. Párr. 54. 
391 Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 205. 
392 Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 19. Párr. 126. 
393 Corte IDH. Caso El Amparo Vs. Venezuela. Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de 
septiembre de 1996. Serie C No. 28. Párr. 38. 
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Asimismo, requerimos que se ordene publicar íntegramente la decisión en los 
portales institucionales de la Presidencia de la República, el Ministerio del Interior 
y la Corte Suprema de Justicia. 
 

2. Medidas de restitución  
 

a. Dejar sin efectos las decisiones que vulneraron los derechos de la víctima 
 
Solicitamos que se ordene al Estado adoptar las medidas necesarias para dejar 
sin efecto las decisiones administrativas y judiciales que denegaron el acceso a 
la información solicitada en el presente caso. 
 

b.  Entrega y divulgación de la información solicitada 
 
Solicitamos que se ordene al Estado entregar  la información requerida por la 
señora Maricarmen Sequera Buzarquis, en particular la relacionada con la 
recopilación y manejo de datos personales por la tecnología de reconocimiento 
facial, bases de datos y cualquier otra información relevante para el ejercicio de 
su derecho a la autodeterminación informativa. 
 

3. Garantías de no repetición 
 

a. Mecanismos de transparencia activa 
 
Solicitamos que se ordene al Estado garantizar mecanismos permanentes de 
transparencia activa respecto de la adquisición, contratación, implementación, 
financiamiento, funcionamiento y uso de tecnologías de vigilancia por parte de 
organismos públicos, especialmente aquellas que incorporen tratamiento de 
datos biométricos o sistemas de inteligencia artificial. 
 

b. Evaluaciones de impacto en derechos humanos 
 
Solicitamos que se ordene al Estado adoptar procedimientos obligatorios para la 
realización, publicación y actualización periódica de evaluaciones de impacto en 
derechos humanos con carácter previo a la adquisición, implementación y 
utilización de tecnologías de vigilancia, particularmente aquellas basadas en 
tratamiento de datos biométricos o inteligencia artificial. 
 

4. Capacitación de funcionarios/as públicos/as y operadores/as de justicia 
 
Solicitamos que se ordene al Estado diseñar e implementar programas 
permanentes y obligatorios de capacitación dirigidos a funcionarios encargados 
de tramitar solicitudes de acceso a la información pública, autoridades del 
Ministerio del Interior y de la Policía Nacional, así como jueces, fiscales y demás 
operadores de justicia, sobre los estándares interamericanos en materia de 
acceso a la información, el principio de máxima divulgación, los límites a la 
invocación de razones de seguridad nacional como fundamento de reserva y las 
obligaciones estatales relativas a la protección de datos personales y el uso de 
tecnologías de vigilancia. 
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5. Medidas de indemnización compensatoria  
 
La Honorable Corte IDH ha reconocido que las indemnizaciones pecuniarias 
tienen el propósito principal de remediar los daños, tanto materiales como 
morales, que sufrieron las víctimas de un caso394. Para que constituyan una justa 
expectativa, deberán ser proporcionales a la gravedad de las violaciones y del 
daño causado395. La Corte también ha establecido que “la indemnización debe 
ser otorgada en la extensión y medida suficientes para resarcir tanto los daños 
materiales como los morales”396 y debe proveerse en “términos lo 
suficientemente amplios para compensar, en la medida de lo posible, la pérdida 
sufrida”397. 

 

En el presente caso, la reparación económica deberá comprender tanto el daño 
material398, incluyendo el daño emergente399 y el lucro cesante400, como el daño 
moral401. 
 

6. Costas y gastos 
 
La Corte Interamericana ha establecido que: 
 

[L]as costas y gastos hacen parte del concepto de reparación, toda 
vez que la actividad desplegada por las víctimas con el fin de 
obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica 
erogaciones que deben ser compensadas cuando la 
responsabilidad internacional del Estado es declarada mediante 
una sentencia condenatoria. En cuanto al reembolso de las costas 
y gastos, corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su 
alcance, el cual comprende los gastos generados ante las 
autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el 
curso del proceso ante el Sistema Interamericano, teniendo en 

 
394 Corte IDH. Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 
de septiembre de 1993. Serie C No. 15, párrs. 47 y 49. 
395 La Corte ha estimado que la naturaleza y el monto de las reparaciones “dependen del daño 
ocasionado en los planos tanto material como moral”. Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” 
(Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo 
de 2001. Serie C No. 76, párr. 79. 
396 Corte IDH. Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 
de septiembre de 1993. Serie C No. 15. Párrs. 47 y 49; Corte IDH. Caso El Amparo Vs. 
Venezuela. Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de septiembre de 1996. Serie C No. 28. 
Párr. 36. Corte IDH. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de septiembre de 1996. Serie C No. 29. Párr. 38. Corte IDH. Caso Castillo Páez Vs. Perú. 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 43. Párr. 69. 
397 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Interpretación de la Sentencia de 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de agosto de 1990. Serie C No. 9. Párr. 27. 
398 Corte IDH. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Interpretación de la Sentencia de 
Excepción Preliminar, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 26 de noviembre de 2003. Serie C 
No. 102. Párr. 250. 
399 Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114. Párr. 237. 
400 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Reparaciones y Costas. Sentencia de 
21 de julio de 1989. Serie C No. 7. Párr. 46. 
401 Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de 
diciembre de 2001. Serie C No. 88. Párr. 53. 
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cuenta las circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la 
jurisdicción internacional de protección de los derechos 
humanos402. 

 
En atención a ello, a continuación, solicitamos a la Comisión que contemple las 
costas y gastos que insuma el trámite de esta petición. 
 
VI. PETITORIO 
 
Por todo lo anteriormente expuesto, las peticionarias respetuosamente 
solicitamos a la Ilustre Comisión que: 
 
PRIMERO. Tenga por presentada esta petición inicial, en tiempo, forma y en 
cumplimiento de todos los requisitos contenidos en las disposiciones antes 
citadas de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y del 
Reglamento de la Ilustre Comisión vigente a la fecha. 
 
SEGUNDO. Tramite la presente petición, en el menor plazo posible, de 
conformidad con el artículo 29(2)(d) del Reglamento de la Ilustre Comisión 
vigente a la fecha. 
 
TERCERO. Traslade, a la mayor brevedad posible, la presente petición al Estado 
paraguayo, de conformidad con el artículo 30 de su Reglamento. 
 
CUARTO. En su momento, declare que el Estado de Paraguay es 
internacionalmente responsable por la violación de los derechos humanos de 
Maricarmen Sequera, protegidos por los artículos 8, 13, 11 y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y, en consecuencia, ordene reparar a la 
víctima e implementar garantías de no repetición, de conformidad con los 
estándares internacionales y con las solicitudes que se formulen en el momento 
procesal oportuno. 
 
VII. ANEXOS 
 
Anexo 1.  2019 04 08. Solicitud de acceso a la información. 
 
Anexo 2.  2019 04 09. Solicitud de acceso a la información. Soporte papel. 
 
Anexo 3. 2019 04 24.  Dictamen N°02-19 Direccion General de Prevencion y 
Seguridad 
 
Anexo 4. 2019 04 26. Resolución N° 238-19 MDI Portal Unificado 
 
Anexo 5. 2019 04 30. Resolución N°398 Policía Nacional 
 
Anexo 6. Acción judicial de acceso a la información pública. 
 
Anexo 7. 2019 08 01. Sentencia Definitiva Juzgado Penal 

 
402 Corte IDH. Caso Tenorio Roca y Otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2016. Serie C No. 314, párr. 342. 



 

100 

 
Anexo 8. 2019 08 28. Acuerdo y Sentencia. Tribunal de Apelación 
 
Anexo 9. Acción de inconstitucionalidad. 
 
Anexo 10. AI admisión inconstitucionalidad CSJ 
 
Anexo 11. 2024 08 07. Acuerdo y Sentencia Corte Suprema de Justicia 
 
Anexo 12. 2025 12 17. Acuerdo y Sentencia No. 88. Tribunal de Apelación 
 
Anexo 13. Poder de Representación 


